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1. Introducción. 
El dualismo Iglesia-Estado -o Reli-
gión-Estado, porque no siempre la religión 
se organiza en iglesia propiamente dicha-, 
late en el núcleo de la historia de la socie-
dad humana, y, en lo que a nuestra Patria 
se refiere, ha constituido uno de los aspec-
tos más importantes, ricos y controverti-
dos, de su historia. 
Por otro lado, la existencia de esta do-
ble potestad -espiritual y temporal- no 
es una invención más o menos feliz del 
hombre, sino una concreción del divino que-
rer. La concurrencia sobre unos mismos 
súbditos -bien que a títulos diferentes: 
fieles para una; para la otra, ciudadanos-
de una doble jurisdicción, cada una con su 
naturaleza, medios y fines específicos, y am-
vigencia. 1. El recurso de fuerza en conocer en el 
derecho positivo español: a) Fuentes legales vigen-
tes que lo regulan; b) Antecedentes legales remotos 
y corrientes de opinión doctrinal suscitadas; c) An~ 
tecedentes legales próximos: el problema de la uni-
ficación de fueros. lI. Su enfoque desde el derecho 
positivo de la Iglesia. lII. Su discutible vigencia des-
pués del Concordato de 1953. 
bas soberanas, hace inevitable la apanClOn 
de diferencias, fricciones, y conflictos. Co-
mo consecuencia de ambiciones, situaciones 
de hecho, estructuras de poder, vigencia de 
principios anacrónicos y otras veces erró-
neos, etc., la Iglesia se ha llegado a ver so-
metida al poder temporal, aunque no han 
faltado tampoco épocas en las que ocurriera 
lo contrario. De la correcta solución de es-
tos problemas que inevitablemente se han 
de plantear, depende el cabal logro de los 
fines respectivos de ambas sociedades -que 
tan estrechamente vinculadas se hallan- y 
la posible y armónica actividad sobre sus 
comunes súbditos. 
En nuestro trabajo nos hemos propues~ 
to estudiar -a la luz del Derecho Histórico 
y positivo "úgente- una ' de las institucio-
nes más características y duraderas surgidas 
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en España de las relaciones entre ambas 
potestades: el recurso de fuerza en conocer. 
También, unir nuestra crítica a tantas otras, 
más autorizadas, presentes a lo largo del 
tiempo, con miras a la derogación formal de 
dicha institución, vejatoria para la Iglesia. 
Finalmente nos permitimos proponer una 
solución para resolver, con acierto y justi-
cia, las diferencias que pudieran surgir a lo 
largo del camino que multisecularmente vie-
nen recorriendo juntos la Iglesia y el Estado 
español. 
El tema que hemos escogido no deja de 
ofrecer algunas peculiaridades. Mientras 
que por un lado puede aparecer como una 
«vieja cuestión» resucitada, por otro esta-
mos convencidos de su indudable actuali-
dad y vigencia. Además, hemos de enfren-
tarnos con el riesgo de que par,ezca una 
acumulación de normas arcaicas que hagan 
acreedor a nuestro trabajo del calificativo 
de «histórico», cuando, por el contrario, 
nuestro propósito es que resulte, aparte de 
primordialmente jurídico, con carácter pro-
yectivo y aún de inmediata aplicación en 
estos momentos en que se ,está gestando 
una profunda reforma del Concordato hasta 
ahora vigente. Mas esta ambiciosa intención 
queda reservada para un segundo momento, 
una vez que concluyamos la totalidad de 
nuestra investigación, ya en trance de po-
nerse término. 
La dificultad se acentúa en la medida 
en que nos encontramos frente a institucio-
nes y problemas en los que el elemento hu-
mano y divino, lo temporal y espiritual, se 
mantienen entrañablemente unidos. A esto 
habrá que sumar los profundos cambios 
que han influido notablemente en la doctri-
na jurídica y en los propios ordenamientos, 
canónico, civil y eclesiástico. 
En cuanto a la bibliografía que ofrece-
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mos, nos atrevemos a afirmar que respecto 
al recuso de fuerza constituye el elenco más 
satisfactorio -especialmente en lo que a 
autores españoles se refiere- que, sobre el 
tema, hayamos podido comprobar. A medi-
da que se adentre el lector en nuestro traba-
jo, observará una bibliografía que podría-
mos calificar de fundamental, y sobre la 
que se apoya nuestra investigación. Otra, 
que llamaríamos secundaria, y que sirve en 
cuanto aclara o completa algún aspecto im-
portante del tema, u ofrece algún plantea-
miento original del mismo, o bien desarrolla 
alguna faceta digna de ser tenida en cuen-
ta. Por último ofrecemos una bibliografía 
que podríamos denominar eventual, con 
carácter de dato erudito. 
El criterio para su posible clasificación 
es sencillo, casi automático; viene dado, sin 
más, por la frecuencia con que aparecen 
sus citas y, en algún caso concreto, por la 
profundidad y categoría de ellas. Ni que 
decir tiene, que dadas las pretensiones de 
la exposición histórica previa, se utiliza una 
bibliografía, al respecto, conforme con su 
naturaleza expositiva, de mera puesta en 
situación y explicativa de los fenómenos 
posteriores. 
Al profundizar en nuestro empeño nos 
hemos ido reafirmando en lo que para no-
sotros fue un presupuesto: que en lo que 
al recurso de fuerza en conocer se refiere es-
tá todo dicho, pero que está por hacer lo 
qu~ necesaria y formalmente debe hacerse: 
derogado. En segundo lugar, que hay que 
crear un sistema amistoso, pero jurídico a 
la vez, que haga posible la justa solución de 
las diferencias, fricciones y conflictos que 
inevitablemente se presentarán entre am-
bas jurisdicciones. El que nos parece prefe-
rible es el que nos anticipamos aquí a pro-
poner: una Comisión arbitral de calificación 
jurídica. 
EL RECURSO DE FUERZA EN ESPAÑA 
CAPÍTULO I 
FENOMENOS HISTORICOS DE 
TENSIONES Y CONFLICTOS 
JURISDICCIONALES 
l. PLANTEAMIENTO. 
Creemos que no se pueden dar a cono-
cer bien los recursos de fuerza si no hace-
mos un breve y funcional resumen del mar-
co jurídico-teológico-político en que se ha 
venido desarrollando esta institución den-
tro de las relaciones Iglesia-Estado. De aquí 
que nos decidamos a establecer unos jalo-
nes relevantes en la historia de las relacio-
nes entre ambas sociedades, incluso con re-
ferencia al momento presente, y siempre 
con miras a facilitar, en lo posible, el equi-
brio y armonía necesarios entre ellas, tan-
tas veces sinceramente deseados y tan rara-
mente conseguidos. De otra parte, no pre-
tendemos ofrecer en este capítulo una inves-
tigación histórica pormenorizada y exhaus-
tiva. Se trata simplemente de una exposi-
ción asistemática -con cierto orden- y ex-
ponencial, que refleje el cuadro evolutivo de 
las relaciones entre las jurisdicciones ecle-
siástica y civil. Estas relaciones terminan 
cristalizando en la imposición efectiva del 
poder político sobre el religioso a través de 
los recursos de fuerza. 
1. Rom. XIII, 1. 
2. Luc. XX, 25. Una sucinta y clara exposición 
al respecto hallamos en CASCIARO, J. M., Jesucristo y 
la sociedad política (lección inaugural del curso 
1972-73 en la Universidad de Navarra, Ediciones Pa-
labra, Madrid 1973, págs. 83 ss.) cuando se refiere 
al giro copernicano que Jesús da a la concepción 
teocrática del Estado en la respuesta a la cuestión 
que le plantearon los fariseos y herodianos en el pa-
saje evangélico citado sobre la licitud del tributo al 
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Resulta evidente que las relaciones entre 
el poder espiritual y el temporal -y más 
concretamente entre la Iglesia católica y el 
Estado- han constituído uno de los aspec-
tos más importantes de la historia de nues-
tra Patria en todos los tiempos, y que dieron 
origen a una serie de situaciones e institu-
ciones jurídicas, de duración distinta y na-
turaleza compleja, como derivadas del no 
menos complejo vínculo que mantiene en es-
trecha ligazón, dichas potestades. 
Ya apuntábamos que esta doble potestad 
-eclesiástica y civil- a que se halla someti-
da la sociedad, no es una invención humana 
más o menos feliz y caprichosa, sino una 
concreción de la voluntad divina: «Non est 
potestas nisi a Deo, quae autem sunt, a Deo 
ordinatae sun!» 1, palabras de San Pablo re-
feridas al origen divino de la autoridad. El 
propio Mesías, en cierta ocasión en que sus 
contradictores intentaban ponerle asechan-
zas creándole dificultades en sus relaciones 
con el poder civil, dijo: «Reddite ergo quae 
sunt Caesaris, Caesari: et quae sunt Dei, 
Deo» 2. Con tan lacónica respuesta dejó es-
tablecida la distinción de las dos potestades 
y planteado el trascedente y delicado proble-
ma de encontrar en cada caso la frontera 
exacta entre ambas, empresa no fácil, al de-
cir de Pascal: «La justicia y la verdad son 
dos puntos tan sutiles que nuestros instru-
mentos resultan demasiado toscos para al-
César. Para los judíos palestinianos reino de Dios y 
Estado se confunden en el plano del ideal mesiáni-
co; su reyes el Ungido de Dios, lugarteniente de 
éste en la tierra. En cambio Jesús establece dos es-
feras de competencia y un límite entre ellas. Con 
esa respuesta desaparece la antinomia Dios-César, 
poder espiritual-temporal, Iglesia-sociedad civil, pero 
no deben confundirse, ni absorber la una a la otra, 
sino más bien deben procurar actuar armónicamente. 
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canzarlas con exactitud» 3. No obstante, nada 
nos dispensa de intentar -a pesar de sus 
dificultades- conseguir la máxima aproxi-
mación. 
En cuanto al poder espiritual, como esta-
blecido por Dios, bastaría con aportar el 
pasaje de los Hechos de los Apóstoles, XX, 
28, en el que, refiriéndose a los obispos, di-
ce que «fueron puestos por el Espíritu San-
to para regir la Iglesia de Dios». 
Varias consecuencias se deducen clara-
mente del establecimiento de las dos potes-
tades. La primera, la necesidad de respeto 
y consideración entre ambas, «sana coope-
ración», nos dice la Constitución Gaudium 
et spes, del Concilio Vaticano II, en su nú-
mero 76. Ell segundo lugar que, dada la su-
tileza de la frontera que las separa -más 
aún, su interación y sus enclaves- es natu-
ral que se originen atropellos e invasiones 
de competencias. Finalmente, la necesidad 
de arbitrar un sistema jurídico que permita 
restablecer el equilibrio entre las respecti-
vas competencias soberanas, tantas veces 
cuantas éste haya sido roto. 
La Iglesia, desde el punto de vista jurí-
dico, está constituída por la Jerarquía y por 
todos los católicos sujetos a sus leyes, so-
metidos a la cabeza, Pedro; pero por otro 
lado, todos ellos, con el título común de fie-
les, se hallan diseminados por toda la faz de 
la tierra, integrados en naciolles, bajo los 
sistemas políticos más dispares, indepen-
dientes unos de otros, con sus propias le-
yes, a las que, como ciudadanos, se deben 
someter. Y resulta que, en cada nación, con-
curren las dos sociedades perfectas - Igle-
sia y Estado-, que siendo soberanas en su 
3. PASCAL, B., Pensamiento8, n.o 104. Ed. Agui-
lar, 2.' Ed., Madrid, 19630 
4. Coneo Vatie. II, Consto Gaudium et 8pe8, noO 760 
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línea, independientes y autónomas, «están al 
servicio de la vocación personal y social 
del hombre» 4. 
En cuanto a las relaciones entre la Igle-
sia y el Estado es doctrina clásica la que, 
apoyándose en textos de la Escritura -«por 
eso ahora, aunque los miembros sean mu-
chos, el cuerpo es uno»- 5, establece la ana-
logía con la relación de la carne y del espí-
ritu, que, formando un todo, no es óbice pa-
ra la diversidad de funciones. Como conse-
cuencia necesaria e inmediata de esta íntima 
unión y distinción, surge una tensión y el 
correspondiente derecho a resistir cualquier 
exceso de una potestad en perjuicio de la 
otra. Otro asunto será el cómo deba ser ejer-
cido ese derecho. 
Establecido el origen divino de la auto-
ridad civil, los príncipes de los apóstoles re-
comiendan a los cristianos la sumisión que 
deben a las autoridades constituídas. Por 
un lado escribe San Pedro: «Por amor del 
Señor, estad sujetos a toda institución hu-
mana; ya al emperador, como soberano; 
ya a los gobernadores como delegados suyos 
para castigo de los malhechores y elogio de 
los buenos. Tal es la voluntad de Dios, que, 
obrando el bien, amordacemos la ignorancia 
de los hombres insensatos; como libres y 
no como quien tiene la libertad cual cober-
tura de la maldad, sino como siervos de Dios. 
Honrad a todos, amad la fraternidad, temed 
a Dios y honrad al emperador» 6. Por otro, 
San Pablo illdica: «recuérdales que vivan 
sumisos a los príncipes y a las autoridades; 
que las obedezcan» 7. En ambos casos esta 
doctrina significa un reconocimiento implí-
cito de la dualidad de poderes, de sobera-
5. ICor., XII, 20. 
6. I Pet., II, 13-17. 
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nías, en contraste con la unicidad que se ve-
nía dando hasta entonces. También recono-
ce San Pablo dualidad de jurisdicciones 
cuando escribe a los corintios: «¿Cómo es 
posible que haya uno siquiera entre voso-
tros que teniendo alguna diferenCia con su 
hermano, se atreva a llamarlo a juicio ante 
los jueces inicuos y no delante de los san-
tos? ¿No sabéis que los santos han de juz-
gar a este mundo? Pues si el mundo ha de 
ser juzgado por vosotros ¿no seréis dignos 
de juzgar de estas menudencias? ( .. . ). Si tu-
viérais pleitos sobre negocios de este mundo 
tomad por jueces antes que a los infieles, a 
los más íntimos de la Iglesia. Dígolo para 
confusión vuestra. ¿ Es posible que no haya 
entre vosotros algún hombre inteligente que 
pueda ser juez entre los hermanos?» 8. Si-
multáneamente San Pablo -y lo mismo pue-
de decirse de los demás Apóstoles- ejercía 
dicho poder como recibido de Cristo. Ante 
esa situación de hecho, la existencia de tri-
bunales eclesiásticos propios, tanto civiles 
como penales, Constantino les otorgó el res-
paldo legal, mediante una constitución pro-
mulgada el 23 de junio del año 318. La ins-
titución de la Iglesia trajo pues consigo, 
una clara distinción de soberanías. 
Pero esta dualidad de gobierno, legislati-
va y judicial, inmersa en la corriente de la 
historia y sometida a intereses variados e 
incluso a influencia de ambiciones y pasio-
nes, por parte de quienes detentaron su ti-
tularidad, ha experimentado múltiples y aún 
8. ICor., VI, 1-5. La aparición de este fuero es-
pecial para los cristianos tuvo su origen en el esta-
do de persecución por el que atravesó la Iglesia du-
rante los tres primeros siglos. Por este motivo se 
prohibió que se llevasen a los jueces civiles no so-
lamente las causas de los clérigos sino también las 
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encontrados vaivenes, cuya síntesis, apreta-
da, intentaremos dar a continuación. 
11. CONFUSIONES DE JURISDICCIÓN. 
Resulta perfectamente explicable que se 
diese confusión de competencia e intromi-
sión de la jurisdicción civil en la religiosa, 
en aquellos primeros siglos en que se acaba-
ba de salir de la influencia del paganismo. 
Durante aquel tiempo, la potestad civil asu-
mió el conocimiento y dirección, tanto de 
las cosas divinas como humanas, de lo sagra-
do como de lo profano, del arreglo del culto 
como de los negocios temporales. Aún ani-
madas de la mejor voluntad las potestades 
civil y eclesiástica, no iba a resultar empre-
sa fácil, de cara al futuro, la delimitación 
de jurisdicciones. 
A grandes rasgos podemos decir que la 
normatividad eclesiástica de los tres prime-
ros siglos, nace y se desarrolla, paralelamen-
te, con independencia de la procedente del 
campo civil. Sigue después un largo, vario y 
azaroso período, que podemos hacer llegar, 
grosso modo, hasta el siglo XVI -Reforma, 
Concilio de Trento-, durante el cual, entre 
ambas jurisdicciones, en muchas ocasiones, 
se da el doble fenómeno de confusión de ór-
denes y recíproca permeabilidad; así, legisla 
el poder civil y surte efecto en el ámbito 
eclesiástico -Justiniano desciende al legis-
lar sobre materias religiosas a lo más ni-
mio, hasta el punto de que su producción 
en este campo, ocupa la quinta parte de su 
de los laicos. Constituía para los cristianos un ver-
dadero peligro de delación y apostasia, asi como 
ocasión de escándalo para los paganos, dados los 
ritos supersticiosos a los que debían someterse: Cfr. 
OTTAVIANI, A., Institutiones iuris publici ecclesiastici 
(Roma. Polyglotis Vaticanis, 1935), 1, n.O 161, 1. 
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extensa obra legislativa- 9, o se promulga 
el dogma de Nicea, sobre la divinidad de Je-
sucristo, como ley del Imperio 10. 
La legislación eclesiástica hace suyas dis-
posiciones procedentes del campo civil acer-
ca de materias sobre las que no tenía esta-
blecidas leyes, especialmente de los códigos 
de Teodosio y Justiniano. Por su parte, las 
colecciones civiles tomaron mucho de las 
eclesiásticas y, de una forma especialísima, 
en 10 que se refiere al matrimonio y mate-
rias mixtas. Resulta frecuente el reenvío de 
una legislación a otra. 
A pesar de que las raíces de la legislación 
civil eran antiguas y profundas, el cristianis-
mo influye sobre ella cristianizándola, y, 
desde el punto de vista judicial, en lo refe-
rente a competencia de los tribunales, Cons-
tantino llegó a otorgar a los Obispos, en dos 
constituciones, una jurisdicción concurren-
te con los tribunales civiles, y no sólo sobre 
causas matrimoniales o espirituales, sino 
para cualquier clase de causas. Sus decisio-
nes eran inapelables. Esta concesión no fue 
conveniente ni duradera. El propio San 
Agustín se lamentó por el agobio que, el 
ejercicio de la función judicial, ocasionaba 
a su oficio de pastor, y los emperadores si-
guientes a Constantino -Arcadio en 398, 
Honorio en 408, y Valentiano II en 452-
fueron reduciendo esta competencia 11. No 
obstante se mantuvo en favor de los obispos 
el derecho a resolver asuntos civiles, como 
árbitros -jurisdicción arbitral- o jueces, 
9. Sobre la obra legislativa de este emperador, 
y su actitud en las relaciones con la Iglesia, puede 
consultarse el trabajo de BIONDI, B., Giustiniano pri-
mo principe e legislatore cattolico, Milano, 1936. 
10. Cfr. WOUTERS, H., Historiae eccles:iasticae, 
Compendium, Neapoli, Tom. 1, Ep. 111 pág. 86. 
11. Precisamente con el objeto de reducir la 
competencia de la jurisdicción episcopal promulgó 
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cuando, como tales, eran escogidos por las 
partes litigantes. El negocio era sustraído 
del juez ordinario y se dejaba a la decisión 
del árbitro -amigable componedor- u 
obispo, actuando como juez. Decidían los 
asuntos y contiendas sumáriamente, sin es-
trépito ni figura de juicio, hasta que esta 
función de árbitros fue evoluCionando hacia 
una jurisdicción ordinaria. Estos pueden 
considerarse los antecedentes de la institu-
ción denominada «episcopalis audientia» 
que consistía en esencia en que las partes en 
litigio, aún estando incoado el juicio ante 
un tribunal secular, podían llevar sus cau-
sas al tribunal eclesiástico episcopal. 
Vemos pues, cómo la Iglesia, bien por 
razones de tutela del Estado, de suplencia, 
por contraprestación, o por prestigio de que 
gozaba en épocas de decadencia general-no 
faltaron tampoco en ella períodos de escasa 
autenticidad que la desprestigiaron-, vino 
ejerciendo funciones administrativas, legis-
lativas y judiciales, incluso en el ámbito ci-
vil. Así también, en la época de Justiniano 
(527-565), la vemos intervenir, por derecho, 
en el nombramiento de funcionarios, por 
ejemplo, jueces provinciales, los cuales de-
bían ser elegidos por las autordiades pro-
vinciales junto con el obispo, y en presencia 
de éste, tenían que prestar juramento al to-
mar posesión de su cargo 12. El obispo debía 
indicar al Emperador, los candidatos que 
consideraba idóneos para ser nombrados 
presidentes de las provincias 13, a la vez que 
Valentiniano III, en 452, una ley: vid. GARCÍA GA-
LW, A., Textos jurídicos antiguos, Madrid, 1953, págs. 
198-199. 
12. Constitución VIII, cap. XIV, GARCÍA DEL Co-
RRAL, l., Cuerpo d.e Derecho Civil Romano, vol. VI, 
pág. 59, Barcelona 1889. 
13. Novela CXLIX, cap. 1, GARCÍA DEL CORRAL, 
1., Cuerpo ... , op. cit., vol. VI, pág. 504. 
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gozaba de un amplio campo de poderes en la 
administración de justicia y régimen peni-
tenciario. No solamente tuvieron la facultad 
de juzgar sobre asuntos de esta naturaleza, 
incluidos los civiles, sino que la administra-
ción de la justicia, aunque fuera realizada 
por los funcionarios estatales, quedaba, sin 
embargo, bajo su control 14. En este sentido, 
elevaban quejas al Emperador, comunican-
do las irregularidades de los jueces, como 
el negarse a castigar a los funcionarios que 
habían incurrido en delito 15, o a los que im-
pidieran hacer testamento, celebrar nupcias, 
etc. 16. También correspondió a los obispos, 
la vigilancia del sistema penitenciario, visi-
tando a los encarcelados una vez por sema-
na, para cerciorarse personalmente de que 
estaban bien atendidos, e inquirir, cada cua-
tro o seis días, sobre la causa por la que 
fueron detenidos 17, así como disfrutaron de 
intervención, en el gobierno y administra-
14. En el caso concreto de España, puede servir 
de ejemplo, la ley dictada el año 654 por RECESVINTO, 
sobre el poder dado a los obispos para fiscalizar a 
los jueces que juzgan mal, y que fue recogida en el 
Fuero Juzgo. Cfr. Fuero Juzgo, cotejado por la Real 
Academia Española, lbarra, Impresor de Cámara de 
S. M., Madrid, 1815, Lib. n, Tít. l, Ley XXVIII: 
«Porque la piedad de nuestro remedio debe acudir 
de muchas maneras a la penuria de los miserables, 
por ello de cualquiera de los pobres que constase 
que tiene p'leito, unido el obispo con varios varones 
honestos, procure examinar y terminar entre ellos el 
negocio, de manera que, si fuese despreciado por el 
conde o no quisiese aceptarle, el sacerdote examine 
la verdad y tenga potestad para sujetar al mismo 
conde a 10 dispuesto por esta ley, y dictar sentencia 
justa sobre la cosa, pidiendo a ' las partes que con-
signen la composición de la cosa de que se trata. 
Pero si el conde estuviese lleno de desprecio por el 
juicio del Obispo, sea obligado a dar él solo al obispo 
por su desprecio, tanto como constare que vale la 
quinta parte de aquella cosa, cuya acción se ve mo- , 
vida. Y si el obispo, cometiendo fraude junto con el 
conde, hubiese imaginado dilatar este asunto de los 
pobres, este obispo sea obligado a pagar al quere-
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ción de las ciudades 18. Incluso no dejaron 
de ejercer poderes sobre administración de 
obras y servicios públicos 19; se les recono-
cieron facultades para intervenir en algunos 
negocios jurídicos sobre dote, régimen tute-
lar y de curatela 20, en ciertas permutas de 
bienes, enfiteusis, etc. 21. Con especial insis-
tencia se encomienda a los obispos, en la le-
gislación justinianea, la tutela en la ortodo-
xia católica 22 -factor decisivo para gozar 
de numerosos derechos o privilegios tempo-
rales- de la moralidad y buenas costum-
bres, defensa de los débiles, ejercicio del 
derecho de asilo 23, y, por supuesto, se les re-
conocieron amplios poderes sobre todo lo re-
ferente al cumplimiento de las causas 
pías 24. Respecto a la amplia gama de posibi-
lidades de intervención del obispo en nego-
cios civiles, con mayor extensión, puede con-
sultarse un estudio realizado por Martín 
Sánchez 25 • 
lIante la misma quinta parte; manteniéndose no obs-
tante, el negocio de los pobres mientras la sentencia 
encuentra la verdad. Y el conde o juez que no quisiese 
oir esto, sufra la venganza de la ley, que se encon-
trase equitativa en el juicio». 
15. Novela LXXXVI, cap. IX, ibid., pág. 308. 
16. Novela CXXXIV, cap. lII, ibid., pág. 472. 
17. Código, Lib. l., Tít. IV, n. 23. GARCíA DEL 
CORRAL, I., Cuerpo del Derecho Civil Romano, vol. IV, 
pág. 98, Barcelona, 1898. 
18. Novela XVII, cap. XVI, ibid., pág. 93. 
19. Código, ibid., Lib. l, Tít. IV, n. 26, 4. 
20. lbid. Lib. l, Tit. IV, n. 30. 
21. lbid. Lib. l, Tit. IV, n. 32. 
22. Código, !bid. Lib. l, Tít. V, n. 17, 1. 
23. lbid. Lib. I, Tít. XII, n. 7. 
24. Sobre este tema, MURGA, J. L., DonacioM8 
y testamentos «in bonum animae» en el Derecho ro-
mano tardío, Universidad de Navarra, Pamplona, 
1968, págs. 388 ss. 
25. MARTÍN SÁNCHEZ, l., Funciones civiles de 108 
obispos, en «Revista de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Madrid», Vol. XIV, nn. 38 y 30, págs. 
333 ss. 
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No hay duda de que el ejercICIO, por 
parte de los obispos, de este conjunto de fa-
cultades judiciales y administrativas, dele-
gadas por la autoridad civil 26, suponía una 
fuente de fricciones y conflictos de jurisdic-
ción y competencia respecto a los jueces 
ordinarios. Pues bien, Justiniano se reservó 
la potestad de decidir en los conflictos de 
esta naturaleza que pudieran presentarse: 
«Ad nos negotium, tam ab episcopo, quam a 
iudice referatur, ut nos hoc cognoscentes, 
quae nobis videntur, jubeamus» 27. 
En lo que se refiere a nuestra Patria, des-
de los primeros tiempos de la invasión visi-
gótica, por las especiales circunstancias que 
concurrían, los obispos, de pastores o árbi-
tros en las discordias entre los fieles, aca-
baron convirtiéndose en casi los únicos jue-
ces; influyeron en ello, la separación entre 
vencedores y vencidos y el horror a la cruel-
dad de los jueces vencedores, herejes, ade-
más de conquistadores, lo cual llevaba a los 
fieles a protegerse bajo la jurisdicción epis-
copal. Por estos cauces recayó sobre obispos 
y presbíteros, el conocimiento de las cau-
sas civiles, aunque se inhibieran de las cri-
minales. No imponían penas temporales, 
sino meramente penitencias o censuras por 
26. VIVES, J., Ooncilios visigóticos e hispano-ro-
manos (Barcelona-Madrid, 1963), pág. 203. «Muchas 
veces los príncipes encargan sus negocios a los 
sacerdotes en contra de algunos, reos de majestad; y 
como que los sacerdotes han sido elegidos por Dios 
para el ministerio de la salud, consentirán tan sola-
mente que los reyes los hagan jueces cuando se les 
prometa con juramento la indulgencia del suplicio; 
pero no cuando se prepare sentencia capital. Y si 
algún sacerdote, en contra de este común decreto, se 
entremetiere a discutir en peligros ajenos, sea reo 
ante Cristo de efusión de sangre, y ante la Iglesia 
pierda su propio grado». 
27. Novela CXXIII, Cap. XXI, n. 1, GARCÍA DEL 
CORRAL, l., op. cit., vol. VI, pág. 430. 
28. Cfr. Conc. Tarrac.; Sacrorum Oonciliorum ... , 
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mayor o menor espacio de tiempo, según la 
gravedad de la culpa. El ejercicio de esta 
jurisdicción les absorbía más tiempo del 
conveniente, en detrimento de su ministerio 
pastoral, e incluso a veces, urgidos por la 
acumulación de causas o por la importan-
cia de algunos procesos, llegó a hacerse or-
dinario litigar en domingos y fiestas, por lo 
que el Concilio de Tarragona tuvo que salir 
al paso de estos abusos, prescribiendo los 
días de las actuaciones y prohibiendo que 
los jueces eclesiásticos actuasen en domin-
go 28. 
Esta situación se prolonga durante toda 
la época visigótica, cuyas leyes son estable-
cidas bajo fuerte influjo de la Iglesia, hasta 
el punto de que muchas veces la producción 
del derecho secular tiene lugar también en 
los Concilios -de Toledo 29, por ejemplo-
y muchos cánones de éstos, llegan a ser reci-
bidos como leyes civiles. El poder real com-
bina la acción de la jurisdicción secular y 
la eclesiástica y ésta, a veces, llega a suplir 
a la estatal. Esto acontece debido a que el 
poder real -en determinadas épocas- se 
considera incapaz de mantener el orden y la 
justicia, y al no sentirse suficientemente 
fuerte, renuncia a la pretensión de ejercer el 
MANSI, Graz, 1960, Vol. VIII, c. IV, col. 541: «Ut 
nullus episcoporum, aut presbyterorum, vel clerico-
rum die dominico propositum cujuscumque causae 
Degotium audeat judicare; nisi ut hoc tantum, ut Deo 
statuta so lemnia peragant. Ceteris vero diebus con-
venientibus personis, illa qua e justa sunt habeant 
licentiam judicandi, exceptis criminalibus negotiis». 
29. Los Concilios nacionales toledanos son una 
de las instituciones más representativas para apreciar 
el influjo del derecho de la Iglesia en España. Son 
considerados, por unos, como asambleas civiles que 
darán origen a las Cortes, y, por otros, como exclu-
sivamente eclesiásticos. Cfr. PÉREZ MIER, L., Iglesia 
y Estado nuevo, Ediciones Fax. Madrid. 1940, págs. 
72-75. 
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monopolio del poder, aceptando la concu-
rrencia de otros poderes -señorial o ecle-
siástico- para mantenerlo. 
No obstante encontrarnos en una época 
de jurisdicción concurrente, expansiva y 
progresiva por parte de la eclesiástica fren-
te a la civil, la propia Iglesia quiere dejar 
bien delimitada, de alguna manera, su exclu-
siva competencia respecto a personas inves-
tidas de condición clerical. En tal sentido se 
observa que legisla el Concilio III de To-
ledo 30 cuando establece: «Vt clerici qui 
saeculares judices appetunt excommuni-
centur», y continúa lamentándose, de que 
la indisciplina y la licencia, hayan abierto la 
puerta a atrevimientos ilícitos, hasta el pun-
to de que algunos clérigos, «abandonando a 
su Pontífice» acuden a los juicios públicos 
contra otros clérigos, por lo que se les con-
mina a desistir en esta conducta, bajo ame-
naza de pérdida de la causa y excomunión. 
Como hemos podido observar, es una 
constante, el que en aquellos siglos más re-
motos de la Iglesia, no se llegaron a cono-
cer la clase de apelaciones que, por vía de 
abuso, se fueron perfilando en las legisla-
ciones seculares desde finales del siglo XIV, 
para alcanzar su auge, en la legislación espe-
cífica del legalismo borbónico, en el siglo 
XVIII. Se trataba más bien, en esos primeros 
siglos, de recursos de obispos -incluso 
30. Cfr. VIVES J., Concilios visig6ticos e hispano-
romanos (Barcelona-Madrid, 1963). 
31. LEO MAX, Epist. ad Leonem Augustum: «De-
bes incunctanter advertere, Regiam potestatem, non 
solum ad mundi regimen, sed ve! maxime ad Ec-
clesiam praesidium, esse collocatam, ut ausus nefa-
rios reprimendo, et quae bene statuta sunt defendas, 
et veram pacem hisquae sunt turbata restituas re-
pellendo scilicet perversores juris alieni, et antiquae 
fidei sedem Alexandrinam reformando, ut correctio-
nibus tuis Dei iracundia mitigata, regiae civitati, 
quae antea admissa sunt remittat non retribuat. 
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Papas- al Emperador, consecuencia de la 
efervescencia propia de una época, en que 
las competencias de ambas potestades, esta-
ban lejos de ser claramente delimitadas. 
Dichos recursos, por su naturaleza, po-
dríamos genéricamente denominarlos como 
causas sobre la fe. No sería difícil ofrecer 
una larga relación de ellos, pero la reducire-
mos en aras de la brevedad. Ya San Atana-
sio (t373), y otros defensores de la fe cató-
lica en los tiempos primeros, recurrieron a 
los emperadores contra la injusticia de que 
se sentían víctimas por parte de los obispos 
arrianos. El Papa León el Grande 31, que go-
bernó la Iglesia desde 440 al 461, recurrió en 
nombre de todos los sacerdotes del mundo 
a la Real Potestad -al Emperador León 
Augusto-, a la que consideraba no sólo or-
denada para el gobierno de sus propios rei-
nos, sino instituida por excelencia para pro-
tección y defensa de la Iglesia. Esta epístola, 
a la que se atribuye la concesión al Empera-
dor de la condición de supremo custodio de 
los cánones de la Iglesia, junto con otros do-
cumentos de Padres de la Iglesia que se ex-
presaban en términos semejantes, suelen ser 
la base en que se apoyarán, siglos más tar-
de, los regalistas, tanto extranjeros -De 
Marca, Van Espen, Febronio, etc.,- como al-
gunos famosos canonistas españoles, entre 
otros, Diego de Covarrubias 32. Los papas re-
Constitue ante oculos cordis tui venerabilis Impera-
tor, omnes qui pertotum orbem sunt domini sacerdo-
tes, pro ea fide in qua totius mundi, est redemptio, 
tibi supplicantes». S. LEO MAGNUS, Opera omnia, en 
«Patrologiae, cursus Completus», Acurante, J. P., 
MIGNE, Garnier Fratres, Editores, Parisiis, 1881, PL. 
54, Epist. CLVI, cap. 111, pág. 1130. 
32. DE MARCA, P., De concordia sacerdotii et 
imperii, t. 11, Neapoli 1771, L. IV, c. 1, n. 1, pág. 168; 
VAN ESPEN, Z. B., Tractatu8 de recursu ad Principem, 
«Opera Omnia», t. IX, Venetiis, 1789, cap. 1, § IV, 
pág. 510; FEBRONIUS, J., De statu Ecclesiae et legiti-
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conocieron, hasta el tiempo de Carlomagno, 
la soberanía temporal de los Príncipes de la 
tierra. En el año 495, el Papa Gelasio 1 33, 
formuló la concepción dualista del poder, 
político y espiritual, y reivindicó el de la 
Iglesia respecto al político, en materia espi-
ritual. Las dos autoridades son distintas, 
porque mientras la primera mira a la vida 
eterna, la otra apunta a un fin temporal; no 
obstante, ambas están sujetas a la única y 
verdadera Cabeza. La formulación gelasiana 
tiene importancia, no tanto por la originali-
dad de los principios mantenidos -pues 10 
venían siendo desde tiempo atrás-, como 
por ser proclamados con claridad y sistema 
al precisar la posición recíproca de la Igle-
sia y el Imperio, hasta el punto de dejar es-
tablecidos unos principios, tan definidos, 
que a los canonistas posteriores les resultará 
fácil ordenarlos en forma de cánones y leyes. 
A pesar de la claridad con que se estable-
ce que los dos poderes se apoyan en Dios, 
siendo los obispos por una parte súbditos 
de los emperadores en los asuntos tempora-
les, y al contrario en lo que se refiere a los 
asuntos espirituales, esta tesis ha dado lu-
gar a multitud de problemas, no sólo en el 
ámbito judicial, sino al intentarse repetidas 
veces a lo largo de la historia, reducir la po-
testad espiritual del Papa, al ámbito cultu-
ral y sacramental exdusivamente. 
Así, tres siglos después, la misma Igle-
sia, para poder mantener el principio del 
ma potestate Romani Pontificis liber singularis, ed. 
II, Bullioni, 1765, c. 9 § 10, n. 3. pág. 769; COVARRU-
BIAS, D., Practicarum Quaestionum líber Unus cap. 
XXXV, n. 3, in «Opera Omnia», t. II, Venetiis, 1581, 
págs. 525 ss. 
33. Epístola ad Im1!.eratorem Anastasium, en 
MIGNE, PL. 59, col. 42: «Duo sunt quibus hic mundus 
principaliter regitur, auctoritas sacra Pontificum, 
et regalis potestas ( . .. ) Nostri enim fili clementissi-
me, quod licet, praesideas humano generi dignitati, 
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dualismo, ha de sostener dura lucha con 
Carlomagno, quien como «advocatus Eccle-
siae» pretendió inmiscuirse en su organiza-
ción y someterla a la autoridad civil, de don-
de resultó una participación directa de éste 
en el nombramiento de obispos y titulares 
de beneficios, en la convocatoria de conci-
lios e incluso en la confirmación del Pontífi-
ce 34. También es cierto que asoció a los 
obispos al poder temporal, colocando el 
«episcopatus» al mismo nivel que el «comi-
tatus», y concediendo al obispo, amplias atri-
buciones en la <<Íudiciaria potestas» 35, in-
cluso fuera de su propio territorio. 
Otro momento cumbre del conflicto tuvo 
lugar con la constitución del Sacro-Romano-
Imperio, ante el cual la Iglesia no se encon-
traba hasta ahora frente a Estados particu-
lares -longobardo, franco, visigodo, etc.-
sino frente a un ente supranacional con las 
implicaciones que ello suponía. La lucha, 
iniciada desde los Papas Esteban IX, Nico-
lás n y Alejandro n, fue continuada por 
Gregorio VII, para quien la Iglesia aparecía 
como el ordenamiento terreno de la sociedad 
cristiana. En la misma línea, con Inocencio 
III (1198-1216), la Iglesia proclama su su-
premacía incluso «in temporalibus», inter-
viniendo en la controversia entre Felipe de 
Suecia y Otón de Brunswick. 
Pero lo que a nosotros nos interesa de 
manera especial, es rastrear, en nuestra Pa-
tria, los antecedentes y orígenes de lo que 
rerum tamen praesulibus dicinorum devotus colla 
submittis ( ... ) quantum ad ordinem disciplinae 
publicae cognoscentes imperium tibi collatum, legibus 
tui s ipsi quoque parent Religionis antistites». 
34. Cfr. CASTELLA, G., Historia de los Papas, 
Espasa Calpe, S. A., Madrid, 1970, Vol. J, cap. X, 
pág. 108. 
35. Cfr. AMAN E . Y DUMAS, A ., L'Eglise au 
pouvoir des la~ques, en FLICHE-MARTIN, Histoire de 
l'Eglise, vol. VII, págs. 222 y ss. 
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siglos después se denominaría, con expre-
sivo tecnicismo jurídico, recurso de fuerza. 
Por esto insistiremos en todo aquello que, 
tratándose de actividad judicial de los obis-
pos en cuestiones predominantemente secu-
lares, pudiera haber dado base para una si-
tuación, jurídica, o de hecho, conflictiva. 
III. Los PRIMEROS BROTES REGALISTAS EN 
ESPAÑA. 
El mayor número de enfrentamientos 
entre la jurisdicción civil y la eclesiástica, 
surgen a partir de la época de formación del 
Estado moderno. Conforme éste iba adqui-
riendo madurez y constatando que sus pode-
res· no eran delegación de la autoridad reli-
giosa, comenzó a reclamar sus derechos, los 
cuales, en verdad, no fueron fácilmente cedi-
dos por la jerarquía eclesiástica. 
Observaremos frecuentes trasvases de 
poder, administrativo, legislativo o judicial 
-este último es el que nos viene interesan-
do- en lo que no cuenta sólo, ni en mayor 
grado, la imposición, por código alguno, del 
imperativo de la ley, sino que juega un pa-
pel primordial el prestigio y la autoridad 
36. Esta concepción debió ser sin duda la que 
llevase a GARCÍA MORENTE, M., en su obra Ser y vida 
del caballero cristiano, a escribir: «El sentido pro-
fundo de la historia de España es la consustanciali-
dad de la Patria con la religión. Es decir que, para 
los españoles, no hay diferencia, no hay dualidad, 
entre Patria y Religión; servir a Dios es servir a 
España. Considerada bajo esta perspectiva la historia 
de España, el dualismo entre César y Dios no existe». 
Si aportamos la cita, que transcribimos a conti-
nuación, es exclusivamente para dar una idea más 
aproximada de lo profundamente entrelazados que se 
encontraban los ámbitos espiritual y temporal, ecle-
siástico y civil. Quiero referirme -a titulo anecdóti-
co pero ejemplificativo de lo que se afirma- a los 
pregoneros del púlpito. Era costumbre inmemorial, 
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moral del Estado o de la Iglesia. Cuando es 
deficitario de estos valores el Estado, la ba-
lanza se inclina en favor de la Iglesia a la 
que se recurre en busca de justicia, equidad, 
seguridad y protección. Cuando, por el con-
trario es la potestad espiritual la que anda 
desautorizada -período de Avignón, Rena-
cimiento, etc.-. la regia adquiere nuevo 
crédito. 
Este es el panorama que ofrece nuestra 
patria hacia el tiempo de los Reyes Católi-
cos; por un lado, la desconfianza que inspi-
raba la Curia romana por su reconocida y 
poco disimulada corrupción, en la que en-
traba en juego, aseglaramiento, ambición de 
riqueza, honores, etc.; por otro, la respon-
sabilidad que, como católicos, demostra-
ban los monarcas en mantener la pureza de 
la fe y las costumbres. Unicamente teniendo 
en cuenta este juego de valores se puede 
comprender la política religiosa de estos re-
yes y sus inmediatos sucesores. Nos encon-
tramos ante una concepción del Príncipe co-
mo «vindex et custos canonum», con un 
sentido profundamente religoso de su mi-
sión, hasta el punto de invocar, para su po-
der, un carácter mixto, civil y religioso 36. 
Cosa distinta será el aspecto que ofrezca el 
que en las Iglesias de Guipúzcoa fueran publicadas 
por los párrocos, además de las adve.rtencias de ca-
rácter pastoral, otras órdenes y avisos de buen go-
bierno provenientes del Corregidor o de los alcaldes 
ordinarios. Cuando en el último tercio del siglo XVI, 
la tradición iba siendo abandonada, las autoridades 
civiles recurrieron al Obispo de Pamplona para que 
pusiese remedio. Este, el 9 de diciembre de 1575, 
publicó una ordenanza en el siguiente tono: «En 
virtud de santa obediencia y so pena de excomunión, 
trina canonica monitione praemissa, os mandamos 
que cada uno y cualquie.r de vos en las iglesias de 
dicha provincia, hagáis publicar y publiquéis los 
mandatos del dicho señor Corregidor y de los al-
caldes»... Cfr. INSAUSTI, S., Competencias de jurís-
tUcci6n entre autoridades eclesiásticas y civiles en 
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regalismo borbónico o, pasado el tiempo, 
Jos gobiernos liberales, que pretenden el 
mismo intervencionismo en asuntos admi-
ristrativos, económicos, judiciales, etc., de 
la Iglesia, pero sin un contenido religioso, 
incluso a veces antirreligioso. 
Un asunto que no podría comprenderse 
sin esta explicación previa, sería la invoca-
ción, por parte de los Reyes Católicos, al De-
lecho de Patronato 37. Puede parecer un abu-
so y un atropello de derechos, pero su aspi-
ración no deja de tener fundamento. Si en 
aquel tiempo, un patrono o fundador, tenía 
derecho a proponer el titular de la Iglesia, 
no parecía procedente negar a los Reyes de 
España -que tantas iglesias habían funda-
do y tantos territorios conquistado y abierto 
a la fe- el mismo derecho. Fundamental-
mente en razón a esta convicción, y no como 
con excesiva simplificación se ha dicho 
más de una vez como exclusivo producto de 
apetencia de poder, nació esta forma de re-
galismo: conjunto de derechos y atribucio-
nes que ciertos reyes de España reclamaban 
en el orden eclesiástico. El rey se considera-
ba representante de Dios y responsable an-
te El en los asuntos civiles, admitiendo dis-
tintos grados de corresponsabilidad, espe-
cialmente en los asuntos religiosos que no 
pertenecían al dogma. 
Según este orden de cosas, cuando los 
Reyes Católicos conquistaron Canarias y 
Granada, reclamaron y obtuvieron de la San-
Guipúzcoa, en «Boletín de la Real Sociedad Vas-
congada de los amigos del País», 1966, 22, pág. 88. 
37. DOMÍNGUEZ ORTIZ, A., El Antiguo régimen: 
los Reyes Católicos y los Austrias, de «Historia de 
España», Alianza Editorial, Alfaguara, Madrid, 
1973, págs. 221 ss. 
38. Entre los sucesores del Cardenal Cisneros 
a la Sede de Toledo se cuentan Guillermo de Croy, 
nombrado en 1518 Primado de España, sin que 
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ta Sede un derecho de patronato, basándose 
en que eran tierras que habían conquistado 
para la fe con su esfuerzo. Con el mismo ar-
gumento, y contando con la complacencia 
de los Papas Alejandro VI y Julio 11, obtu-
vieron el Patronato de las Indias, en condi-
ciones tan amplias, como ningún otro sobe-
rano las había obtenido, pues salvo en ma-
teria de fe y costumbres, se puede decir que 
el verdadero jefe de las iglesias americanas 
era el rey de España. El percibía los diez-
mos, dotaba las iglesias, nombraba todos los 
obispos, vigilaba su conducta y exigía su 
presencia, para evitar que proliferase en 
aquellas tierras, el generalizado virus del 
absentism038, abuso tan frecuente en Euro-
pa. Una razón más para reclamar esta pre-
rrogativa tuvo carácter político, nacionalis-
ta, y fue el hecho de que el nombramiento 
del segundo obispo para la diócesis de Santo 
Domingo, recayera sobre un italiano. 
En este sentido creemos interesante estu-
diar -aunque brevemente y a título de 
ejemplo- el mismo fenómeno de desliza-
miento de competencias -pero ahora del 
campo civil al eclesiástico- en otras insti-
tuciones, y, concretamente, en los primeros 
tiempos de la Universidad. El dato puede 
resultar aleccionador. 
Las primeras universidades españolas 
en los siglos XIII y XIV eran reales, seculares 
y de carácter democrático; se desarrollaban 
a la sombra del monarca y de los concejos 39. 
nunca llegase a residir en la ciudad imperial. Lo 
mismo sucedió con el Archiduque Alberto de Aus-
tria, nieto de Carlos V. Cfr. MIGNE, Dictionnaire 
des Cardinaux, col. 781; DE LA FUENTE, V., Historia 
Eclesiástica de España, Barcelona 1855, Vol. lIT, 
pág. 215. 
39. JIMÉNEZ, A., Historia de la Universidad es-
pañola, Editorial Alianza, S. A., Madrid, 1971, 
pág. 43. 
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Por otro lado la educación era una carga 
muy costosa, y el poder secular no ponía 
obstáculo alguno, a que la Iglesia se hiciese 
cargo de ella, y así, el período de anarquía 
que sucedió a la fuerte centralización, y el 
desprestigio en que cayó la autoridad real, 
hicieron que la Universidad de Salamanca 
-una de las cuatro generales del orbe ca-
tólico, con París, Bolonia y Oxford-, se 
echara por completo en brazos de la Iglesia. 
Vemos por entonces, insinuarse y crecer, 
dentro de la Universidad, junto con la auto-
ridad del Rector, la del Maestrescuela de la 
Catedral, que, reducido primero a entender 
de la moralidad de los estudiantes y conferir 
grados como cancelario, adquirió jurisdic-
ción de juez ordinario, ,cuya importancia fue 
aumentando frente a la jurisdicción ordina-
ria de la corona. 
Los Reyes Católicos por Pragmática da-
da en Santa Fe, de 17 de mayo de 1492, so-
bre jurisdicción y conocimiento del Maes-
trescuela de la Universidad de Salamanca y 
uso de la conservatoria y privilegio del Es-
tudio, recogida como Ley lI, Tít. VI, Lib. 
VIn de la Novss. Recop., establecieron: 
. .. «Que por ser dicho Estudio tan 
antiguo e insigne, por esto, y porque los 
estudiantes y personal del dicho Estu-
dio más quietamente puedan entender y 
entiendan en su estudio, y por hacer 
merced a la dicha Universidad y perso-
40. Una anécdota popular entre los asistentes 
entonces a las clases de Salamanca, cuenta cómo 
siendo don Alonso Madrigal, llamado el Tostado y 
también stupor mundi, obispo de Avila y Maestres-
cuela de la Catedral, castigó al Corregidor de Sala-
manca. Había ·éste prendido a un estudiante, y en-
tendiendo el Maestrescuela que su jurisdicción ha-
bía sido invadida, le ordenó que le entregase al 
reo. Al no atender el Corregidor la orden, el Maes-
trescuela le puso en entredicho, imponiéndole la 
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nas della, aunque según derecho común 
y las leyes de estos Reinos las conser-
vatorias solamente se deben extender a 
las injurias y fuerzas notorias y mani-
fiestas; que el Maestrescuela o su lugar 
teniente puedan conocer y conozcan de 
todas las cosas tocantes a la dicha Uni-
versidad y a las personas de dicho Es-
tudio, aunque no sean injurias ni fuer-
zas notorias y manifiestas, en la forma 
que adelante se dirá». 
y en el Capítulo 1 de la expresada Ley se 
previene que el Consejo y la Chancillería no 
hagan traer por vía de fuerza los procesos en 
que conozca el Maestrescuela de Salamanca 
a virtud de la conservatoria de Estudio 40. 
Años más tarde, Felipe lI, desde Bruse-
las, el 21 de mayo de 1558, mandará que en 
la Universidad de Alcalá y respecto a sus in-
dividuos, se observe la concordia respectiva 
a la de Salamanca y contenida en la antedi-
cha Ley lI. 
La Universidad de Lérida, primera de 
Aragón, fundada en 1300 por el rey Jaime n, 
ofrece un caso más, de concurrencia de 
competencias al establecer que, en las cau-
sas civiles y criminales, los doctores, maes-
tros y estudiantes, puedan someterse indis-
tintamente, al consejo, al obispo o al Rector 
del Estudio 41. 
A la vez, por ambas partes se venían co-
penitencia de que desde una legua de distancia 
viniera a pie, la cabeza descubierta, descalzo, ves-
tido en saco de sayal y llevando una hacha encen-
dida, hasta la iglesia de Salamanca, y aún añade 
que azotado por el Maestrescuela. La leyenda, to-
ma da de JIMÉNEZ, A., Historia . .. , op. cit., pág. 112, 
en cuanto puede tener de cierta resulta una mani-
festación clara de un conflicto de competencias. 
41. JIMÉNEZ, A., Historia .. . , op. cit., pág. 60. 
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metiendo excesos y abusos. Muchos eclesiás-
ticos investidos de autoridad, abusaban, 
por ejemplo, de la excomunión, fulminándo-
la, pongamos por caso, sobre una comunidad 
si en determinado plazo no aparecía un obje-
to que se suponía robado o perdido. No obs-
tante, este abuso cumplía una función de 
suplencia respecto a la autoridad civil, ya 
que en equella época no existían medios 
preventivos tan eficaces como hoy para con-
seguir que el derecho a la propiedad fuese 
respetado. Por otro lado, las materias mix-
tas ofrecían un campo de difícil delimita-
ción, también desde el punto de vista judi-
cial. El amancebamiento, la blasfemia, y la 
usura, eran considerados a la vez como pe-
cados y como delitos. Dicho campo venía 
ampliado con cuestiones de derecho de in-
munidad de la Iglesia en un triple aspecto: 
42. Estos conflictos que hoy nos resultan difi-
ciles de comprender, y aún de concebir, no eran 
raros en aquellas épocas. Un caso típico, de la re-
gión vascongada, en el siglo XVII, lo ofrece el fuero 
correspondiente 'a las llamadas soro ras -ciertas 
mujeres piadosas dedicadas a la limpieza de las 
iglesias y que además prestaban otros modestos ser-
vicios equivalentes-o El Obispo de Pamplona ma-
nifestó repetidas veces su oposición a permitir que 
las sororas de su territorio fuesen procesadas por 
la autoridad civil. Cfr. INSAUSTI, S., Competencias ... , 
op. cit., pág. 83. 
43. MARTÍNEZ MARINA, F., Ensayo histórico-
crítico sobre la antigua leg,islaci6n y principales 
cuerpos legales de los reinos de León y Castilla, 
especialmente sobre el C6digo de D. Alfonso el Sa-
bio, conocido con el nombre de «Las Siete Parti-
das», Madrid, 1808, págs. 292-295, Imprenta «Hijas 
de D. Joaquín Ibarra». 
«Los jueces eclesiásticos y sus oficiales, á som-
bra de esta legislación que atribuía privativamen-
te á su juzgado las causas temporales, conexas ó 
enlazadas con las espirituales se propasaron á en-
tender en negocios puramente civiles, usurpando la 
real jurisdicción: desórden contra el que declama-
ron los procuradores de villas y ciudades en las 
cortes de Burgos del año 1315: y en su virtud se 
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inmunidad económica -exención-, inmuni-
dad personal -fuero- e inmunidad local, 
que afectaba a los lugares sagrados. En 
cuanto a la inmunidad personal, había quie-
nes creían que bastaba haber recibido ór-
denes menores y aún la simple tonsura, pa-
ra esgrimir esta circunstancia como patente 
de corso 42. 
Resultaría muy difícil expresar en pocas 
líneas, el caos en que se vieron sumidas, 
como consecuencia de las recíprocas inter-
ferencias, tanto la jurisdicción eclesiástica 
como la civil, con el consiguiente trastorno 
y dificultad en la aplicación de las causas ju-
diciales oportunas y lesión de tantos y tan 
variados intereses. Con el fin de dar una 
idea sobre su complejidad, aportamos una 
cita, de sabor intensamente regalista, no 
obstante ser su autor, MARTfNEZ MARINA 43, 
hizo el siguiente acuerdo: «Defendemos á todos 
los perlados é vicarios de santa eglesia que non 
tomen la jurisdicción del rey en los pleytos, nin en 
las otras cosas que acaescieren que non sean de su 
jurisdicción... Otros[ mandamos que ningunos es-
cribanos públicos non haya en las eglesias catedra-
les, por cartas de mercedes que tengan, porque la 
juredicción del rey é el su sennorío se pierde por 
ende». Ya ántes se había hecho la misma súplica 
en la petición XXVI de las cortes de Valladolid del 
afio 1307, diciendo: «Que los arzobispos, é obispos 
é los perlados de las eglesias pasaban contra ellos 
de cada dia en perjudicio del mi sennorio, emplazán-
dolos é llamándolos ante sí, é poniendo sentencia 
de descomunion sobre ellos por los pechos fareros, 
é por los heredamientos é por las otras demandas 
que son del mí sennorio é de la mi juredicción». Ni 
una ni otra súplica tuvo efecto, y fué necesario 
repetirla en las cortes de Valladolid, las primeras 
que celebró Don Alonso XI luego que salió de tuto-
ría: «Me pidiéron por mercet que porque los per-
lados, é los cabildos é los otros jueces de santa 
eglesia toman la mi jurisdicion en razon de la 
justicia de los pleytos é de las alzadas, é de las 
otras cosas, que ge lo defienda é que ge lo non 
consientan ... A esto respondo que ge lo guardaré 
según que fué ordenado en Burgos». 
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un eclesiástico cualificado por su oficio y 
condición, ya que era canónigo de la Real 
Iglesia de San Isidro, Académico de número 
y Bibliotecario de la Real Academia de la 
Historia. 
Diversas fueron las circunstancias que 
concurrieron para que pudiera darse este 
estado de confusión. Junto con el hecho de 
tratarse de una sociedad de profundas creen-
ciascristianas, por otro lado hemos de con-
siderar el absolutis'no de los príncipes, que 
podríamos plasmar en dos principios jurídi-
cos: «princeps legibus solutus» -de aquí 
monarquía absoluta, que proclama la supre-
La extensión que los jueces eclesiásticos daban 
á su autoridad en fuerza de la unión y enlace de 
las cosas temporales con las espirituales produxo 
el intolerable abuso de que dieron cuenta á don 
Juan 11 los procuradores del reyno en las cortes de 
Madrid, del año 1433, diciendo: «Que quando acaece 
que algunos legos finan é dexan algun fijo clérigo 
é otros fijos legos que han derecho de heredar lo 
suyo, algunos perlados ó sus vicarios dicen que á 
ellos pertenece de poner la mano al partir de aque-
lla herencia por la parte del dicho clérigo: é si los 
jueces legos ge lo embargan, descomúlganlos: é 
que me pediades por merced que ordene é mande 
que los dichos mis jueces legos fagan las dichas 
particiones, si las partes non se avenieren á partir 
entre si». En las cortes de Valladolid del año 1442 
los procuradores del reyno clamáron por la refor-
ma de varios desordenes de la misma naturaleza: 
«Por quanto acaece que de lego á lego se mueven 
algunos pleytos así en la vuestra casa é corte como 
en la vuestra chancillería, é asimesmo en las ciu-
dades é villas é logares de nuestros regnos é seño-
rios, así sobre herencias como sobre contratos e 
otras cosas, de las quales los vuestros jueces segla-
res pueden conocer del fecho é de el derecho, é á 
lo ménos de el fecho, é los demandados así ante 
de el pleyto comenzado como despues declinan la 
juredicción, diciendo que son pleytos causas espiri-
tuales, asi como causas matrimoniales, é usurarias 
é otras cosas semejantes, é ganan rescriptos del 
papa é otros rescriptos inferiores é cartas de ex-
comunión e inibitorias de algunos perlados é otros 
jueces eclesiásticos ó inferiores contra los jueces 
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mada del Príncipe sobre la Ley-, y por 
otro, la consideración de la voluntad del 
soberano como fuente exclusiva de derecho, 
como se afirma en «quod principi placuit 
legis habet vigorem». 
Todo ello fundado en que la soberanía 
procede de Dios, lo que llevaba al rey a con-
siderarse su representante, no sólo en los 
asuntos civiles, sino también en los religio-
sos: ha sido constituido defensor tanto del 
bienestar material como del espiritual de su 
pueblo. Por su parte, el pueblo veía tradi-
cionalmente al rey como ungido del Señor, 
además de la autoridad suprema e indepen-
seglares que non conozcan de los tales pleytos é 
causas, é contra las partes que prosiguen los di-
chos pleytos é causas, proceden contra ellos por 
censura eclesiática inibiendo, lo qual -es en perjui-
cio de la vuestra juredicción real é en grand dafío 
de los demandadores: suplicamos á vuestra merced 
,que le plega ordenar é mandar que ningund vuestro 
vasallo é súbdito, non embargante que sea clérigo 
de menores órdenes, non pueda declinar la juredic-
ción real é seglar por cosa alguna de lo susodicho, 
pues son vuestros súbditos é naturales; é que non 
puedan ganar, DI empetrar rescripto ó rescriptos 
de santo padre ni de otro perlado, ni cartas de ex-
comunion ni inibitorias de perlados ni jueces ecle~ 
siásticos sobre ello, é cualquier que lo contrario 
ficiere que por ese mismo fecho ipso jure pierda la 
causa é pleyto sobre que asi fuere demandado». 
Añádese á esto que los notarios y escribanos 
de los tribunales eclesiásticos, abusando de su ofi-
cio, se propasaban á otorgar cartas y autorizar 
contratos en materias puramente civiles y de la 
real jurisdicción, como se muestra por la petición 
XXVI de las citadas cortes de Valladolid, repetida 
en la XXV de las de Toro. 
De aquí dimanó otro desorden, y era que los 
legos, ó por artificio de los oficiales, eclesiásticos ó 
por interés particular, se obligaban muchas ve-
ces por escritura otorgada mutuamente en esta 
razón de acudir á los jueces y tribunales de la 
iglesia en negocios y asuntos laicales y privativos 
de la jurisdicción secular: exceso que se prohibió 
en las cortes de Burgos de 1315, en las de Madrid 
de 1329 y en las de Toro 1371». 
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diente capaz de asegurar al Imperio unas 
normas jurídicas y de evitar el mayor de 
los males, la anarquía, acerca de la cual la 
experiencia enseña que los más débiles son 
sus primeras víctimas. 
Aparece también un aspecto interesante 
de la potestad del rey sobre sus súbditos: 
es el hecho de que, como encargado de la 
protección de éstos frente a cualquier vio.., 
lencia de que pudieran ser objeto, lo está 
también para protegerles de los eventuales 
abusos que pudieran ser cometidos por 
cualquier autoridad, incluso la eclesiásti-
ca 44. Precisamente aquí encuentra su asien-
to, como veremos en su momento, el recur-
so de fuerza 45. 
A otra circunstancia concurrente, y tam-
bién sobre el Príncipe, ya hicimos referen-
cia, bien que de paso. Se trata de la idea de 
que el Soberano ha recibido de Dios la con-
dición de protector de la Iglesia, guardián 
de la fe y custodio de los sagrados cánones 
-«cus'tos et vindex canonum», dijimos en 
su lugar-, de donde derivan unos «iura ma-
jestatica circa sacra». Entre éstos el «jus 
appellationis» será uno de los más caracte-
rísticos e importantes, y que, al decir de los 
regalistas, su origen no hay que buscarlo en 
concesiones de la Iglesia al Estado, sino 
que más bien resulta ser sencillamente el 
ejercicio de unos derechos, atribución natu-
ral, necesaria e inherente, a la soberana au-
toridad civil. 
El jus appellationis participa a la vez del 
44. «Principium est officium, justitiam, et ju-
dicium facere et vi oppressos liberare». Causa 
XXIII, Quaestio V, canon XXIII, Decreto de Gra-
ciano, C.J.C. Frieberg 1, col. 937. 
45. Cfr. SALGADO DE SOMOZA, F ., Tractatus de 
regia protectione . .. , Tom. 1, Epilogus proemialis, 
pág. 1, Y sobre todo COVARRUBIAS, J., Máximas so-
bre recursos de fuerza y protección con el método 
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ius advocatiae O protectionis, en cuanto que 
el príncipe intervenía como responsable de 
la disciplina de la Iglesia y del ius cavendi, o 
sea, del derecho de control sobre determina-
das actuaciones de la Iglesia que el príncipe 
se atribuía para evitar que, mediante dichas 
actuaciones, se lesionase el derecho del Es-
tado o los intereses de sus súbditos. 
Ante esta radical concepción del poder 
civil y sus manifestaciones, la Iglesia, que 
en repetidas ocasiones se siente ultrajada y 
despojada, podrá resignarse pero nunca de-
jará de reclamar sus derechos. Momentos 
cumbre de la reivindicación de estos dere-
chos, por parte de la autoridad suprema de 
la Iglesia podemos considerar, en el pasado, 
la famosa bula Unam Sanctam, de Bonifacio 
VIII; más tarde, la bula In coena Domini, 
de San Pío V, así como los Decretos del 
Concilio de Trento, sess. XXV, cap. III,De 
reformatio. Posteriormente, el Syllabus, 
prop. LIV, etc. 
La última circunstancia que añadir a las 
tres apuntadas -profunda religiosidad, ab-
solutismo regio, y conciencia de unos dere-
chos indeclinables por parte de la autoridad 
de la Iglesia en razón de su misma naturale-
za- es la Íntima -y tantas veces viciosa---' 
alianza entre el altar y el trono, hasta el 
punto de no resultar extraño que hijos natu-
rales, o segundones, de príncipes y nobles, 
ostentasen la titularidad de la diócesis u 
oficios más importantes y mejor dotados 46. 
Dado que este conjunto de circunstan-
de introducirlos en l08 tribunales, 4." ed. vol. I1, 
págs. 62-64, Madrid, 1830. 
46. Dada la influencia, prestigio y dinero que 
proporcionaban las sedes más importantes, se expli-
ca la apetencia por ellas de parte de la alta nobleza, 
por lo que se acercaban, y a veces fundían en una 
misma persona, la espada y la mitra. Ello daba 
lugar a un alto clero secularizado y no era rara la 
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cias se daban preferentemente en los países 
de antigua' y profunda raigambre católica 
-España, Francia, Italia, etc.,- la conse-
cuencia lógica es que sea en ellos donde na-
cen y proliferan las instituciones del tipo de 
los llamados recursos en sus diversas clases. 
Hasta el punto que algunos autores 47, res-
pecto a Felipe 11 en particular, se pregun-
tan cómo era compatible proclamarse hijo 
sumiso, obediente y protector de la Iglesia, 
y a la vez resultase tan implacable en lo que 
al ejercicio de su potestad se refería. 
Mas la posible respuesta a tal pregunta 
encuentra sus antecedentes en todo lo antes 
expuesto y en el hecho de que en toda Eu-
ropa -yen España por consiguiente-, al 
declinar la gran época de la cristiandad, hu-
bo una revitalización del nunca extinguido 
cesaropapismo. Ello hizo posible las reales 
supremacías de los siglos XVI y siguientes, 
figura del prelado cortesano y nepotista, aunque 
no faltaron, en este adverso clima, obispos virtuosos 
y santos. 
Sabido es que D. Alonso de Aragón, hijo natu-
ral de Fernando el Católico, llegó a ocupar la sede 
arzobispal de Zaragoza, y que al morir, después de 
una vida aseglerada, pasó la misma sede a un hijo 
suyo, D. Fernando de Aragón, prelado eminente y 
virtuoso que borra con su gloria, austeridad y pro-
fundo saber, las miserias de su progenitor; Cfr. DE 
LA FUENTE, V" Historia eclesiástica de Españ a, Vol. 
lI, pág. 428, Barcelona, 1855, 
También un hijo natural de D, Perafán de Ri-
bera, duque de Alcalá, San Juan de Ribera, fue 
nombrado obispo de Badajoz y más tarde, arzobis-
po, virrey y capitán general de Valencia. Cfr. DE 
LA FUENTE, op. dt., Vol. lII, pág. 218 Y Biografía 
eclesiástica, Vol. XXI, págs. 742-791. Madrid, 1864. 
47. Cfr. RANKE, L. von, Fiirsten und Volker 
von Biid Europa, Berlín, 1837, 1 Bd., págs. 122 ss. 
48. Sin duda que fueron los principes de esta 
dinastía quienes defendieron con más celo y energía 
los intereses del Estado frente a la Iglesia, pero no 
sobra decir que, con esta conducta, más de una vez 
defendieron a la Iglesia. Así, bajo el Imperio de 
Carlos V aparece en España la primera disciplina 
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en las que el Príncipe se hallaba investido 
del poder supremo legislativo y judicial so-
bre todas las personas y todas las causas, ci-
viles y eclesiásticas. Se intenta que nada en 
la vida pública -o privada-, en el Estado 
moderno que va surgiendo, escape a la 
implacable jurisdicción y universal sobera-
nía del Príncipe. 
En el caso de los Austrias 48 en nuestra 
Patria, y más concretamente de Felipe II 
-la coherencia de cuya conducta es la que 
ha sido puesta en tela de juicio-, hay que 
decir que, además del Patronato de Indias, 
gozaba, por sucesivas concesiones de los Pa-
pas, de una superposición de competencias 
en campos distintos como las que, a título 
de ejemplo, apuntamos, y que le permitió 
-actuando en calidad de Administrador 
Perpétuo y Prelado de las Ordenes y Maes-
trazgos- crear la Real Junta Apostólica 49. 
verdaderamente jurídica del recurso a la autoridad 
regia contra los abusos eclesiásticos en forma de 
dos institutos distintos, la retención de bulas y el 
recurso de fuerza. No obstante, en cuanto a la re-
tención de bulas encontramos un antecedente en 
la Ley n , Tít. lII, Lib. 1I promulgada por D. Fer" 
nando y doña Isabel, en Sevilla, por Pragmática 
de 9 de junio de 1500,en la que amonesta a sus 
Justicieros en no consentir la predicación de bulaS 
e indulgencias sin preceder su examen, de acuerdo 
con la bula otorgada en este sentido por Alejandro 
VI el 26 de junio de 1493, incorporada a la legisla-
ción civil y urgida a observar en real cédula de 22 
de junio de 1497. 
49. Creada por Felipe 1I, por cédula de 13 de 
diciembre de 1586, a la vista del contenido del Bre-
ve del Papa Gregorio xm, de 20 de octubre de 
1584, en el que, haciendo referencia a otros Breves 
anteriores de Pablo lII, noviembre de 1544, y Pio 
IV, noviembre de 1560, se concede a Felipe 1I la 
jurisdicción y competencia sobre todos los negocios 
y causas que se habían ofrecido y ofreciesen entre 
los Arzobispos, Obispos, Cabildos, Prelados y otras 
personas eclesiásticas del clero secular y regular 
de una parte, y las órdenes de Santiago, Calatravá 
y Alcántara y los Conventos, Priores, Comendado-
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IV. ANTECEDENTES DE LA INSTITUCIONALIZA-
CIÓN JURÍDICA DEL RECURSO DE FUERZA. 
Los antecedentes remotos de este insti-
tuto se encuentran en el antiguo derecho 
público imperial romano como recurso al 
magistardo civil, propio de la legislación es-
tatal y con carácter de actio finium regundo-
rum, entre las dos jurisdicciones. En los paí-
ses en que más tarde se dió este recurso y 
con el carácter apuntado -en las repúblicas 
de Génova, Venecia y en España- fue utili-
zado como medio de defensa contra even-
tuales intromisiones de la jurisdicción ecle-
siástica en la civil. Dado el profundo obse-
quio de ésta hacia la eclesiástica, que carac-
res Caballeros y Frailes de otra, en materia de 
diezmos, visitas, jurisdicción y preeminencias y 
otros derecho8 eclesiásticos y espirituales: «dándoos 
comisión para que los concordéis y compongáis to-
dos; de suerte que por el tiempo, como va dicho, 
de la voluntad nuestra y de la Sede Apostólica 
podáis libremente y lícitamente hacer y proceder 
como mediador en los mismos pleitos, causas, cues-
tiones y litigios, por via de concordia y amigable 
composición, 10 que tuvieréis por conveniente ( . . . ), 
declarando que las anunciadas partes han de estar 
absolutamente precisadas a pasar por todo lo que 
que V. M. hubiese acordado, compuesto y termina-
do amigablemente». Vid., Ley 1, Tit. X, Lib. n de la 
Novss. Recop. Dicha Real Junta Apostólica la com-
puso a base de tres miembros, uno del Consejo Real, 
otro del Consejo de Indias y el tercero del Consejo 
de Ordenes. 
Esta misma jurisdicción fue confirmada por 
Inocencio xn al rey Carlos n. Por vicisitudes co-
nocidas, esta jurisdicción fue avocada de nuevo al 
Papa y restablecida a favor de Felipe V en virtud 
de un Breve de Clemente XI de 17 de julio de 1716. 
50. CARON, P. G., L'appello per abuso, Racolta 
di studi della Rivista «n diritto ecclesiastico», Edi-
tore A. Giuffré, Milano, 1954, pág. 545. 
51. Los autores regalistas, pasado el tiempo, 
sostendrán la legitimidad del recurso al Principe. 
De ellos citaremos a AZPILCUETA, M., llamado tam-
bién por su origen doctor navarrus. En la doctrina 
de este canonista encontramos una clara afirma-
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terizó al gobierno de estos países en aquella 
época -hay que saber distinguir entre la 
actitud y el acto escueto- no puede conce-
birse sin más, como una tentativa de inva-
sión de parte de la jurisdicción civil en la 
competencia de los Tribunales de la Igle-
sia 50. 
En la misma línea, pero con carácter 
marcadamente distinto, tenemos los recur-
sos al príncipe que, en épocas de acentuado 
cesaropapismo -Justiniano, Carlomagno, 
etc.,-, son clara manifestación de la volun-
tad del Príncipe absoluto de ser el supremo 
moderador y quien establece los confines 
entre las jurisdicciones 51. 
No deja de resultar interesante la apari-
clOn de la legalidad de dicha institución, sobre la 
base, bien del principio de legitima defensa -vim 
vi repellere Zicet-, o bien en la tradición local, en 
cuanto resulta una norma consuetudinaria; y asi, 
afirma, que en España el abuso de esta apelación 
encuentra su justificación por ser costumbre inme-
morial. Expone incluso un tercer elemento de jus-
tificación, su naturaleza de medio de delimitación 
de los confines entre la jurisdicción espiritual y 
temporal, a manera de actio finium regundorum. 
Cfr. Enchiridion 8Íve manuaZe confessariorum et 
paenitentium, tomo 1, pág. 477, Y cap. Cum confin-
gat, De rescriptis, Remedium Primum, n. 10, tomo 
lIT, pág. 89, ambos en «Opera moralia». 
También el notable jurisconsulto COVARRUBIAS, 
D., profesor de la Universidad de Salamanca desde 
1543, consejero de la . Corte de Granada y presiden-
te del Consejo de Castilla. Elegido obispo de Ciudad 
Rodrigo en 1560, intervino en el Concilio de Trento, 
en el que se le dio el encargo de redactar los De-
creta de Reformatione. Vuelto a España fue nom-
brado obispo de Segovia y después de Cuenca. Era 
tal el profundo conocimiento que poseia de los de-
rechos canónico y civil que fue llamado «el Bártolo 
español». Este autor defiende el recurso al principe 
como una actio finium regundorum en Practicarum 
quaestionum líber unu8, cap. XXXV, n. 3, in Opp.; 
Vol. n, Venetiis, 1581, págs. 565 ss. Y por supuesto 
lo defienden: DE MARCA, P., De concordia ... , op. 
cit.; VAN ESPEN Z. B., Tractatus .. . , op. cit.; JUSTI-
NUS FEBRONIUS, seudónimo con que Nicolás de HON~ 
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ción, en Francia, hacia los siglos XIV y XV, 
antes de la introducción de «L'appel com-
me d'abus», de las llamadas «conférences 
amiables para deputés au Pape», con objeto 
de regular los conflictos de jurisdicción en-
tre la autoridad eclesiástica y la civil. El in-
conveniente que se apreciaba para esta so-
lucción era la dificultad para concertar di-
chas conferencias -entrevistas- y el he-
cho de que su convocatoria sólo se justifi-
caba para asuntos graves e importantes. 
Tal vez un antecedente de estos agentes 
conciliadores podemos encontrarlos en los 
llamados apocrisarios 52. Su origen se remon-
ta a la época en que fue trasladada la corte, 
por Constantino, a Bizancio. Como el cris-
tianismo se había convertido en la religión 
oficial del Imperio, y los emperadores cons-
tituído en protectores de la Iglesia, el Papa, 
los Patriarcas y algunos Obispos de las dió-
cesis más importantes acreditaban, cerca 
del Emperador, ciertos agentes, a fin de con-
seguir unidad de criterio y acuerdo en los 
muchos puntos -también jurisdicciona-
les- en los que necesitaban obrar de con-
formidad la Religión y el Imperio. Aquí nos 
referimos exclusivamente a los agentes que 
ostentaban la representación del Papa y es-
taban investidos del carácter de extraordi-
narios y cuyas atribuciones se limitaban a 
lo concerniente al asunto para el que ha-
bían sido designados. 
THEIM (1701-1790), erudito obispo auxiliar de Tre-
veris, publicó, en 1763 la obra cuyo título podría 
ser: Sobre la constitución de la Iglesia y del poder 
legítimo del Papa romano con el fin de abrir ca-
mino a la unión de los cristianos no católicos. Des-
pués de una serie de afirmaciones concluye que los 
obispos y los príncipes deberían trabajar en común 
y resistir las promulgaciones del Papa contra ellos, 
introduciendo el placet y la apellatio tamquam ab 
abusu. A pesar de su radicalismo el libro alcanzó 
gran éxito y difusión. 
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También en Francia, por esta época -y 
aún un poco después-, las apelaciones 
contra la usurpación del poder regio por 
parte del Papa, o la defensa de la libertad de 
la Iglesia galicana, tomaron un camino des-
viado, que arrastraban nuevos peligros: 
eran remitidas ad futurum concilium pro-
xime congregandum, y así, el rey Luis XI, 
el 20 de noviembre de 1478, da facultad a 
unos embajadores que nombró cerca del Pa-
pa; d' appeller au concile future, en el caso 
de que éste, no accediese a sus peticiones o 
de que intentase proceder contra el propio 
rey o sus súbbditos 53. 
El fundamento doctrinal de los recursos 
al futuro concilio se considera la Pragmáti-
ca sanción, de Bourges, de 1438, mediante 
la cual, Carlos VII, consiguió una amplia-
ción de los derechos reales de ocupación de 
puestos y la aceptación de la teoría conci-
liarista. No pudo ser derogada hasta 1516, 
con León X, mediante Concordato con Fran-
cisco J, pero al precio de conceder a los re-
yes de Francia el derecho a nombrar en su 
territorio, todos los obispos y abades. 
Pero la derogación no supuso la muerte 
de las ideas expuestas en la Pragmática; es-
tas pervivían en los parlamentos, es decir, 
en los tribunales superiores de las provin-
cias, que gozaban de gran autonomía. Así, 
en el año 1594, el abogado parlamentario 
Pierre Pithou, calvinista convertido, publi-
52. Vid. Aprocrisarios, Enciclopedia jurídica 
española, vol. II, Barcelona, 191Q. 
53. Cfr. PITHOU, P., Preuves des libertes de 
fEglise GalUcane, Paris, 1651, Vol. 1, cap. XIII; 
n. 13, págs. 512-514, y, especialmente, FEUVRET; 
Ch., Traité de l'abus et du vray sujet des appellations 
qualifiées de ce nom d'abus, Lyon, 1736. Posible-
mente sea este autor la primera autoridad de su 
tiempo sobre este tema. 
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có su obra ya citada, Preuves des libertés 
de l'Eglise Gallicane, en la que, como afir-
maciones fundamentales, establece: que el 
rey de Francia es independiente del Papa en 
asuntos temporales, afirmación que, así, en 
general, se prestaba a la confusión, al po-
der ser interpretada como base de la inde-
pendencia eclesiástica; la necesidad de in-
troducir el placet regio, es decir, la obliga-
ción de hacer autorizar por el rey la pro-
mulgación de las leyes papales y -concluía 
diciendo-, en el caso de necesidad, habría 
que imponer la apelación a un concilio ecu-
ménico y estaría permitida la apelación a un 
tribunal laico, la appellatio tamquam ab 
abusu (<<appelcomme d'abus») 54. 
Una primera y profunda diferencia en-
tre el recurso al príncipe y al futuro conci-
lio la constituye la naturaleza de la autori-
dad ante la que el recurso es presentado. 
Mientras en el primero se presenta ante la 
suprema autoridad civil, en el segundo se 
hace ante una autoridad de la misma natura-
leza eclesiástica, el Concilio, y que además no 
es superior a la del Papa. Para poder com-
prender esto hay que considerar, por un lado, 
el celo del Estado y de la Iglesia galicana por 
su autonomía; por otro, el hecho de que la 
primacía del Papa sobre el Concilio se en-
contraba en un momento álgido de discu-
sión -Conciliarismo-. El instituto ad fu-
turum concilium congregandum, había sido 
condenado por el Papa Pío II, en una bula 
fechada el 18 de enero de 1460 y en la que 
es juzgado como execrabilis abusus, y a 
aquel que lo introdujese, se le sancionaba 
con excomunión reservada al Romano Pon-
tífice ss. 
54. Cfr. NEUSS, W., Historia de la Iglesia, Vol. 
IV, «La Iglesia en la Edad Moderna y en la actua-
lidad», Editorial Rialp, Madrid, 1962, pág. 344. 
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Los historiadores del Derecho galo sue-
len considerar su patria como la cuna del 
recurso «appellatio ab abusu», y remontan 
sus primeras manifestaciones a la conferen-
cia de Vicennes 56. 
No obstante, la expresión abus aparece 
por primera vez en un Arrest fechado el 13 
de marzo de 1376 contra el obispo de Beau-
vais, en el cual, se lee: ... «conclud le Pro-
cureur du Roy que l'Eveque et les Officiers 
soient condamnés et contraints á reparer 
les attentats et abus au préjudice de la juris-
diction temporelle, et en amende profitable 
au Roy» ... 
Con el paso del tiempo, entre diversas 
palabras de significado parecido, excessus, 
gravamina, usurpationes, etc., la que se abre 
paso y llegará a ser de uso general en la 
legislación francesa e italiana es abusus 
-hacer uso indebido de algo; hacer uso 
distinto del que es propio, de algo- y pre-
cisamente será tomada de la terminología 
canónica precedente, aSÍ: en c. 43, X, de 
electione et electi potestate, I, 6 (Innocen-
tius UI): «Quisquis electioni de se factae 
per secularis potestatis abusus consentire 
praesumpserit, contra canonicam libertatem, 
et electionis commodo careat»; y, en c. 3, 
de hnmunitate ecclesiarum, IU, 23, VI (Bo-
nifacius VIII): ... «talium abusibus non tam 
temerarie, quam improvide acquiescunt, ~e­
dis Apostolicae auctoritate seu licentia non 
obtenta». Por otro lado, en el Registro del 
Parlamento de París se encuentra un Arrest 
de Ricardo Chevalier del 7 de junio de 1404 
clasificado como «appel comme d'abus» y 
otro del 16 de junio de 1449, en el que, en 
su requisitoria, el abogado del Rey dice: 
55. Cfr. Bullarium Romanum, Editio Taurinen-
sis, Vol. V, págs. 149-150. 
56. Cfr. OLIVIER MARTlN, L'assamblée de Vi-
cennes de 1329 et ses conséquences, Paris, 1909. 
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«qu'on pouvoit appeller comme d'abus de la 
jurisdictión eclesiastique á la temporelle, et 
qu'en cas d'abus le Roy y pouvoit mettre la 
maine» 57. En 1487, el Capítulo de la Catedral 
de Beauvais apeló comme d' abus contra un 
rescripto del Papa Inocencio VIII, en el que 
se prohibía a dicho Capítulo, proceder a una 
elección de Obispo, y, el 7 de septiembre de 
1498, el Parlamento de París declaró que tal 
rescripto había sido dado «male et abu-
sive». 
Sobre el ejercicio del recurso de fuerza 
en un sentido estricto y jurídico, en nuestra 
Patria, no encontramos testimonio norma-
tivo durante los siglos XIV y XV. Si se daba 
un abuso de oficio por parte de un eclesiás-
tico se apelaba al Rey, el cual, si lo conside-
raba oportuno, lo sancionaba. En manera 
alguna se producía, en tal intervención, el 
recurso a un instituto jurídico estableci-
do 58, debidamente disciplinado conforme a 
una precisa ordenación legislativa. 
Acaso el precedente histórico más anti-
guo con que contamos en España acerca de 
los recursos de fuerza lo constituye un res-
cripto otorgado por la reina D.a María de 
Molina, madre de Fernando IV de Castilla 
(1285-1312), durante una ausencia de éste. 
En él se concedían facultades al Consejo, 
para el conocimiento de las fuerzas que hi-
cieran a sus vasallos los jueces eclesiásticos 
de sus reinos 59. 
57. PITHOU, P., Preuves des ... ) op. cit., Vol. 11; 
cap. XVII. 
58. En este sentido resulta muy interesante. 
aunque proceda del campo de la literatura, el caso 
que se plantea en el último episodio - «Cántico de 
los dérigos de Talavera»- de El libro del Buen 
Amor (EdiCión crítica de Joan Corominas, Editorial 
Gredos, 1967, pág. 627), del Arcipreste de Hita, 
entendido en Derecho Civil y Canónico al decir de 
sus biógrafos. Como texto clave nos limitaremos a 
transcribir la siguiente estrofa: 
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También nos podemos referir a la Ley 
111, Tit. 1, Lib. IV, de la Novss. Recop., que 
dice: 
«Ningún eclesiástico juez sea osado 
de impedir nuestra jurisdicción Real 
por vía de simple querella, ni en grado 
de apelación, ni en otra manera alguna, 
porque la apelación no puede pasar de 
una jurisdicción en otra, que es ajena 
y extraña de ella: y del impedimento y 
ocupación de nuestra jurisdicción o Se-
ñorío ninguno puede conocer sino Nos: 
y podemos compeler y apremiar a los 
Prelados que simplemente muestren an-
te Nos su derecho, si alguno tienen so-
bre la jurisdicción que en nuestros rei-
nos a Nos pertenece». 
Años más tarde, en 1445, Enrique IV, en 
Córdóba, dictó la Ley IV, Tit. 1, Lib. IV, 
recogida como tal en la Novss. Recop. yen 
la que se concreta la pena que se aplica a 
los infractor,es de la Ley anteriormente 
transcrita. Se expresa: 
«Mandamos a los Prelados y Jueces 
eclesiásticos que usurparen nuestra ju-
risdicción real y en ella se enfrentan 
en los casos en los que no le es permiti-
do por derecho, que por el mismo he-
cho hayan perdido y pierdan la natura-
leza y temporalidades que en nuestros 
«A do estaban juntados todos en capilla, 
levantose el deán a mostrar su mancilla, 
diz: «Amigos, yo querría que toda esta cuadrilla 
apeláramos del Papa ante el Rey de Castilla, 
Que maguer que somos clérigos, somos sus na-
[turales 
que servírnosle muy bien, fuémosle siempre leales» ... 
59. Cfr. Leyes IV y V del Estilo, Tit. 1, Lib. 11, 
del Ordenamiento Real. 
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reinos tuvieron y tienen y que sean ex-
trañados de ellos y que no los puedan 
tener más». 
De lo expuesto hasta aquÍ podemos con-
cluir que las apelaciones por abuso no se 
conocieron en Francia, al menos en cuanto 
a la forma y el modo de proceder, hasta el 
siglo xv. En cuanto se refiere a España, co-
mo enseguida veremos, el recurso de fuer-
za, concretamente en no otorgar, no fue cla-
ramente disciplinado, con relación a los 
tribunales y a la administración de justicia 
del poder civil, hasta 1525, independiente-
mente de que, en la práctica, pudiera venir 
siendo observado de modo no suficiente-
mente tipificado. 
V. DIVERSIDAD DE RECURSOS DE FUERZA EN 
NUESTRAS FUENTES HISTÓRICAS. 
A continuación exponemos las fuentes 
legales en las que vemos ya configurados 
los recursos de fuerza en la triple modali-
dad con que se presentaron. Se trata de un 
texto, posterior a la Ley IV, Tit. I. Lib. IV, 
que acaba de ser transcrita, es la Ley n, 
Tit. n, Lib. n, de la Novss. Recop., dada 
por D. Carlos y D.a Juana en Toledo, a 11 de 
agosto de 1525. Por ella se concede a la 
Cancillería, el conocimiento sobre las fuer-
zas que hacen los jueces eclesiásticos al no 
otorgar las apelaciones. Estamos, pues, en 
presencia del recurso de fuerza en no otor-
gar. Dice así: 
«Por quanto, así por Derecho como 
por costumbre inmemorial, nos per-
tenece alzar las fuerzas que los Jueces 
eclesiásticos y otras personas hacen en 
las causas que conocen, no otorgando 
las apelaciones que de ellos legítima-
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mente son interpuestas, por ende man-
damos a nuestros Presidentes y Oido-
res de las nuestras Audiencias de Va-
lladolid y Granada, que quando alguno 
viniere ante ellos, quejándose de que 
no se le otorga la apelación que justa-
mente interpone de algún Juez ecle-
siástico, den nuestras cartas en la for-
ma acostumbrada en nuestro Consejo, 
para que se le otorgue la apelación; y 
si el Juez eclesiástico no la otorgare, 
manden traer á las dichas nuestras 
Audiencias el proceso eclesiástico ori-
ginalmente; el qual traido, sin dilación 
lo vean; y si por él les constare que la 
apelación está legítimamente inter-
puesta, alzando la fuerza, provean que 
el tal Juez la otorgue, porque las par-
tes puedan asegurar su justicia ante 
quien y como deban, y reponga lo que 
después de ella hubiere hecho: y sí por 
el dicho proceso pareciere la dicha ape-
lación no ser justa y legítimamente in-
terpuesta, remitan luego el tal proceso 
al juez eclesiástico, con condenación 
de costas si les pareciere, para que él 
proceda y haga justicia». 
Otro tipo de recurso, el llamado de fuer-
za en conocer y proceder, se presenta con 
carta legal de naturaleza, en la facultad que 
se otorga a la Audiencia de Canarias para 
que conozca sobre la fuerza de los jueces 
eclesiásticos, tanto en no otorgar como «en 
conocer y proceder». Esta facultad viene 
concedida por el Príncipe D. Felipe en la vi-
sita de 1553, y posteriormente por D. Car-
los y Dña. Juana, y aparece, como ley re-
cogida con el n.O 5, en Tit. n, Lib. n de la 
Novss. Recop. Dice así: 
« Por quanto, así por Derecho como 
por costumbre inmemorial, nos perte-
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nesce alzar las fuerzas que los Jueces 
eclesiásticos hacen en las causas ecle-
siásticas de que conoscen, en no otorgar 
las apelaciones que de ellos se inter-
ponen legítimamente, y ansímismo en 
prohibir que no conozcan los tales Jue-
ces eclesiásticos contra legos sobre 
causas profanas; por ende mandamos á 
los dichos nuestros Jueces, que que-
jándose ante ellos de los dichos Jueces 
eclesiásticos que residen en las islas de 
Canaria, en no les otorgar apelación 
legítima, y de que conoscen contra le-
gos sobre causas profanas, les manden, 
que otorguen las dichas apelaciones, y 
que no conoscan de las dichas cau-
sas profanas contra legos, y las remi-
tan á los Jueces seglares que de ellas 
deben conoscer; ó que no lo hacien-
do, envíen ante los dichos Jueces los 
procesos eclesiásticos, y los que hicie-
ren contra los dichos legos, original-
mente; y ansi traídos, mandamos que 
luego sin dilación alguna los vean, y 
voten ántes y primero que otro pleyto 
alguno; y sí por los procesos eclesiás-
ticos hallaren que las apelaciones es-
tán legítimamente interpuestas, alcen la 
fuerza, y manden al Juez que otorgue 
la tal apelación, para que la puedan 
proseguir ante quien y como deban; y 
manden reponer todo lo hecho después 
de la apelación, y absolver á los desco-
mulgados; y si por los procesos pares-
ciere las apelaciones no ser justas, y le-
gítimamente interpuestas, remitan los 
tales procesos á los Jueces eclesiásti-
cos, con costas si les paresciere; y si 
60. Ley XVII Tít. II, Lib. II, Novss. Recop. 
l .-En 23 de Mayo de 1677 mandé al Consejo, 
que teniendo presente la consulta de 1 de Septiem-
bre de 1619, me propusiese los medios convenientes 
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los procesos que hicieren contra legos, 
vistos, les constare ser sobre causas 
profanas, manden los dichos Jueces á 
los Jueces eclesiásticos, que no conoz-
can de ellos, y den por ninguno lo por 
ellos fecho; y manden, que absuelvan 
de qualesquier censuras, y remitan los 
tales pleytos á los Jueces seglares que 
de ellos puedan y deban conoscer: y 
mandamos á los dichos Jueces, que 
tengan mucho cuidado, que en las ape-
laciones de los autos interlocutorios en 
las causas eclesiásticas no se mande á 
los dichos Jueces eclesiásticos que 
otorguen ó envien el proceso; y que á 
las partes que no hicieren relación ver-
dadera en lo susodicho las condenen 
en costas». 
Como vemos, al iniciarse el reinado de 
Felipe II , esta institución, desde el punto 
de vista legal, estaba plenamente configura-
da en lo que se refiere a los recursos en no 
otorgar y de fuerza en conocer. 
Pero, en rigor, son tres los tipos de re-
cursos. Aparte de los dos antedichos, el úl-
timo en cristalizar en la legalidad estableci-
da fue el denominado recurso de fuerza en 
conocer y proceder como conoce y procede. 
Puede verse ya expuesto con cierta sistemá-
tica en la consulta emitida por el Consejo 
en 9 de diciembre de 1677 -la cual se ori-
ginó en otra, de 1 de septiembre de 1619, y 
fue reforzada en las de 18 de diciembre de 
1678, y 13 de agosto de 1691- y que apare-
ce como Ley XVII, Tit. II, Lib. II, Novss. 
Recop. 60, en la que se establecen los recur-
sos de fuerza para remedio de los abusos 
para evitar los abusos introducidos por los Jueces 
eclesiásticos, tanto en las haciendas quanto en las 
jurisdicciones; y habiendo discurrido con la aten-
ción que pide una materia de tanta gravedad, divi-
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introducidos por los Jueces eclesiásticos en 
conocer, modo de proceder y no otorgar 
apelaciones. 
En esta interesante consulta, con la que 
se conformó Carlos JI y que fue recogida 
en un Auto Acordado, se hace una especie 
dió en tres puntos su parecer: en el primero le dió 
sobre la forma como se exerce en estos reynos la 
jurisdicción eclesiástica, y los remedios que contra 
sus abusos están establecidos por las leyes y prag-
máticas: en el segundo sobre los excesos del Estado 
eclesiástico secular y Regular, ocasionados del mu-
cho número de clérigos y de Conventos, con relaxion 
de la disciplina Regular; y en el tercero me repre-
sentó los daños que se siguen á la causa pública en 
la inordenada adquisición de bienes raices. 
H.-Para remedio del primero abuso, quando el 
Eclesiástico intenta proceder al conocimiento de 
causas ó bienes mere laico, y pertenecientes á la 
Jurisdicción temporal, me consultó, que por Dere-
cho, leyes y costumbre de estos reynos tiene la su-
prema Regalia el defensivo de las fuerzas , dándose 
por los Tribunales Reales el auto que llaman de 
legos, declarando, que el Juez eclesiástico hace fuer-
za en conocer y proceder, y le mandan remitir al 
Juez seglar los autos originales; y si se embaraza 
por ellos la cobranza de Rentas o bienes pertene-
cientes á mi Real erario, demas de este recurso, el 
Consejo de Hacienda, á "quien está encomendado el 
ministerio de ella para inhibir á los Jueces ecle-
siásticos, expide sus despachos ordinarios, en con-
formidad de las leyes Reales: que este mismo me-
dio compete á mi Real Persona por derecho supre-
mo, y usan de él mis Tribunales, quando los Jueces 
eclesiásticos intentan inhibir á los seglares que pro-
ceden legítimamente, ó por no deber gozar el reo 
del amparo de la inmunidad, por no haber sido 
aprehendido en lugar sagrado, ó porque el delito, en 
;que se procede contra él, es exceptuado por los 
sagrados Cánones; y que en este caso también, 
para impedir la turbación de la jurisdicción tem-
poral, se usa del recurso de la fuerza; y si la causa 
lo permite, se da el auto de que el Eclesiástico hace 
fuerza en conocer y proceder: que en el caso de que 
entre dos Jueces eclesiásticos se compite sobre el 
conocimiento en primera Instancia, si el agraviado 
recurre á mi Real Persona, en el Consejo, en virtud 
del derecho protectorio del santo Concilio de Tren-
to, se conoce de la usurpación de la jurisdicción, y 
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de resumen de las cosas en que la jurisdic-
ción real «remedia los abusos». Procede el 
recurso de fuerza en conocer y proceder: 
cuando el eclesiástico intenta conocer de 
asuntos «mere laicos» que corresponden a la 
jurisdicción temporal; cuando dificulta la 
contra el que la executa se declara, que en conocer 
y proceder hace fuerza; y que este mismo auto se 
expide en las causas en que proceden Jueces con-
servadores quando no instruyen su causa conforme 
á Derecho y práctica comun, y se pretende obran 
con injusticia notoria: que para en el caso que ha-
biéndose litigado entre dos partes en juicio con-
tencioso, y dado sentencia contra la una, esta ape-
lare al Juez superior, y no se le otorga la apelación 
para los efectos en que la tiene permitida el Dere-
cho, si se recurre al Consejo por via de agravio, 
reconociendo que le hay, se socorre al ofendido con 
el auto de que hace fuerza en no otorgar; y que 
si por algún Juez eclesiástico se procede con injus-
ticia notoria, en defensa del que la padece se da el 
auto medio, de que el Juez en conocer y proceder, 
como conoce y procede, hace fuerza. _ 
14. A vista de lo qual es el Consejo de parecer, 
que en quanto á los abusos de la Jurisdicción ecle-
siástica, y de entrometerse en causas que no le per-
tenecen, o de inmunidad que no toca á los reos; 
en causas que se litigan entre Jueces eclesiásticos, 
controvertiendo sobre el conocimiento en primera 
instancia; las en que los Jueces conservadores pro-
ceden con injusticia notoria; las en que los demas 
Jueces proceden con injusticia, no otorgando las 
apelaciones legítimas que se deben otorgar; las en 
que gravan á mis vasallos con derechos indebidos, 
en contravención de los aranceles que deben obser-
var, está prevenido por las leyes del reyno todo lo 
que la mas soberana providencia puede disponer y 
cautelar; asegurándolo mas la práctica con que en 
el Consejo y demás Tribunales de estos reynos se 
executa en su observancia, todas las veces que los 
vasallos recurren á implorar mi Real auxilio, para 
;que se les defienda de la injusticia ó agravio que 
padecen: con cuyo parecer me he conformado. (cap. 
1, 2 Y 14. del auto 4. tít. l . Lib. ~. R.). 
La transcripción de textos de la Novísima Re-
copilación que aparecen en nuestro trabajo, procede 
de la edición mandada a hacer por Carlos IV, en 
libros e impresa en Madrid, en 1805. 
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cobranza de rentas o bienes pertenecientes 
al Real erario (entonces interviene también 
el Consejo de Hacienda); cuando los Jue-
ces eclesiásticos intentan inhibir a los se-
glares que proceden legítimamente; cuan-
do dos Jueces eclesiásticos compiten sobre 
el conocimiento de un litigio en primera 
instancia y el agraviado recurre al Rey en 
el Consejo (aquí se invoca el derecho real 
protectorio del Santo Concilio de Trento). 
También en el caso de haberse dado li-
tigio entre dos partes en juicio contencioso 
y dictado sentencia contra una de ellas, y 
ésta apelase al Juez superior eclesiástico y 
no se le otorgara la apelación, se pronun-
cia el auto como el juez «hace fuerza en no 
otorgar». 
Finalmente, cuando el juez no instruye 
la causa conforme a derecho y práctica co-
mún, procediendo con injusticia notoria, 
se da el recurso contra el juez eclesiástico 
porque hace fuerza «en conocer y proceder 
como conoce y procede». 
Por último, Covarrubias 61 hace referen-
cia a «una especie» de recurso de fuerza 
que puede introducirse por denegación de 
justicia, bien sea por parte de señores 
temporales o de cualquier clase de juez, 
incluidos los eclesiásticos. Remonta su ori-
gen a la época de los romanos en la que los 
ciudadanos, en caso de denp.gación de jus-
ticia, recurrían a los emperadores por vía 
de querella. Y concluye, trasladado al tiem-
po en que escribe, que si los que están pues-
tos para administrar justicia al vasallo, se 
niegan a otorgársela cuando éste la pide: 
61. COVARRUBIAS, J .• Máximas ... , 1830. Vol. r. 
págs. 173 ss. 
62. COVARRUBIAS, J.. Máximas ... , op. cit.. Ma-
drid, 1830. Vol. I, págs. 148 ss.; ESCOLANO DE ARRIE-
TA, P .• Práctica .... op. cit .• Vol. 1; cap. VI; pág. 47; 
FEBRERO NovíSIMO o Librería de Jueces, refundido 
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«apertissima facultas est Principis majesta-
tem adire et tarditatem judicis in que re-
llam deducere». La forma que se prescribe 
para preparar este recurso, es interpelando 
por tres veces, en tres distintos escritos, al 
juez eclesiástico para que administre jus-
ticia, apelando de su denegación o morosi-
dad y protestando, al auxilio Real, de la 
fuerza. 
Los que anteriormente se expusieron 
suelen ser, con ligeras variantes, los tipos 
de recursos a los que se refieren la mayo-
ría de los autores 62. 
Además de estos tradicionales tipos de 
recursos de fuerza, incluiremos ahora otra 
división, atendiendo a la diversidad de 
asuntos en los que tenían lugar, es decir, 
según la materia sobre la que versaban. Así 
como aquellos autores no pretenden de ca-
da recurso una exposición exhaustiva, no-
sotros nos limitaremos a su simple enun-
ciado y remisión a cierta bibliografía 63. 
1. Inmunidad local: Covarrubias dedi-
ca al estudio de estos recursos todo el títu-
lo XI de su obra, y el Conde de la Cañada, 
todo el capítulo 111, de la parte 11, de la 
suya. 
2. Cobranza de las rentas reales: a las 
que dedica Covarrubias los títulos XV y 
XVI, y el Conde de la Cañada, el capítulo 
IV de la parte 11. 
3. Retención de Bulas: Covarrubias de-
dica los tít. XVII al XXIII, de su obra, 
Tom. 1, y comenta con detalle, la Ley 37, 
del Tit. 111, del Lib. 1, de la Nueva Recopi-
por D. Eugenio DE TAPIA. Valencia. 1837. Vol. IX. 
págs. 7 ss.; MALDONADO, J . Recursos ... , op. cit., Ma-
drid, 1954. pág. 21. 
63. Vid. MALDONADO, J .• [bid .• págs. 37 ss. Trata 
de todo esto y remite a abundante y clásica biblio-
grafía. 
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lación; el Conde de la Cañada la estudia en 
los capítulos VII al XI , de la Parte I1 , de 
su libro. 
4. Nuevos diezmos y rediezmos: a los 
que dedica Covarrubias, e! Tít. XXVI, del 
Tomo 1, de su obra, y e! Conde de la Caña-
da, los Caps. 1 y I1, de la Parte n, de la su-
ya. 
5. Protección de regulares: tratados en 
extenso por Covarrubias en el Tít. XXIV de 
su obra. 
6. Visita de Ordinarios o visitadores: 
Covarrubias se ocupa de los recursos que 
pueden originarse con este motivo, en e! 
Tít XXVII, de su obra. El Conde de la Ca-
ñada trata de ellos en el cap. II de la Par-
te 1. 
7. Esponsales: tratados por Covarru-
bias, en e! Tít. XXVIII de su obra. 
8. Expolios y vacantes: a los que e! 
Conde de la Cañada, dedica, en e! cap. XII, 
de la Parte I1, de su obra. 
9. Patronato real: El Conde de la Ca-
ñada dedica casi toda la Parte II de su obra 
(caps. III al IX), a los problemas del Pa-
tronato Real; lo relativo a los recursos de 
fuerza, en esta materia, se encuentra espe-
cialmente tratado en el cap. IX. 
VI. CONSIDERACIONES DE ÍNDOLE GENERAL. 
Hoy esta institución resulta especial-
mente difícil concebirla. Sin embargo, si 
nos situamos en e! contexto histórico, no 
ofrece dificultad el comprenderla, bien por-
64. En la primera mitad del siglo XIII existían 
en la Universidad de Salamanca cultivadores dis-
tinguidos del Derecho romano y del canónico, y tra -
bajaban bajo el nombre común de legistas. Cfr. JI-
MÉNEZ, A., Historia ... , op. cit., pág. 62. 
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que vemos que los distintos derechos tie-
nen por cultivadores frecuentemente a la 
misma persona 64, o por la frecuencia con 
que se dan las remisiones de un ordena-
miento a otro, a veces con carácter suple-
torio. Sírvanos de testimonio la siguiente 
cita tomada de Hevia Bolaños: «En el fue-
ro eclesiástico se ha de guardar el Derecho 
Canónico, y a falta de él, el Real; y en el 
fuero secular se ha de guardar el Derecho 
Real, y a falta de él, el Canónico; y así, a 
falta de uno se ha de recurrir al otro» ... 65. 
Todos estos recursos puede decirse que 
poseen un común denominador: defender 
el campo propio, para el ejercicio de la ju-
risdicción civil, de pretendidas -y muchas 
veces reales- intromisiones o usurpacio-
nes de la jurisdicción eclesiástica. No, no 
hay en ellos -aparentemente al menos-
un afán por parte de! legislador real, de 
invadir campo ajeno jurisdiccional, am-
pliando e! propio, a expensas de! eclesiás-
tico. 
Basta ver detenidamente las diversas le-
yes de la Novísima Recopilación, para dar-
se cuenta de que lo que pretende el legis-
lador real es defender su propio fuero fren-
te a la excesiva importancia que había lle-
gado a alcanzar la jurisdicción eclesiástica 
a costa precisamente de la civil. A medida 
que ésta se va organizando y adquiriendo 
consistencia, reclama, para las autoridades 
judiciales del rey, su propio ámbito de au-
tonomía. 
Por las singulares circunstancias políti-
co-religiosas que le rodean, y su importan-
cia a la hora de establecer los límites entre 
65. HEVIA BOLAÑos J . de, Curia Philipica, Im-
prenta de Música de D. Eugenio Bieco, Madrid, 1753, 
Vol. 1, Part. r, párr. 8, n. 14. 
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ambas potestades, exponemos aquí, un do-
cumento de singular relieve, que refleja el 
ideario político-eclesiástico de España, es-
pecialmente en el siglo XVII. Debemos ad-
vertir que no se trata del fruto de la espe-
culación de un equipo de juristas privados, 
sino de la teoría oficial del Estado, acerca 
de las ideas que informaban la acción po-
lítica de la Monarquía, en el campo ecle-
siástico. Quedaron estas sistematizadas en 
el Dictamen emanado de una Junta, cuya 
formación arranca precisamente, de la re-
solución tomada por Felipe IV el 14 de oc-
tubre de 1631, y que tenía por misión, dar 
doctrina y marcar las pautas a seguir, en 
los difíciles momentos por que atravesa-
ban entonces, las relaciones Santa Sede-Po-
testad Real. Tal dictamen se redactó de 
acuerdo con el material que les iba llegan-
do procedente de los Consejos, Real de Ita-
lia, Portugal y Aragón, sobre los abusos 
que por Breves Pontificios, o por inter-
vención de Nuncios, Colectores o Agentes 
del Papa, se habían introducido contra la 
jurisdicción real 66. 
No actuaron los doctos y prudentes 
consejeros llevados por un impulso de in-
vadir campo ajeno, sino con profunda y 
entrañable devoción al Papado, pero inten-
tando profundizar en la distinción Papa, 
sucesor de San Pedro y Papa, Príncipe tem-
poral, en cuyo orden no le correspondía 
ninguna preeminencia ni superioridad so-
bre los demás príncipes y, como ellos, re-
sultaba falible. Precisamente por ello 
-« . .. porque algunas veces suele que su 
Santidad, o por mal informado o abusando 
66. Cfr. ALDEA Q., Iglesia y Estado en la Es-
paña del siglo XVII, Universidad de Comillas, 1961, 
págs. 38 y ss. 
67. Dictamen, 12. Los dictámenes a los que ha-
gamos referencia pueden verse en CASl'ILLO DE Bó-
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de su potestad con pretexto de convenien-
cia del Estado y Gobierno eclesiástico, or-
dena cosas en derogación de la actividad 
real y de sus derechos y preminencias y en 
perjuicio de estos Reinos y de los vasallos 
de Su Majestad, ha parecido, antes de pa-
sar adelante, dejar sentado si se podrá ocu-
rrir a estos inconvenientes, por ser éste el 
fundamento en que han de estribar mu-
chas de las resoluciones que se irán propo-
niendo en sus lugares» 67_, los autores del 
Dictamen, que representa uno de los jalo-
nes más importantes de la historia espa-
ñola del Derecho público eclesiástico, in-
tentan establecer lo más claramente posi-
ble los límites entre ambas potestades y 
crear un dispositivo de defensa, más que 
un sistema ofensivo contra la autoridad del 
Papa. Además, por su carácter oficial, este 
Dictamen resulta la explicación más autén-
tica, a la vez que mejor sistematizada, de 
las relaciones Iglesia-Estado en la España 
del siglo XVII 68. 
Intentaremos sintetizar la doctrina ex-
puesta por la referida Junta, en cuanto re-
sulta de nuestro interés, transcribiendo dos 
de sus más significativos dictámenes: 
«La potestad pontificia y real tienen sus 
límites, que se conocen y regulan por sus 
fines. Los Pontífices cuidan de las cosas 
sagradas y eclesiásticas y de las que se or-
denan para fines sobrenaturales y bien de 
las almas. Los Reyes presiden en las cosas 
humanas y temporales y deben procurar 
que sus ciudadanos vivan en paz y gocen de 
felicidad. 
No tiene el Pontífice jurisdicción ni po-
VADILLA, J., Política para corregidores y señores 
de vasallos en tiempo de paz y de guerra, Madrid, 
1775. 
68. ALDEA, Q., Iglesia y Estado ... , op. cit., 
pág. 57. 
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testad directa en las materias y negocios 
temporales. Pero como la que ejerce es de 
más alta y excelente calidad y Dios le dio 
toda aquella que es necesaria para el bien 
de su Iglesia, indirectamente y en orden a 
las cosas eclesiásticas y espirituales es su-
perior a todos los Reyes y Príncipes Cris-
tianos» 69. 
Pero esta subordinación del poder tem-
poral al espiritual por razón del fín sobre-
natural, no ha de perturbar el orden pro-
pio dentro de las respectivas esferas. Cual-
quier extralimitación trastornará el equi-
librio que debe reinar entre ambas potees-
tades, por lo que a continuación la Junta 
emite otro dictamen: 
«Muy conveniente es que los Pontífices 
y los Reyes se contengan dentro de sus 
términos y que los Pontífices no se mez-
clen en el gobierno político y temporal, ni 
tampoco los Reyes pretendan extender su 
potestad sobre las cosas eclesiásticas y <¡a-
gradas, porque el procurar los unos usur-
par la jurisdicción y potestad de los otros 
suele causar grandes perturbaciones y ser 
ocasión de gravísimos males para toda la 
República Cristiana ( ... ) 70. 
Y como criterio hermeneútico en los ca-
sos dudosos, proponen los teorizantes de la 
Junta el formulado por Gabriel . Pereira: 
«Siempre que se dude si la ley civil repug-
na al bien espiritual hay que atenerse a la 
decisión del Papa. Siempre que se dude si 
repugna al bien político, hay que atenerse 
al fallo del poder civil». 
En conclusión, las deliberaciones de la 
Junta ofrecen un cuerpo relativamente sis-
temático de doctrina en el que se recogen 
los fundamentos ideológicos de la Monar-
quía hispánica, teniendo como punto de 
partida la época de los Reyes Católicos y si-
69. Dictamen, 10. 
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guiendo la línea evolutiva de los Austrias. 
No deja de sorprender la concordancia en 
que se manifestaron los canonistas y los es-
pecialistas dedicados al cultivo del Derecho 
secular, durante este período. 
Estos fueron, en síntesis, los principios 
que inspiraron la especulación y la praxis 
en las relaciones Iglesia-Estado durante el 
siglo XVII, y a partir de los cuales se pre-
tendió resolver todo posible conflicto que 
surgiera entre ambas potestades. 
Se observa pues, que lo que se intenta-
ba, con esas leyes, procedentes del poder 
real, más que reducir el fuero eclesiástico, 
era afirmar el poder real en el ámbito pro-
pio en que debía ejercerse, primero, seña-
lando los límites jurisdiccionales; segundo, 
intentando que el poder judicial eclesiásti-
co se retire de lo que abusivamente venía 
detentando a costa del poder real; y terce-
ro, estableciendo recursos de defensa del 
poder real frente al eclesiástico, cuando és-
te no respetaba, de hecho, los límites juris-
diccionales. En resumen, se intentaba aca-
bar con una situación caótica, de desorden 
y abusivas e~ansiones jurisdiccionales, 
por otra de orden y mutuo respeto de lo 
que es propio de cada fuero. Pero lo noble 
del intento quedará malogrado por regular-
se todo este sistema sólo desde un punto 
de vista: desde el del poder real, lo que 
conducirá a la supremacía de éste sobre el 
eclesiástico, y, en definitiva, al consiguien-
te abuso de la autoridad civil a costa dt>l 
legítimo poder de la Iglesia. 
Este principio erróneo tenía necesaria-
mente que desembocar, en multitud de ca-
sos, en consecuencias gravemente dañosas 
para la Iglesia. Así, en la práctica, vino a 
considerarse la jurisdicción eclesiástica, 
como una jurisdicción especial del Estado; 
70. Didamen, 11. 
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éste resultaba ser, de hecho, el único sobe-
rano. Como argumento decisivo no hay más 
que examinar sus efectos tardíos: los tra-
tados y manuales, los comentarios de las 
leyes de enjuiciamiento españoles escritos 
en el pasado siglo y principios de éste, así 
como . las obras de Derecho procesal espa-
ñol publicadas no hace aún muchos años, 
para comprobar el aserto de que la juris- · 
dicción eclesiástica en nuestro país se con-
sideraba como una jurisdicción especial 
dentro de la del Estado 71. En el momento 
actual, tan sólo la procesalística más re-
ciente trata de liberarse de este condiciona-
miento histórico 72. 
CAPíTULO 11 
EL RECURSO DE FUERZA EN EL 
DERECHO POSITIVO ESPAÑOL Y SU 
DISCUTIDA VIGENCIA 
I. EL RECURSO DE FUERZA EN CONOCER EN El 
DERECHO POSITIVO ESPAÑOL. 
a . Fuentes legales vigentes que lo regulan. 
Al profundizar en el estudio de la legis-
lación española en lo concerniente a posi-
71. En el Proyecto de Bases de Ley Orgánica 
de la justicia, remitido por acuerdo del Consejo de 
Ministros a lá Presidencia de las Cortes Españolas 
(Boletín Oficial de las Cortes Españolas, N.O 1309, 
de 20 diciembre de 1973, págs. 31.959-31.983), en la 
pág. 31.971 Y como Base Cuarta, al tratar de los 
conflictos jurisdiccionales, dice: «Los conflictos que 
puedan producirse entre los Tribunales de Justicia 
y la Jurisdicción Militar o la Administración, se de-
cidirán conforme a lo dispuesto en la Ley de Con-
flictos Jurisdiccionales. Los que se originen con la 
Jurisdicción Eclesiástica se resolverán conforme a 
lo específicamente establecido». No deja de ofrecer 
un testimonio a favor de lo que venimos sosteniendo 
el situar -de alguna manera- a la Jurisdicción 
Eclesiástica, en el mismo plano que la Militar o la 
Administración. 
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bIes conflictos de jurisdicción y su solu-
ción a base del recurso de fuerza en cono-
cer, sorprende al estudioso de hoy la exis-
tencia de tan antigua y abundante norma-
tividad, de intenso sabor regalista, veja-
toria, anacrónica e inoperante. También le 
llama la atención sus notables deficiencias 
desde el punto de vista de la técnica jurídi-
ca. 
Así, en la Ley de Enjuiciamiento Civil 73 
promulgada por Real Decreto de 3 de fe-
brero de 1881, revisada, ligeramente refor-
mada y hasta hoy vigente, se determina 
cuándo procede la institución que nos ocu-
pa, cuales son los tribum~les civiles com-
petentes, quienes podrán promover los re-
cursos de fuerza, cómo se preparan y cuál 
es su procedimiento hasta llegar a la sen-
tencia que conceda o no la competencia, así 
como sobre quién recaen las costas, etc. 
En la misma Ley, Seco 111, Tit. 11, Lib. 1, 
es decir, en la Sección relativa a «Cuestio-
nes de competencia» 74, se encuentran en-
clavados los arts. 112 y 113 que, ante un 
mismo supuesto de hecho -extralimita-
ción-, otorgan un tratamiento bien distin-
to: en el primer caso, si quienes se extrali-
mitan son los Jueces o Tribunales eclesiás-
72. No es mera coincidencia que el arto 67 del 
«Texto de los artículos del Libro único de la parte 
primera de la Ley de Enjuiciamiento Civil corregi-
dos y actualizados», en Corrección y A ctualización 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, por Profesores de 
Derecho Procesal, Madrid, 1972, pág. 213, vaya a 
continuación del artículo en el que se señala el ám-
bito de la jurisdicción española para poder conocer 
de negocios civiles con elementos extranjeros, lo 
que indica que a la jurisdicción eclesiástica se le 
otorga el tratamiento que exige una jurisdicción in-
dependiente y soberana. 
73. Tít. lIT, Lib. l, arts. 125 a 152. 
74. Según Guasp: «al tratarse de dos distintos 
órdenes jurisdiccionales, la discrepancia entre ellos 
no puede considerarse como verdadera cuestión de 
competencias, sino como conflicto de jurisdicción». 
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ticos, el recurso de fuerza en conocer; en 
el segundo caso, el simple requerimiento 
de inhibición que, si no produce su efecto, 
podrá dar lugar al recurso de queja ante 
el superior inmediato del Juez o Tribunal 
secular. Este resolverá, pero contra su re-
solución no se otorga, por cierto, recurso 
alguno. 
Autores hubo que de este desigual tra-
tamiento han deducido animadversión a la 
Iglesia, menosprecio de su ordenamiento, 
injusticia notoria y abuso de potestad por 
parte de la autoridad civil. Estos autores 
concluyen que, para corregir un posible 
abuso, cada día menos probable, se mantie-
nen normas impropias del clima que debe 
resultar del Concordato suscrito entre am-
bas potestades, como es admitir unilateral-
mente el derecho a repeler la fuerza -a 
veces solamente presunta- con la fuerza, 
con intenso sabor a ius gladii o poder coac-
tivo material y supremo, de parte del Esta-
do. No obstante por lo acertadas que nos 
parecen, incluimos unas observaciones al 
respecto que hace DE DIEGO LORA 75. 
Cfr. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
t. 1, Madrid 1948, pág. 433. 
En cambio, esta distinción pasa desapercibida al 
comentarista más cualificado y tradicional de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil en su primera época de vi-
gencia, J. M. Manresa y Navarro. Cfr. Oomentarios 
a la Ley de Enjuiciamiento CiviZ reformada, 3.' edrc. 
de F. de Paula Rivas y Martí, t. 1, Madrid 1910, 
págs. 284 a 287. 
75. DE DIEGO-LoRA, C., Ambito ... , op. cit., págs. 
542-543. Dice «El mismo llamado recurso de fuerza 
en conocer, regulado en la Ley de Enjuiciamiento 
Civil española, en los artículos 125 a 152, a pesar de 
los términos lesivos en que está concebida su deno-
minación y el abusivo carácter unilateral por parte 
de la jurisdicción estatal con que son resueltos, no 
viene a poner en evidencia más que la plena libertad 
con que los Tribunales eelesiásticos actuaban en el 
territorio español y en relación con los súbditos es-
pañoles ... 
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Por otro lado, el arto 48 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, en vigor por Real 
Decreto de 14 de septiembre de 1882, nos 
remite, para la tramitación de los recursos 
de fuerza sobre materia penal, a lo dispues-
to en la Ley de Enjuiciamiento Civil, a la 
vez que el art. 113 de esta Leyes textual-
mente reproducido como arto 49 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal. 
Todas estas normas exigían que se im-
pusiera, como consecuencia ineludible, la 
sanción que el arto 381 del Código Penal '6 
ordena imponer a los Jueces Eclesiásticos 
que, requeridos por el Tribunal Civil, rehu-
sasen remitirle los autos pedidos para la 
decisión de un recurso de fuerza. 
En el Cap. IV, Tít. VII, sobre «Cuestio-
nes de competencia», de la Ley Orgánica del 
poder Judicial 77 , arts. 390 y 391, encontra-
mos perfecta correspondencia con los arts. 
112 y 113 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
anteriormente citada. A su vez, los arts. 
125 a 152, de esta Ley, se corresponden 
con los arts. 399 a 425, que integran el Cap. 
«El error legislativo fundamental consistía ( ... ) 
en tratar a la jurisdicción eclesiástica como si fuera 
una jurisdicción especial de las del país, como po-
dia serlo, por ejemplo, la jurisdicción militar: no 
advertir que la jurisdicción eclesiástica no dependia 
ni era ejercida en nombre del Estado, sino de la 
Iglesia, entidad pública distinta e independiente del 
Estado; que si se ejercía tal jurisdicción dentro del 
territorio español era debido a su aptitud para con-
ducirse a la vez qUe la del Estado; que se trataba 
de dos jurisdicciones distintas y compatibles, cada 
una con su propio ámbito, determinado por una le-
gitimación propia de Derecho natural ostentada por 
cada una de dichas jurisdicciones». 
76. Texto revisado de 1963 aprobado por De-
creto 691/1963, de 28 de marzo y modificado par-
cialmente por la ley 3/1967, de 8 de abril. 
77. De 15 de septiembre de 1870, revisada y 
puesta al dia con las disposiciones complementarias, 
hasta el 1.0 de marzo de 1942. 
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V, Tít. VII, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. 
Ahora procuraremos hacer una exposi-
ción sistemática de todas las normas lega-
les históricas, precedentes a las vigentes. 
En aras a un indispensable rigor dividire-
mos los antecedentes legales en mediatos 
-remotos-, e inmediatos -próximos-, 
estableciendo como fecha fronteriza, la de 
promulgación de la Constitución de 1812. 
b. Antecedentes legales remotos y corrien-
tes de opinión doctrinal suscitadas. 
Como expone Maldonado 78 -cuyo va-
lioso estudio utilizamos-, no se puede se-
riamente pretender enlazar la práctica del 
reino visigodo que se menciona en el ca-
non 12 del Concilio XIII de Toledo, cele-
brado en el año 683, ni tampoco invocar 
las Partidas, como antecedentes legales 
concretos de los recursos de fuerza. No obs-
tante, nosotros, en esa balbuceante norma-
tividad, encontramos el material legal ap-
to que, después de largo y laborioso pro-
ceso estrechamente vinculado a circuns-
tancias religiosas y políticas, dará lugar a 
la profusa y sistemática legislación de los 
siglos XVII y XVIII que a su vez ha servido 
también de antecedente de las normas po-
sitivas actuales. 
78. MALDONADO, J., Los recursos ... , op. cit., págs. 
9 ss. Sin embargo no podemos pasar por alto el 
punto de vista radicalmente opuesto que en su tiem-
po sostuvo Pedro Escolano de Arrieta. En su obra 
-póstuma-, Práctica del Consejo Real en el despa-
cho de los negocios consultivos, instructivos y con-
tenciosos, Madrid 1796, vol. I , cap. VI, pág. 47, dice: 
«Es tan antiguo el recurso protectivo en España, 
que en el canon 12 del Concicilio XIII de Toledo, 
celebrado en el año de Cristo 683 en el que se esta-
bleció el orden gradual de las causas eclesiásticas, 
y las facultades de los Metropolitanos para terminar-
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En síntesis, el c. 12 del Concilio XIII de 
Toledo dice 79: que si un clérigo o religioso 
tiene una causa contra su propio Obispo, 
debe recurrir al Metropolitano propio; si 
éste no le presta auxilio, al Metropolitano 
de otra provincia eclesiástica y si tampoco 
es atendido por él, está autorizado a recu-
rrir al Príncipe. Establece también el me-
canismo de la imposición de censuras en 
estos casos y resulta patente la viabilidad 
de un recurso al rey en el supuesto de no 
haber sido atendido por dos metropolita-
nos. Esto representa un temprano portillo 
legal -que se irá ensanchando-, para po-
sibles reclamaciones al soberano, contra 
decisiones -o inhibiciones- de los Tribu-
nales eclesiásticos, por parte de quienes 
se consideran perjudicados, y, más tarde, 
también· por vía de oficio. No deja de su-
poner también, un grave quebrantamiento 
del principio de observancia de la línea ju-
risdiccional en que la cuestión se planteó 
inicialmente. Se pasa del fuero eclesiástico 
al del poder real, con olvido del respeto que 
merece, en cada ámbito jurisdiccional, el 
principio de jerarquía judicial. 
Resulta evidente que no nos encontra-
mos frente al recurso de fuerza tal como 
nosotros lo consideramos hoy, sino más 
bien ante un recurso de protección -o de 
amparo, podríamos también llamarlo-- que 
los, quedó preservado el recurso protectivo por via 
de fuerza o protección a la autoridad real». En el 
mismo sentido, JOSÉ DE COVARRUBIAS, Máximas so-
bre . . . , op. cit., Madrid 1829, vol. 1, pág. 150, dice: 
«el uso del recurso de la protección al soberano o 
sus tribunales es tan antiguo como la Monarquia», 
apoyándose, para ello, en el antedicho canon tole-
dano. 
79. Según Joannes Dominicus, cfr. MANSI, 
J. D., Sacrorum Conciliorum nova et amplissima 
collectio, Graz, 1960, col. 1.074. 
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tiene su origen en decisiones eclesiásticas, 
pero no en el ámbito judicial, sino en el de 
la potestad administrativa y de gobierno. 
Es una concreción clara de un derecho ma-
yestático circa sacra que participa simul-
táneamente del ius advocatiae -por lo que 
tiene de tutela del ordenamiento canóni-
co- y del ius cavendi ~n cuanto se trata 
de la defensa de parte de la sociedad con-
tra las violencias inferidas por algunos ecle-
siásticos al orden social o a los derechos de 
los ciudadanos-o 
Como ejercicio de un derecho mayestá-
tico aparece manifiesta la influencia del 
principio de territorialidad: quien es señor 
de su territorio protege, en definitiva, a to-
dos los que están bajo la eficacia de su 
poder. 
En cuanto a la influencia de estos ante-
cedentes legales en Las Siete Partidas, lo 
mismo que en cuanto al significado de és-
tas a la hora de servir para deslindar las 
80. Mientras Maldonado no encuentra antece-
dente -cfr. Los recursos ... , op. cit., pág. 12-, los 
autores regalistas los hallan en no pequeña propor-
ción;ello se debe a que aplicaron gratuitamente a 
los jueces eclesiásticos aquellas normas que en Las 
Partidas se establecen para los jueces civiles, para 
«aquellos que tienen voz de rey» -Ley IV, Tít. X, 
Parto VII. 
Por otro lado, el Prólogo a este texto legal -cfr. 
Las Siete Partidas, tomo 1, pág. X, Madrid, 1807, 
Imprenta Real- ya dice que «se le ha acusado tam-
bién -se refiere al Rey Sabio de que, conducido por 
su excesiva devoción, dió demasiado ensanche a la 
autoridad de la Iglesia con menoscabo de la suya y 
daño de sus reinos». Esta misma opinión es com-
partida a finales del siglo XVII por Francisco MARTÍ-
NEZ MARINA, EnsOlJlo histórico ... , op. cit. , pág. 291, 
donde dice: «Las leyes de Partida lejos de vindicar 
los derechos de la soberanía, aprobaron estas nove-
dades, ampliaron considerablemente la potestad ju-
diciaria de los eclesiásticos, consistiendo y aún de-
terminando que la extendiesen a causas puramente 
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jurisdicciones civil y eclesiástica, se dan 
los puntos de vista más dispares 80. 
No hay duda que subyace en esta legis-
lación, por otro lado cosa nada nueva, una 
delimitación de jurisdicciones establecida 
tanto por razones ascético-pastorales como 
jurídicas 81. 
La única referencia clara a un posible 
caso de «fuerza» que figura en Las Parti-
das, es la Ley 17, Tít. X, Parto VII 82. 
Pero acaso la norma legal más antigua y 
mejor formulada de la institución que ge-
néricamente nos viene ocupando, se dé en 
la Ley 11, Tít. VI, Lib. I de la Nueva Reco-
pilación, o, Ley J, Tít. 11, Lib. 11 de la No-
vísima, atribuida a Juan J -1350, 1393- y 
que se da por dictada en Segovia 83. 
Los Reyes Católicos 84 ordenan a los asis-
tentes, gobernadores y corregidores que: 
«Si supieren que los Jueces y Mi-
nistros de la Iglesia en algo usurpan o 
laicales, y que siempre se habían considerado como 
materias privativas de los tribunales reales» . 
81. La Ley 48, Tít. VI, Part. 1, establece: «Plei-
tos seglares no conviene a los clérigos usar: pues 
esto no les pertenece: porque sería vergüenza en-
trometerse en el fuero de los legos los que señalada-
mente son dados para el servicio de Dios». 
82. «Prelado o Mayoral de alguna Iglesia, o de 
algún Monasterio o de algún lugar religioso, o 
Maestre de alguna orden, entrando o tomando por 
fuerza alguna cosa con mandato o con consentimien-
to de su Cabildo, o mandándolo tomar o entrar a 
otro, también el Cabildo como él cae en la pena que 
arriba establecimos para los fozadores». 
83. «Los Reyes de Castilla, de antigua costum-
bre aprobada, y usada, y guardada, pueden conocer 
y proveer de las injurias, violencias y fuerzas que 
acaecen entre Prelados y clérigos y personas ecle-
siásticas, sobre la Iglesia o beneficios». 
84. Pragmática, de 9 de junio de 1500, recogida 
posteriormente en Nueva Recopilación, Ley XVI, Tít. 
VI, Lib. III, Y Novíss. Recop. Ley IX, Tít. 1, Lib. 
IV. 
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se entremeten en lo que no les pertene-
ce, les hagan requerimiento de que no 
lo hagan; y si de ello no quisieren ce-
sar, nos lo hagan saber luego para 
que Nos lo mandemos remediar, de 
manera que no consientan que pase 
cosa alguna en nuestro perjuicio y de 
nuestra jurisdicción sin que luego sea 
remediado y notificado a Nos». 
Resulta patente la aproximación a la 
institución recurso de fuerza que se ope-
ra, desde el c. 12 del Concilio XIII de To-
ledo, a la ordenanza que comentamos, has-
ta el punto de que en esta norma puede 
encontrarse un antecedente claro del art. 
125 de la vigente Ley de Enjuiciamiento Ci-
vil. Encontramos otro antecedente, aunque 
menos preciso, del arto 149 del mismo tex-
to legal, en la Ley XVII, Tít. V, Lib. 111 de 
85. «Mandamos que de aquí en adelante en las 
provisiones que se diesen a los asistentes, corregi-
dores y sus lugares tenientes y otras cualesquiera 
Nuestras justicias, se pongan que so pena de priva-
ción de los oficios y perdimiento del salario, envíen 
relación en cada año si los Prelados y Jueces ecle-
siásticos guardan lo que por Nos e.stá establecido 
cerca de llevar a los derechos de ellos y sus nota-
rios; y así mismo, bajo la misma pena y dentro de 
dicho término, envíen relación en qué cosas y casos 
los dichos Prelados y Jueces eclesiásticos y conser-
vadores usurpan nuestra jurisdicción real». 
86. «Por cuanto así por derecho como por cos-
tumbre inmemorial nos pertenece alzar las fuerzas 
que los jueces e.clesiásticos hacen en las causas ecle-
siásticas de que conocen, en no otorgar las apelacio-
nes que de ellos se interponen legítimamente, y así 
mismo en prohibir que no conozcan los tales jueces 
eclesiásticos contra legos en causas profanas: por 
ende mandamos a nuestros jueces que si los procesos 
que hicieron contra legos, vistos, les constare ser so-
bre causas profanas, manden a los dichos jueces 
eclesiásticos, que no conozcan de ellos y den por nin-
guno lo por ellos hecho, y manden que absuelvan de 
cualquier censura, y remitan los tales pleitos a los 
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la Nueva Recopilación Ley 1, Tít. XV, Lib. 
11, de la Noviss 85. 
También hemos de admitir que ha su-
puesto un notable aporte para nuestra le-
gislación actual sobre esta materia, la Ley 
XIV, Tít. 111, Lib. 111 de la Nueva Recopila-
ción, Ley V, Tít. 11, Lib. 11, de la Noviss 86. 
Los arts. 128, 131, 138, 142,2, entre otros, 
de la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil, 
están sin duda redactados sobre principios 
extraídos de esta Ley. 
No menos fecunda resultó la Ley dicta-
da por el Emperador Carlos y D.a Juana, en 
Toledo, el 11 de agosto de 1525 y recogida 
después como Ley XXXVI, Tít. V, Lib. 11 
de la Nueva Recopilación, Ley 11, Tít. 11, 
Lib. 11, de la Novss. Recop 87. 
De lo anteriormente expuesto se des-
prende que la autoridad civil se afirma 
competente para conocer en los casos en 
juece.s seglares que de ellos puedan y deban cono-
cer ... ». 
87. «Por cuanto así por derecho como por cos-
tumbre inmemorial, nos pertenece alzar las fuerzas 
que los jueces eclesiásticos y otras personas hacen 
en las causas que conocen, no otorgando las apela-
ciones que de ellos legítimamente son interpuestas, 
por ende mandamos a nuestros presidentes y oído-
res de las nuestras audiencias de Valladolid y de 
Granada que cuando alguno viniere ante ellos que-
jándose que no se le otorga la apelación que justa-
mente interpone de algún juez eclesiástico, dé nues-
tras cartas en la forma acostumbrada en nuestro 
Consejo, para que se otorgue la apelación; y si el 
juez eclesiástico no la otorga, manden traer a nues-
tras audiencias el proceso eclesiástico originalmen-
te, el cual, traído, sin dilación lo vean y si por él 
les constare gue la apelación está legítimamente in-
terpuesta, alzando la fuerza, provean que de tal juez 
la otorgue, para que las partes puedan seguir su 
justicia ante quien y como deban, y repongan lo 
que después de ella hubieran hecho; y si por el dicho 
proceso les pareciere que la dicha apalación no es 
justa y le,gítimamente interpuesta, remitan ensegui-
da tal proceso al juez eclesiástico, con condenación 
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que el juez eclesiástico no otorga la apela-
ción o hace «fuerza» y, además, quedan es-
bozados los trámites aseguir. 
De todas formas, la propia autoridad 
real también parece que intenta, por otro 
lado, desentenderse de causas que, por tra-
tarse claramente de competencia eclesiásti-
ca, o por su poca trascendencia, sería pre-
ferible se fallasen en el ámbito correspon-
diente, aunque termina por declarar, una 
vez más, la competencia del Consejo Real 
en estas materias. Así se deduce de la Ley 
XI. Tít. V, Lib. 11, que figura en la Nueva 
Recopilación, y que fue promulgada por 
D. Carlos y D.a Juana en 1557, en Vallado-
lid 88. 
Posteriormente a esta Ley, un decreto 
de costos si les pareciere, para que se proceda y ha-
ga justicia». 
88. «Porque somos informados que los negocios 
eclesiásticos tocantes a visitación de Religiosos y 
Religiosas, que se hacen por los Superiores, trae con-
sigo inconvenientes traerse por vía de fuerza a las 
Audiencias ( ... ), por ende mandamos a los Presiden-
tes, y Oídores de las Audiencias que no se entremetan 
a conocer de tales, ni mandar traer ante ellos tales 
procesos por vía de fue.rza en materia alguna, por-
que, cuando esto hubiese de proveer, los de nuestro 
Consejo proveerán». 
89. Conocidas son por todos las dificultades en 
que se encontraron las relaciones entre la Sede 
Apostólica y España durante el reinado de Felipe Il 
y los Papas Paulo IV, Pío V, Gregario XIII y Sixto V. 
Durante el pontificado de Paulo IV se cerró la Nun-
ciatura y se publicó la Pragmátioa de 30 de mayo de 
1557, en la que se imponía al Nuncio un asesor au-
ditor español. Más tarde, al subir al solio pontificio 
Pío V, volvieron a hacerse delicadas las relaciones 
entre las dos potestade.s. El punto neurálgico de la 
situación era lo relativo a las posibles invasiones de 
las jurisdicciones respectivas. La preocupación por 
evitar intromisiones de los Príncipes católicos en los 
asuntos eclesiásticos, movió a Pío V a publicar, no 
sólo en Roma sino en toda la Iglesia, el Jueves San-
to, la antigua Bula, In Coena Domini, promulgada 
por Urbano V en 1364, y en la que se contenían las 
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enviado al Tribunal de Granada prohibía al 
juez eclesiástico proceder a la instrucción 
de una causa con tal de que una de las par-
tes la declarase civil; se debía esperar la 
decisión del tribunal civil y, conforme a 
ella, venía regulada la competencia. 
La Curia Romana protestó e intentó con-
mover los sentimientos religiosos de Feli-
pe 11. El Rey consultó a las Universidades 
de Salamanca, Alcalá y Valladolid; envió a 
Francisco de Vera a Roma, a defender la 
legitimidad de los recursos, y convocó, en 
1581, una comisión para que diese su pare-
cer acerca de la pretensión del Papa en el 
sentido de que la decisión sobre la com-
petencia correspondiese a jueces eclesiás-
ticos aunque nombrados por el Rey 89. 
censuras reservadas al Papa. Pío V las amplió con-
siderando como delitos, susceptibles de excomunión, 
la apelación a un Concilio general y el intrusismo 
de los jueces laicos en las causas penales en las que 
se veían implicados eclesiásticos. Más tarde Grega-
rio XIII y Sixto V volvieron a ampliar las compe-
tencias pontificias. 
Por su parte, Felipe Il, publicó la Pragmátioa 
de 30 de noviembre de 1569 en la que se establecía 
el placet regio. 
En todo este contexto y época una cuestión muy 
importante que se debatía era la relativa a los re-
cursos de fuerza, que el Papa no podía ni quería to-
lerar y el Rey se sentía en la obligación de conser-
var. En el año de 1571 y a petición de Pío V trata-
ron este punto, como Legado Pontificio, San Fran-
cisco de Borja y, como ministros del Rey, el Prínci-
pe de Eboli y el Cardenal de Espinosa. El efecto de 
estas serias y autorizadas conferencnias fue la pro-
mulgación de la Ley establecida en 1593, a la que 
hacemos referencia. Cfr. CASTELLA, G.,Historia de los 
Papas, Vol. n, pág. 49, Madrid, 1970 y ALDEA, Q., 
IgleSia y Esta40 en la España del siglo XVIl, Uni-
versidad de Comillas, 1961, pág. 195. 
A la muerte de Felipe Il, acaecida el 13 de sep-
tiembre de 1598, Clemente VII envió a España como 
Nuncio extraordinario al obispo de Pavía, Guillermo 
Bastoni, cerca de Felipe IIl, en cuyo reinado se nor-
malizaron las relaciones con Roma y se atenuaron 
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El resultado final de esta consulta fue 
la severa y drástica Ley de 1953, Ley LXXX, 
Tít. V. Lib. 11, Nueva Recop. o Ley VIII, Tít. 
11, Lib. 11, Novss. Recop. redactada en tér-
minos muy enérgicos a favor del poder 
real 90. 
En un intento de delimitar la compe-
tencia del Juez secular, Hevia Bolaños ad-
mite la posibilidad de que éste conozca 
contra los eclesiásticos que usurpen e im-
pidan su jurisdicción: «Conoce el Juez se-
cular contra el eclesiástico y clérigos que 
impiden o usurpan su jurisdicción a los 
cuales puede permitir y castigar por esto 
en los bienes, aunque no en la persona, co-
mo, probándolo en Derecho y alegándolo 
otros, lo dice Gregorio López». Y, paralela-
mente, al fijar la competencia del Juez 
eclesiástico, escribe: ·«Puede proceder el 
Juez eclesiástico contra el secular y sus 
ministros y otros legos que se entreme-
ten, usurpan, impiden o perturban la juris-
dicción eclesiástica, porque por ello se ha-
cen del fuero de ella, como probándolo en 
Derecho y alegándolo otros, lo resuelve 
Castillo» 91. 
los fervores regalistas, que volvieron a reaparecer 
en el reinado de Felipe IV. Cfr. MONTERO y GUTIÉ-
RREZ, E., El Nuevo Concordato español, Madrid, 
1954, págs. 33 ss. 
90. «Por cuanto por los Procuradores de Cortes 
de estos nuestros reinos nos fue hecha relación que 
perteneciendo a Nos como Rey y Señor natural por 
derecho y costumbre inmemorial quitar y obrar las 
fuerzas que hacen los Jueces eclesiásticos de estos 
reinos en las causas que conocen; y habiendo 
siempre usado de este remedio por los que han pa-
decido las dichas fuerzas, despachándose por este 
efecto en el Consejo y Chanchillerías las provisiones 
necesarias, de poco tiempo a esta parte los Nuncios 
de su Santidad hacen diligencias extraordinarias con 
el estado eclesiástico, para que no usen, de este re-
medio haciendo publicar en los púlpitos y otras par-
tes, que los que usan de él incurren en las censuras 
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Finalmente, el Capítulo 21 de la Instruc-
ción de Corregidores, de 15 de mayo de 1788, 
dice: «Estarán a la mira de que los jueces 
eclesiásticos no usurpen la jurisdicción 
real, dando cuenta, en caso necesario, al Tri-
bunal superior correspondiente, o al Con-
sejo, para su remedio». 
Las leyes de la Nueva Recopilación refe-
rentes a los recursos de fuerza y con ca-
rácter de antecedentes de nuestra legisla-
ción positiva son, por orden cronológico, 
las siguientes: 
1379-1390: Ley 11, Tít. VI, Lib. 1; 
1500: Ley XVI, Tít. VI, Lib. 111; 1525: 
Ley XXXVI, Tít. V. Lib. 11; 1542: Ley 
XXXVII, Tít. V, Lib. 11; 1553: Ley 
XIV, Tít. 111, Lib. 111; 1554: Ley VII, 
Tít. 11, Lib. 111; 1953: Ley LXXX, Tít. 
V, Lib. 11. 
Estas leyes nos permiten concluir que 
el Consejo Real admitía los recursos en sus 
diversas clases, y que en el s. XVI aparecen 
estos regulados en su propia significación 
dentro de las normas de la legislación real. 
De ellas se desprenden también unas ins-
del cap. 16 de la bula In Coena Domini; y a petición 
del Fiscal de la Cámara Apostólica se traen de Ro-
ma monitorios para que tengan que comparecer allá 
personalmente los que usan de dicho remedio y que 
lo antedicho es en --mUCho perjuicio de la autoridad 
y preeminencia de la Corona de estos reinos, y que 
el remedio de fuerza es el más importante y necesa-
rio que puede haber para el bien y quietud y buen 
gobierno de ellos, sin el cual toda la República se 
turbaría y se seguirían grandes escándalos e incon-
venientes: mandamos al nuestro Consejo, Chancille-
rías y Audiencias, tengan gran cuidado de guardar 
justicia a las partes que acudieren ante ellos por vía 
de fuerza, conforme a Derecho y costumbre inme-
morial, leyes y pragmáticas de estos reinos y con-
forme a ellas castiguen a los que contravinieren». 
91. HEVIA BOLAÑOS, J. de, Curia ... , op. cit., To-
mo I, Parto lIT, Parrs. 2 y 3, págs. 178 y 187. 
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tancias previas -Cancillerías y Audien-
cias-. Se puede afirmar que todo el com-
plicado mecanismo de los recursos de fuer-
za es una construcción del Consejo, el cual, 
sobre la práctica de los Tribunales, fue 
eleborando una sistematización y técnica de 
los mismos. 
Según hemos ido viendo, en principio 
se puede afirmar, que esta institución ha 
merecido la oposición constante y explícita 
de la Santa Sede. No obstante, por perío-
dos más o menos largos, los Pontífices la 
han aceptado e incluso algunos de ellos, al 
parecer, colaborado en proporcionar su ba-
se teórica, bien que forzados por una si-
tuación de hecho o ad vintanda mala maio-
ra. 
La posición de los miembros de la Je-
rarquía, aisladamente considerados, fue, en 
cambio, diversa: si estaban vinculados a los 
órganos de gobierno de la Sede Apostólica, 
en general puede decirse que rechazaban to-
do lo que pudiera parecerles intromisión 
de la jurisdicción real en la eclesiástica. 
Pero el asunto se complica a la hora de 
tener que juzgar la actitud de cardenales y 
obispos ajenos a los quehaceres propios 
del gobierno central de la Iglesia. Con ex-
cesiva frecuencia la coincidencia de intere-
ses -a veces incluso de orden espiritual-
los llevaba a inclinarse de parte del poder 
temporal. 
En cuanto a los canonistas y civilistas 
-eclesiásticos o laicos- tampoco resulta 
fácil establecer una línea homogénea de 
pensamiento. A la hora de poner -en ten-
92. DE LA FUENTE, V., Historia . .. , op. cit., Vol. 
111, pág. 268. 
93. Dictamen 29. 
94. BOVADILLA, J. CastUlo de, PoZit.ica para 00-
rregidores y señores y vasallos, en tiempo de paz y 
de guerra, Imprenta de Luis Sánchez, Madrid, 1597; 
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slOn dialéctica con los teólogos y entre sf--
los fundamentos doctrinales de esta insti-
tución, les veremos recorrer un camino la-
borioso y cuajado de las más diversas vici-
situdes, especialmente a partir del si-
glo XVI. 
Según De la Fuente, durante este siglo 
«las doctrinas regalistas eran más bien teó-
ricas que prácticas; los teólogos disputaban 
sobre ellas, por lo común, tranquilamente. 
Los fines eran rectísimos, las costumbres 
de los disputantes, muy puras, el afecto a 
la Iglesia, grande, y grande también el res-
peto al Trono; los principios de que par-
tían eran generalmente admitidos y de va-
lor convenido, y no había prevención des-
favorable contra ninguno de los disputan-
tes de que tratara de perjudicar a la Iglesia 
en lo más mínimo. «Mas en tiempo de Fe-
lipe IV la escuela regalista toma otro ses-
go: sus doctrinas son ya enteramente prác-
ticas, y se trata no de disputas, sino de 
conseguir el objeto disputado» 92. 
Durante este período los recursos de 
fuerza aparecen considerados como doctri-
na aceptada por los teólogos españoles. 
Así: Torquemada, Vitoria, los dos Sotos, 
Navarro y Covarrubias, quien llega a afir-
mar que si se privase al poder civil de esta 
arma, en breve se experimentarían gravísi-
mos daños en la vida pública 93. 
Otros autores españoles que se mues-
tran favorables y escriben en defensa de la 
jurisdicción real, son: Bovadilla, Azavedo 
y Suárez de Paz 94, mereciendo especial 
AZEVEDO, A . de. Oommentariorum iuris civilis i n His-
paniae regias Oonstitutiones, Lib. 1, Tít. 6.° Legem 
2, pág. 103, Salmanticae, 1583; SUÁREZ DE PAZ, G., 
Praxis ecclesiástica, 11, pág. 41, n. 34; pág. 75, n. 4; 
pág. 77, nn. 8-10, Matriti, . 1770. 
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mención Henricus Henriquez 95, fallecido 
en 1608, maestro de Suárez, y uno de los 
teólogos más profundos de su tiempo. No 
obstante que se limitaba en su obra a expo-
ner la doctrina admitida corrientemente 
sobre el tema, fue denunciada como inju-
riosa a la Santa Sede y perjudicial para los 
intereses de la Iglesia, y, a instancias del 
Nuncio, mandada quemar, habiéndose sal-
vado apenas tres o cuatro ejemplares. 
Como contrarios al instituto del recur-
so a la potestad real hemos de conceder 
especial importancia a Suárez, Azor y Bo-
nacina. 
Durante todo el siglo XVII siguen las dis-
cusiones entre regalistas y defensores de 
los intereses de la Sede Apostólica. Entre 
los primeros aparecen autores de tanto re-
nombre como Salgado de Somoza 96, consi-
derado como el autor clásico sobre estas 
materias en su época; Juan Bautista La-
rrea 97; Pedro González de Salcedo 98, Solór-
zano, Pimentel, Chamacero, etc. Como ex-
ponentes más representativos de ·la línea 
regalista en el siglo XVIII, tenemos a José 
95. HENRIQUEZ, H., De Olavibus Ecclesiae (Sa-
lamanticae, in aedibus Joannis Fernandi). 
96. SALGADO DE SOMOZA, F., Autor de Tractatus 
de supplicatione ad Sanctissimun a Litteris et BulZis 
Apostolicis, nequam et importune impetratis in per-
niciem reipublicae, regní aut regís, aut .iuris testii 
praejudictum, et earum retentione interim in Senatu, 
Matriti, 1639. Fue incluida en el Indice por decreto 
de 26 de octubre de 1640. Escribió también, Tracta-
tus de regia protetione vi oppressorum appellantium 
a cau8Í8 et judicibus ecclesiasticis, 4.' edic. Lugduni, 
1649. Esta obra, según MALDoNADO en la página 8 de 
su estudio que venimos citando, contiene una prime-
ra parte de afirmación de principios y otras tres 
dedicadas a aplicaciones concretas y llegó a consti-
tuir el arsenal de donde tomaron los materiales los 
que luego han apoyado tales recursos». Fue inclui-
da en el Indice por decreto de 11 de abril de 1628, 
y la misma suerte corrieron todas aquellas en que 
se mantenía la legalidad de los recursos de fuerza. 
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de Covarrubias -repetidas veces citado-
y al Conde de la Cañada 99, quienes, con sus 
obras, dejan trazado el cuadro de los recur-
sos de fuerza tal y como se admitían en Es-
paña a finales de este siglo. 
La conclusión a la que llegamos, e~ 
que, tanto en la práctica legislativa y admi-
nistrativa, como en el terreno de los prin-
cipios, se asiste a una tensión -a veces 
declarada lucha- entre la Iglesia y el Es-
tado por la soberanía jurídica, que es la 
que otorga lo que calificamos de compe-
tencia sobre la competencia. 
Todo lo anteriormente expuesto nos da 
una idea del clima existente en el momento 
de la promulgación de la Constitución de 
1812, frontera cronológica que habíamos es-
tablecido entre los antecedentes próximos 
y remotos. Como base legal y jurispruden-
cial cuenta con la legislación de la que he-
mos dejado constancia y la práctica del 
Real y Supremo Consejo de Castilla y de 
otros Tribunales subalternos; y encuentra, 
como principios doctrinales, principalmen-
te, los argumentos aducidos por los autores 
Para captar el influjo que este autor ejerció en la 
concepción regalista del gobierno, vid. ALONSO, S., El 
pensamiento regalista de Francisco Salgado de So-
moza (1595-1665). Contribución a la historia del re-
galismo español, Salamanca, .1973. 
97. !.ARREA, J. B., Jurisconsulto. Autor de impor-
tantes obras, como: De auctoritate Magistratuum, 
seu Ministrorum publicorum, y De foederibus Prin-
c,ipis Christiani. No constan ni lugar ni fecha de edi-
ción en «Bibliotheca Hispana Nova», Matriti, apud 
Joachinum de Ibarra. 
98. GONZÁLEZ DE SALCEDO, P., De lege política 
8Íusque naturali executione et obligatione tam ínter 
laicos quam ecclesiasticos, Matriti, 1829. Dos volú-
menes: de VII + 351, y 408 págs., respectivamente; 
99. CA:Ñ"ADA, Conde de la, Observaciones prácticas 
80bre 108 recurS08 de fuerza: modo y forma de in-
troducirl08, continuarl08 y determinarl08 en los tri-
bunales superiores, Madrid, 1793, 2." ed., XVIII+616 
páginas. 
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a los que acabamos de hacer referencia ca-
lificándolos de regalistas 100. 
c. Antecedentes legales próximos: el pro-
blema de la unificación de fueros. 
El Título V de la Constitución de 1812, 
al hablar de los Tribunales y de la Admi-
nistración de Justicia en lo Civil y Crimi-
nal, en su arto 248, establece la unificación 
de fueros, pasando a reconocer el eclesiás-
tico -y con ello la competencia de los tri-
bunales de la Iglesia- en el artículo si-
guiente, el 249, que dice: «Los eclesiásticos 
continuarán gozando del fuero de su esta-
do, en los términos que prescriben las leyes 
o que en adelante prescribieran». 
Después, al establecer el Tribunal Su-
premo y fijar su competencia, le asigna, en 
el apartado n. 8 del arto 261, la de: «Cono-
cer de los recursos de fuerza de todos los 
Tribunales Eclesiásticos Superiores de la 
Corte». 
y cuando se refiere a las Audiencias Te-
rritoriales, al fijar sus competencias, en el 
arto 266, establece: «Les pertenecerá así-
mismo conocer de los recursos de fuerza 
que se introduzcan de los Tribunales y au-
toridades eclesiásticas de su territorio». 
Procediendo según el criterio cronoló-
gico que nos hemos trazado, pasaremos 
100. Casi a titulo anecdótico y en cuanto pueda 
aportar datos socio-politicos para reflejar con ma-
yor precisión el cUma existente al que hemos hecho 
referencia -las Constituciones traslucen las ideas 
del grupo o grupos imperantes-- hacemos una breve 
referencia a la Constitución de Bayona, en cuanto 
hecha con la colaboración de españoles, aceptada por 
la Junta española el 7 de julio de 1808 y que tuvo 
cierta fuerza obligatoria en el territorio dominado 
por los franceses. Después de afirmar en su articu-
lo 1.0 que: «La religión Católica, Apostólica y Roma-
na ( .. . ) será la religión del Rey y de la Nación» ... , 
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ahora a estudiar la Ley de Enjuiciamiento 
Civil de 5 de octubre de 1855, que se limita 
a la regulación de los recursos sobre asun-
tos judiciales y que son los que propiamen-
te se conocieron con el nombre de recursos 
de fuerza. Ya en épocas anteriores existie-
ron los llamados recursos de protección, 
también contra decisiones eclesiásticas, pe-
ro tenían su origen, no en el ámbito judi-
cial, sino en el de la potestad administrati-
va y de gobierno. 
Como se deduce del articulado dedicado 
a la cuestión que nos ocupa (Part. I, Tít. 
XXII, Seco I, arts. 1103 al 1127, y Seco 11, 
arts. 1128 al 1132), se siguen conservando 
las tres clases antiguas de los recursos de 
fuerza y sus denominaciones «en conocer», 
«en el modo de proceder» y «en otorgan>. 
Se conserva también la regla de que no ha-
ya ulterior recurso de las sentencias que, 
sobre los de fuerza en conocer, pronuncien 
el Tribunal Supremo o las Audiencias. 
Según Gómez de la Serna 101, las refor-
mas introducidas por esta Ley, en lo que a 
la institución que nos ocupa se refiere, fue-
ron mínimas. Hasta el punto de que puede 
considerarse que afectan sólo a asuntos de 
procedimiento; no obstante resultan de 
gran interés, pues sirvieron para unificar la 
reglamentación dispersa y las distintas 
prácticas observadas, agrupándolas en un 
suprime, en el arto 98. .. «los tribunales que tienen 
atribuciones especiales, y todas las justicias de aba-
dengo, órdenes y señório» ... , y asigna, al Consejo 
Real, el conocimiento «de los recursos de fuerza en 
materias eclesiásticas». Vid. SEVILLA ANDRÉS, D., 
Constitución de Bayona, en «Constituciones y otras 
leyes y proyectos politicos de España», Vol. 1, págs. 
49 a 68. Editora Nacional, Madrid, 1969. . 
101. GóMEZ DE LA SERNA, P., Motivos de las va-
riaciones principales que ha introducido en los pro-
cedimientos la Ley de Enjuiciamiento Civil, Madrid, 
1857, págs. 198-202. 
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texto único y ordenado. Se puede decir que 
esta .. Ley representa la primera regulación 
unitaria y completa del Derecho hasta en-
tonces vigente sobre los recursos de fuerza. 
Corresponde ahora tratar, aunque sea 
brevemente, de la Ley Orgánica de 17 de 
agosto de 1860, especialmente en lo que al 
establecimiento de la competencia se refie-
re. El número 3 de su arto 45, dice: «El 
Consejo de Estado será oído necesariamen-
te, y en pleno, sobre todos los asuntos con-
cernientes al Real Patronato de España e 
Indias, y sobre los Recursos de Protección 
y Fuerza, a excepción de los consignados 
en la Ley de Enjuiciamiento Civil -se re-
fiere a la de 5 de octubre de 1855- como 
propios de los Tribunales». 
Anteriormente estos asuntos eran de la 
competencia del Consejo de Castilla -Le-
yes Tít. 111 y Leyes 9 a 14 del Tít. 11, Lib. n, 
Noviss. Recop.-. Posteriormente a la dis-
posición que hemos transcrito, la compe-
tencia recaería sobre el Tribunal Supremo 
de Justicia, si bien las Audiencias, en algún 
caso, conoCÍan de los recursos de fuerza o 
de los de protección de regulares -arto 58, 
atribución 4.a , y art. 90, atribuciones 4.a, 
9.a y 10.a del Reglamento Provisional para 
la Administración de Justicia. 
Corresponde ahora detenernos en el De-
creto de Unificación de Fueros de 6 de di-
ciembre de 1868. Entre otras motivaciones 
jurídico-políticas aportaremos las que ex-
pone en 1856 uno de los juristas más rele-
vantes en el estudio de los procedimientos 
102. DE VICENTE y CARVANTES, J., Tratado histó-
rico-crítico y filosófico de los procedimientos judi-
ciales en materia civil según la nueva Ley de Enjui-
ciamiento, 3 vols. Imprenta de Gaspar y Roig, Ma-
drid, 1856-1858. 
103. DE MIGUEL, C., La Unidad de jurisdicción 
en materia penal, en «Problemas actuales de. Dere-
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judiciales de la época 102. Este autor, consi-
deraba la situación jurídica por la que atra-
vesaba España como verdaderamente in-
sostenible, dada la coexistencia de tantas 
jurisdicciones especiales que con frecuen-
cia atendían simplemente al fuero perso-
nal, sustrayendo a la jurisdicción ordinaria 
el conocimiento de gran número de proce-
sos. Algún procesalista moderno, para ex-
presar aquel caos, escribe que «entonces la 
única jurisdicción excepcional era la ordi-
naria» 103. 
Este Decreto de unificación de fueros 
ha suscitado, a lo largo del tiempo, las más 
encontradas opiniones. Por una parte, los 
partidarios del fuero personal del clero lo 
consideraban como una violación de la in-
munidad eclesiástica, como un despojo y 
conculcación de los derechos de la Iglesia 
que, en el orden jurídico -decían-, no 
puede producir efectos obligatorios ni te-
ner fuerza de Ley. Impugnaron sus disposi-
ciones por inoportunas, inútiles, ilógicas, 
arbitrarias e ilegales 104. 
Según Maldonado, a esta lista de califi-
cativos habría que añadir el de su imper-
fección desde el punto de vista de técnica 
jurídica, pues se suprime, mediante un ac-
to unilateral del Estado y sin procurar la 
conformidad de la Iglesia, el fuero privile-
giado de los eclesiásticos 105. 
Por el contrario, los partidarios del 
texto legal mantienen que no hay violación 
ni despojo, ya que «la jurisdicción espiri-
tual de la Iglesia subsiste íntegra, y segui-
cho penal y procesal», Universidad de Salamanca, 
Facultad de Derecho, Salamanca, 1971, pág. 50. 
104. ABAD y CAVIA, F., El poder judicial de la 
Iglesia y el fuero personal eclesiástico, Imp. Heléni-
ca, Madrid, 1910. 
105. Cfr. MALDONADO, J., Los recursos ... , op. cit., 
pág. 68. 
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rá subsistiendo a pesar del Decreto de Uni-
ficación de Fueros, y la que ha desapareci-
do es la no esencial, o sea, la accidental 
adquirida en cuanto a los asuntos tempo-
rales» !()6. Afirman que con este decreto en 
realidad se trata de salvar la plena sobera-
nía jurisdiccional de la Iglesia sobre las 
materias que le competen. Como argumen-
to aducen la «Exposición de motivos» del 
propio texto 107. 
Después, la primera de las disposicio-
nes transitorias de la Ley Provisional so-
bre Organización del Poder Judicial de 15 
de septiembre de 1870, al autorizar al Go-
bierno la reforma de la Ley de Enjuicia-
miento Civil, ordenó que se suprimiera su 
Tít. XXII de la Primera Parte. Es la que 
trata de los recursos de fuerza. Su razón 
era no por observancia del respeto a la se-
paración jurisdiccional proclamada legal-
mente, sino porque sus disposiciones que-
daban derogadas por haber sido sustituí-
das por ótras de aquella misma Ley Orgá-
nica. Y en efecto, en el n. 3, Art. 275, Cap. 
V, Tít. VI, de dicha Ley Orgánica se señalan 
las atribuciones de las Audiencias; entre 
otras se les concede la de: «Conocer de los 
106. AGUILERA DE PAZ, E., Comentarios a la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, Madrid, 1912, Vol. I, 
pág. 229. 
107. En ella se dice: «La Iglesia tiene una jU-
risdicción propia, esencial, concedida por Jesucristo 
a los Apóstoles y a los Obispos, sus sucesores, que 
la ejercen, no sólo sobre los eclesiásticos, sino tam-
bién sobre todos los fieles, para poder llevar a cabo 
la misión que su Divino Maestro les confió en la 
Tierra. Esta misión santa no puede ser menoscaba-
da ni restringida: la Iglesia, fiel depositaria de ella, 
continuará ejerciéndola tal y como la recibió de ma-
nos de su Fundador y la han regulado los cánones en 
su ejercicio, y así, las causas sacramentales, bene-
ficiales, los delitos eclesiásticos y las faltas cometi-
das por los clérigos en desempeño de su ministerio 
serán de su conocimiento y competencia». 
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recursos de fuerza que se introduzcan con-
tra los jueces eclesiásticos, sufragáneos o 
metropolitanos, en materia civil». 
Hay que aclarar que se refiere sólo a 
los recursos de fuerza en conocer, quedan-
do por tanto suprimidos los en el modo de 
proceder y en no otorgar. Y así pasó a la 
vigente Ley de Enjuiciamiento Civil de 3 
de febrero de 1881 108. 
A la Ley Orgánica del Poder Judicial de 
1870 pertenecen las distintas soluciones que 
ofrecen los arts. 390 109 Y 391 11°. 
Los demás artículos comprendidos en 
el Cap. V del Tít. VII -del 399 al 425-, 
establecen los preceptos que determinan 
las hipótesis en que se conceden recursos 
de fuerza en conocer, quienes pueden pro-
moverlo, cómo se introducen, etc. 
Podemos concluir que esta Ley Orgánica 
del Poder Judicial repite, aunque con lige-
ros retoques, la misma reglamentación de 
la Ley de Enjuiciamiento de 1855. De ella 
arranca, también a nuestro juicio, el crite-
rio de la uniformidad de jurisdicción que 
se plasmará en la Ley de Enjuiciamiento 
Civil promulgada por Real Decreto de 3 de 
febrero de 1881, redactada conforme a la 
108. MANRESA y NAVARRO, J. M., Comentarios a 
la Ley de Enjuiciamiento Civil reformada, Madrid, 
1928, Lib. I, Tit. III, pág. 398, Ed. Reus. 
109. «Las cuestiones de jurisdicción promovidas 
por jueces o tribunales seculares contra jueces o tri-
bunales eclesiásticos se sustanciarán y decidirán con 
sujeción a las reglas establecidas para los recursos 
de fuerza en conocer». 
110. «Cuando los jueces y tribunales eclesiásti-
cos estimaren que les corresponde el conocimiento 
de un negocio en que entiendan los Jueces o Tribu-
nales seculares, podrán requerirles de inhibición; y 
si no se inhibieren, recurrir en queja al superior in-
mediato de éstos, el cual, después de oír al Ministe-
rio fiscal, resolverá lo que creyere procedente. 
Contra esa resolución no se dará recurso alguno». 
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Ley de Bases de 21 de junio de 1880. Sus 
arts. 112 y 113, de la Seco 111, Tít. 11, Lib. 1, 
reproducen, como acabamos de ver, los 
arts. 390 y 391 de la Ley Orgánica; así co-
mo los arts. 125 a 152, del Tít. 111, Lib. 1, 
hacen lo propio con lo dispuesto en los 
arts. 399 a 425 de la citada Ley Orgánica, 
cuyos preceptos sobre la materia va to-
mando uno a uno, con las mismas pala-
bras y por el mismo orden. Las únicas va-
riaciones consisten en poner Juez de pri-
mera instancia donde se decía Tribunal de 
Partido; en conceder un término de ocho 
días para dictar el auto que resuelve el re-
curso, cuando antes no se marcaba tope; 
y en especificar que en ningún caso se po-
drán imponer las costas al Ministerio Fis-
cal. Esta especificación la hace mediante 
un párrafo que se añade al n o 1 del mismo 
art. 148, que no figuraba en aquel otro 
421 111 • 
Por Decreto de 14 de septiembre de 
1882 fue promulgada la Ley de Enjuicia-
miento Criminal. Le sirvió de base la Com-
pilación General de 16 de octubre de 1879. 
Su art. 48 112 remite la tramitación de 
los recursos de fuerza sobre materia penal, 
a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento 
Civil. En cuanto a los recursos de queja, 
su arto 49 se limitó a reproducir el precep-
to del arto 113 de la antedicha Ley de En-
juiciamiento Civil. 
Estos artículos hacían ineludiblemente 
necesario el establecimiento de una san-
ción en el Código Penal, que después de los 
111. Cfr. MALDONADO, J., Los recursos .. . , op. cit., 
pág. 77. 
112. «Las cuestiones de jurisdicción promovidas 
por Tribunales seculares contra Jueces o Tribunales 
eclesiásticos se sustanciarán y decidirán por los trá-
mites y de la manera que se establece en el Tít. III 
del Lib. I, de la Ley de Enjuiciamiento Civil». 
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cambios y vicisitudes que expondremos a 
continuación, ha quedado fijada, por últi-
mo, en el arto 381 del texto vigente, que 
dice: «El eclesiástico que, requerido por el 
Tribunal competente, rehusase remitirle los 
autos pedidos para la decisión de un recur-
so de fuerza interpuesto, será castigado con 
la pena de inhabilitación especial». 
«La reincidencia será castigada con la de 
inhabilitación absoluta». 
Remontándonos al arto 305 del Código 
Penal de 30 de junio de 1850 113, encontrare-
mos el antecedente legal del arto 381 vi-
gente. 
Si reparamos en que el Cap. IX se re-
fiere a «abusos de los eclesiásticos en el 
ejercicio de sus funciones», y el Tít. VIII 
versa acerca «de los delitos de los emplea-
dos públicos en el ejercicio de sus cargos», 
tendremos que concluir, que la deficiente 
técnica jurídica que hoy mismo se da res-
pecto al art. 381 del Código Penal vigente 
aparece ya un siglo antes, tanto porque el 
artículo está mal situado -dado que el 
juzgar al eclesiástico en el ejercicio de sus 
funciones cae fuera del ordenamiento civil 
ya que el contenido de sus funciones es 
extra-estatal- como porque incorrectamen-
te se le considera funcionario público. 
Profunda variación se observa, sin em-
bargo, en el Código Penal promulgado el 8 
de septiembre de 1928, hasta el punto que 
podría decirse que en él no figura la nor-
ma a que nos venimos refiriendo, o que fi-
gura sólo de modo implícito a lo largo de 
113. «El eclesiástico que requerido por el Tri-
bunal competente rehusase · remitirle los autos pedi-
dos para la decisión de un recurso de fuerza inter-
puesto, o alzar las censuras o la fuerza, será casti-
gado con la pena de inhabilitación temporal. 
La reincidencia se castigará con la inhabilitación 
perpetua especial». 
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los arts. 443, 444 Y 445 del Cap. V, Tít. V, 
Lib. I1, por no aparecer la referencia con-
creta a eclesiástico. Habría que asimilar sin 
lugar a duda al eclesiástico -cuya referen-
cia explícita ya hemos dicho que no apa-
rece-, con el funcionario judicial o pú-
blico. 
Con ligeras modificaciones, tendentes a 
suavizar las penas, los arts. 443, 444 y 445 
se convierten, en el Código Penal de 27 de 
octubre de 1932, en los arts. 374, 375 y 376, 
por lo que se confirma, en este texto legal, 
la desaparición de las normas de los textos 
correspondientes a 1850 y 1870, en los que 
sí se hacía referencia al recurso de fuerza 
en conocer. 
Una observación superficial de este he-
cho podría aparecer como algo que favore-
ciese la actividad judicial de la Iglesia; na-
da más lejos de la realidad. Si se llegó a 
este estado de cosas fue debido a que la 
Constitución de la República Española, de 
9 de diciembre de 1931, en su arto 3.° decla-
raba: «El Estado español no tiene religión 
oficia!», con lo que desaparece la confesio-
nalidad del Estado, y con ella, el reconoci-
miento y aceptación de cualquier tipo de 
jurisdicción eclesiástica, como bien se de-
duce del Tít. VII, arto 95 de la citada Cons-
titución, que expresaba lo siguiente: «La 
administración de Justicia comprenderá to-
das las jurisdicciones existentes, que serán 
reguladas por las leyes». Con tal declara-
ción quedó sin vigor, durante este período, 
y en cuanto al territorio español se refería, 
el c. 1553 con el Código Penal de diciem-
bre de 1944. Vuelve a tener vigencia lo re-
ferente al recurso de fuerza que había de-
saparecido en la normatividad de los tex-
tos antes citados, los de 1928 y 1932. 
Finalmente, en el Decreto 168/1963, de 
24 de enero, se establece, como modifica-
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ción consecuencia de la Ley 79/1961, de 23 
de diciembre, de Bases para la revisión par-
cial del Código Penal y otras leyes penales, 
la adición de la preposición de antes de in-
habilitación absoluta, con lo que el segun-
do párrafo del arto 381 queda: «La reinci-
dencia será castigada con la de inhabilita-
ción absoluta». 
y así pasó al texto revisado de 28 de 
marzo de 1963 y al Código modificado por 
Ley 3/1967, de 8 de abril, conservando el 
mismo numeral, 381, e idéntico lugar en la 
sistemática del texto legal, es decir, Cap. 
VII, Tít. VII, Lib. II. 
II. Su ENFOQUE DESDE EL DERECHO POSITIVO 
DE LA IGLESIA. 
Conscientes somos de que no hay en el 
Código de Derecho Canónico norma alguna 
que se ocupe del recurso de fuerza. Esló-
gico que así sea, pues se trata de una nor-
mación del Derecho secular que se desen-
vuelve en contra y a pesar de la legislación 
eclesiástica. Esta no puede hacer otra co-
sa, en el terreno de los hechos, que defen-
derse de las ambiciones de supremacía y 
hasta monopolizadoras de aquella legisla-
ción. Por ésto en su propio ámbito, sólo 
tiene una norma penal por razón de inva-
sión de su propia esfera jurisdiccional; an-
te el peligro de intromisión y atropello, no 
dispone de otra coacción que amenazar con 
penas canónicas, ya que no cuenta con me-
dios físicos de efectiva resistencia frente a 
los poderes jurisdiccionales estatales. 
Con ocasión de comentar el canon 1554, 
observamos una sola y breve referencia de 
un autor español a los recursos de fuerza 
en conocer o «recursos de los jueces secu-
lares contra los eclesiásticos», como los 
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llama Cabreros de Anta 114 en el comenta-
rio que hace a esta norma, para dejar 
constancia hasta qué punto están en abier-
ta oposición con la doctrina canónica. 
Por ser dicho canon 1554, la referencia 
del ordenamiento eclesiástico más prOXl-
ma que hemos logrado hallar a la institu-
ción recurso de fuerza en conocer, haremos 
unas consideraciones acerca del mismo. 
Las fuentes 115 nos remiten al n. 3 de la 
Constitución Ad reprimendas, de Martín V, 
promulgada elLO de febrero de 1428 y en 
cuyo texto, a su vez, se hace referencia a la 
doctrina establecida sobre esta materia en 
los Concilios Milevitanos -de Milev, hoy 
Mila- celebrados en los años 402 y 416. Es-
tableció que cualquier eclesiástico, secular 
o regular, de cualquier grado jerárquico o 
dignidad, o también que cualquier institu-
ción de la Iglesia, que emplace ante el juez 
secular a otra persona eclesiástica, física o 
moral, en acción real, mixta o personal, ci-
vil o criminal, incurre ipso facto en exco-
munión, suspensión o entredicho, y, en ca-
so de contumacia, se le priva de todo bene-
ficio de que goza y se le inhabilita para po-
der obtener otros en el futuro. Pero este 
precepto hace referencia únicamente al pri-
vilegio del fuero. En cambio, el c. 1554 per-
sigue un fin distinto: defender el fuero 
eclesiástico, evitando sustracciones de com-
petencia a favor de la jurisdicción civil en 
materias en que ambas jurisdicciones, al 
ser igualmente competentes, quedan regu-
ladas por la prevención (c. 1568). 
114. Cfr. Código de Derecho Canónico, BAC, 8.· 
ed. , Madr id, 1969. 
115. Cfr. Codicis Iuris Canonici, Fontes, ab 
Emmo. Petro Cardo GASPARRI, auctus, can. 1554, Ro-
mae, Typis Polyglottis Vaticanis. 1947. 
116. «Ordenamos y mandamos que cualquier le-
go súbdito nuestro natural que maliciosamente por 
fatigar a su contrario, con quien contiende, pusiese 
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Esta doctrina en favor del fuero de la 
prevención hubiera podido ser origen de la 
Ley dictada por Juan 11, en Valladolid, el 
año 1442, recogida posteriormente en la 
Nueva Recopilación como Ley XIII, Tít. 1, 
Lib. IV 116. 
Al referirse esta norma a los súbditos 
que «maliciosamente por fatigar a su con-
trario» ponen excepciones, etc., nos damos 
cuenta de que principalmente posee un ca-
rácter penal, procesal y, aunque pueda fun-
darse en el fuero de la prevención, va di-
rigida a los litigantes de mala fe que se 
defendían -precisamente porque existían 
dos jurisdicciones actuando coetáneamen-
te- intentando, con inadecuadas excepcio-
nes por falta de jurisdicción, que no se 
hiciera, en definitiva, justicia, en ninguna 
de ellas. No es tanto una norma de conflic-
to, sino de condena de ciertos litigantes 
que se servían de reales o pretendidos con-
flictos, en su propio provecho. En cambio, 
en la norma canónica señalada en las fuen-
tes se expresa una orden prohibitiva abso-
luta, con amenaza de pena canónica, dirigi-
da a clérigos e instituciones eclesiásticas 
que iniciaren litigios judiciales con olvido 
del privilegio del fuero, del que se benefi-
ciaban entonces, tanto las personas físicas, 
como las morales eclesiásticas, demanda-
das en proceso. 
Estamos pues, ante supuestos legales 
bien distintos. Si alguno de estos tiene re-
lación más o menos próxima con el recur-
so de fuerza, puede serlo el c. 1554, al mos-
excepciones ante nuestros jueces seglares, diciendo 
que no pueden conocer de la causa que ante ellos 
pende, y que pertenece a la jurisdicción eclesiástica 
y que piden ser remitidos a los jueces de la Igle-
sia ( oo. ), por el mismo hecho hayan perdido y pier-
dan los oficios, raciones, mercedes y quitaciones que 
de Nos tienen en cualquier manera y además que 
pasen todos sus bienes a nuestra Cámara>. 
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trar esa postura tajante, penal, contra el 
actor que intente sustraer una causa de 
fuero mixto a la jurisdicción eclesiástica 
en favor del juez civil. 
En el Codex, el c. 1960, si bien en su for-
mulación no parece ofrecer interés desde 
el punto de vista que nos ocupa, en la prác-
tica puede dar lugar, sin embargo, a situa-
ciones de conflictos de jurisdicción, pues 
el juez civil puede intentar alguna vez re-
clamar la causa por entender que le com-
pete. La solución habría que buscarla al 
menos mediante acuerdo de las potestades 
soberanas afectadas 117. Este precepto cuen-
ta en la actualidad con una leve rectifica-
ción, gracias al motu propio ({Causas matri-
moniales», de 28 de marzo de 1971 (AAS 63 
[2971] 441 ss.). 
Acaso sea el sector referente al derecho 
matrimonial en el que impera mayor paz 
en lo que a las relaciones Iglesia-Estado es· 
pañol se refiere. Y no es que no pueda lle-
117. Como jurisprudencia en este sentido, remi-
timos a tres sentencias del Tribunal Supremo de Es-
paña: la La, de 2 de j1.11io de 1955, de anulación de 
matrimonio civil en virtud de resolución de la Santa 
Sede sobre el corre.spondiente matrimonio canónico 
y aparecida en B. Inl. Min. Justicia, de 15 de enero 
de 1956; la 2.", de 17 de noviembre de 1961, sobre 
competencia para conocer acerca de la existencia, 
validez o nulidad, de un matrimonio canónico, y 
aparecida en ARANZADI, Rep. Jurisp., n.O 4100, año 
1961, Tomo XXVIII. Por su especial interés nos per-
mitimos transcribir la 3.". Se trata de una sentencia 
del Tribunal Supremo, del 27 de mayo de. 1967 res-
pecto a la validez o nulidad de un matrimonio con-
traido en Rusia el 13 de enero de 1955 entre parte 
católica e infiel. En el considerando 2." de la prime-
ra sentencia, el T. S. hace referencia a la posibilidad 
de haber interpuesto el recurso de fuerza en cono-
cer. (ARANZADI, Rep. Jurisp., n.O 2590, año 1967.-
S. 27 mayo 1967): Considerando: que el arto 80 ... 
atribuye a la jurisdicción eclesiástica competencia 
exclusiva para conocer de las causas matrimoniales, 
por lo que siempre que un matrimonio merezca la 
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gar a ser -o no lo haya sido en otras épo-
cas, o esté resultando ahora en otros paí-
ses- ocasión de serios y frecuentes conflic-
tos. La doctrina regalista que propugna la 
distinción y separación entre contrato y 
sacramento en el matrimonio católico 
-con sus consiguientes consecuencias y 
efectos- no ha muerto, cuenta con parti-
darios y cultivadores y tal vez está esperan-
do la ocasión propicia para irrumpir en 
nuestra normatividad civil 118. 
La Iglesia se ha mostrado siempre celo-
sa en reservarse la decisión en lo referente 
a la declaración de existencia o nulidad de 
matrimonio entre católicos; sin embargo, 
en lo que se refiere a la separación de los 
cónyuges otorgada por los tribunales civi-
les, salvados siempre los fundamentos dog-
máticos, su actitud ha sido más bien abier-
ta en lo que se refiere a ceder su compe-
tencia. Hasta el punto de que algún autor 
como DE DIEGo-LoRA 119, considera que, aún 
calificación de canónico según el derecho de la Igle-
sia, será competente la Jurisdicción eclesiástica, pa-
ra conocer las causas que puedan dimanar de él, 
competencia que sólo puede discutirse mediante la 
interposición del recurso de fuerza en conocer, que 
pudo formularse y no se utilizó, y como los Tribu-
nales civiles no pueden enjuiciar la actividad de los 
eclesiásticos ni menos decidir sobre los defectos, 
cualesquiera que sean, atribuidos al juicio canónico, 
es claro que el denegar la ejecución amparado en 
una supuesta incompetencia, no planteada en forma 
legal, es un procedimiento irregular que no puede 
ampararse, y por ello, al no poder desconocerse la 
eficacia de la resolución canónica, se han cometido 
las infracciones que este motivo denuncia ... 
118. La doctrina de la Iglesia al respecto se 
puede sintetizar: «in matrimonio christiano, contra-
ctum a sacramento non esse dissociabilem; atque 
ideo non posse contractum verum et legitimun con-
sistere, quin sit eo ipso sacramentum». LEÓN XIII, 
Enc. Arcanum divinae sapientiae, 1<0 febrero, 1880. 
119. DE DIEGO-LoRA, C., Funoión pastoral y se-
paración de los cónyuges. En «Ius Canonicum», Uni-
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tratándose de una Ley de Tolerancia, se ob-
serva establecida con excesiva facilidad. 
En resumen cabe decir que la institu-
ción recurso de fuerza es desconocida por 
la legislación eclesiástica. La Iglesia no ig-
nora que hay materias para cuyo juicio pue-
den plantearse conflictos jurisdiccionales, 
pero en su legislación positiva prefiere ig-
norar las invasiones procedentes de la ju-
risdicción secular. El c. 1554 es precepto 
dirigido a los fieles, conminatorio de penas 
canónicas y sólo para las causas de fuero 
mixto. 
IIl. Su DISCUTIBLE VIGENCIA DESPUÉS DEL 
CONCORDATO DE 1953. 
Han pasado más de veinticinco años 
después que fue suscrito entre la Santa 
Sede y el Estado español el Concordato de 
1953. El hecho de que en la reforma de 
que fueron objeto las Leyes de Enjuicia-
miento Civil y Criminal, por Ley de 24 de 
abril de 1958, no fueron derogados directa-
,tamente los artículos que hacen referencia 
al recurso de fuerza en conocer, nos lleva a 
preguntarnos: ¿han sido derogadas o per-
manecen vigentes estas normas? 
Muchos y notables autores, tanto del 
campo eclesiástico como civil, se han preo-
cupado de despejar esta incógnita, incli-
versidad de Navarra, vol. XIII, n. 26, julio-diciem-
bre 1973, pág. 281: «Creo que no estamos en pre-
sencia de un tema estrictamente jurídico, y si bien 
aquí lo pastoral se sirve del instrumento jurídico 
ciertamente, sin embargo, no es siempre éste el ins-
trumento idóneo para ofrecer una solución justa 
conforme al interés supremo de la Iglesia; como 
tampoco el derecho es siempre el instrumento idóneo 
para resolver el ejercicio de los derechos y deberes 
propios del contenido de la relación matrimonial, 
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nándose, unos, por la opmlOn de que han 
sido derogados por su manifiesta contra-
dicción con el espíritu que informa el pro-
pio Concordato; otros, porque, subsisten, 
al no recogerse en el texto concordado, una 
norma específica que los derogue, pues 
-dicen- una cosa es que los principios 
que lo informan exijan la abolición del re-
curso, y otra, el que, de hecho, haya sido 
suprimido. 
Los que se inclinan por la opinión de 
que han sido derogados se apoyan en nor-
mas concordadas y también en abundante 
y sólida doctrina. Veamos. El art. Il, n. 1, 
del Concordato, dice: 
«El Estado español reconoce a la 
Iglesia Católica el carácter de socie-
dad perfecta y le garantiza el libre y 
pleno ejercicio de su poder espiritual 
y de su jurisdicción, así como el libre 
y público ejercicio de su culto». 
No se trata ahora y aquí de intentar de-
mostrar si el carácter de Sociedad perfecta 
conviene a la Iglesia. Desde la Alocución 
Consistorial de Pío IX Multis gravibusque, 
de 17 de diciembre de 1860, en la que por 
primera vez se vindica para la Iglesia esta 
cualidad y los derechos inherentes a ella, 
muchas encíclicas, a la vez que la doctrina 
iuspublicista, la han mantenido y defen-
dido 120. 
personalísimos, y muchos de ellos no suceptibles de 
control jurídico o de sometimiento al poder coerél-
tivo. Estamos en un campo abrumadoramente per-
sonal, voluntario, afectivo, difícilmente encajable en 
categorías jurídicas puras, que, a veces con su jus-
ticia pueden dañar inevitablemente los sentimientos, 
las posibilidades de querer, los intentos de rectificar 
y de desear incluso bienes mejores». 
120. LEóN XIII, Inmortale Dei, 1 nov. 1885; 
PÍO X, Vehementer, 11 febr. 1906; BENEDICTO XV, 
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A nosotros sólo nos corresponde resal-
tar que el Concordato de 1953, sin atenua-
ciones ni reservas, en términos expresos, 
reconoce tal condición a la Iglesia 121. Cual-
quiera que sea la teoría que se mantenga y 
la formulación y denominación que se le 
otorgue, la sociedad eclesiástica, por volun-
tad de su Fundador, Jesucristo, es autóno-
ma y opera con independencia de cualquier 
poder político, aunque muchas veces se 
condicionen mutuamente. 
Este concepto de sociedad perfecta, ela-
borado por los iuspublicistas canomcos, 
no deja así mismo de corresponderse, en 
cierto modo, con la noción de ordenamien-
to jurídico primario construida por juris-
tas que han elaborado sus trabajos al mar-
gen del Derecho Canónico, especialmente 
por Santi Romano 122. 
Pues bien, la subsistencia del recurso de 
fuerza, tal como aparece en el Tít. 111, Lib. 
I de la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil, 
sería la negación, para la Iglesia, del ejerci-
cio pleno de su potestad judicial, aunque 
no fuera más que por el hecho de que la 
jurisdicción civil sea la que ha de decidir, 
en último término, si un asunto es de su 
exclusiva competencia o de la eclesiástica. 
No dejaría de ser curioso -y contra-
Providentissima Mater, Pentecostés, 1917, por la que 
se promulgó el C.I.C.; PÍo XI, Divini illius, 31 dic. 
1928; PÍo xn, Bummi Pontificatus, 20 <Jet. 1939; 
Mystici Corpor:is, 29 iun. 1943; OTTAVIANI, A., Com-
pendium luris Publici Ecclesiástici, Typis Polyglotis 
Vaticanis, 1944; FOGLIASSO, E., La tesi fondamentale 
del lus Publicum Ecclesiásticum, en «Saiesianum», 
enero-junio, 1946; CAPELLO, F. M., Bumma iuris pu-
blici ecclesiastici, 6.· ed., Romae, 1954; LóPEZ ORTIZ, 
J., Doctrina Católica sobre la naturaleza jurídica y 
soberana de la Iglesia, XIV Semana Española de 
Teologia, Madrid, 1955; CALVO, J., Teoría General del 
Derecho Público -Eclesiástico, Porto y Cía. Editores, 
Santiago de Compostela, 1968, etc. 
121. FERNÁNDEZ REGATILLO, E., El Concordato 
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dictorio-, un ordenamiento que hiciese 
profesión de unos principios de acendrado 
catolicismo y aceptación plena y sin reser-
vas de unos derechos que ha concedido y, 
simultáneamente, se hiciera reo, en la prác-
tica, de la condenación por Pío IX, en el 
syllabus, de las proposiciones XIX y XX. 
Entre los autores que consideran que 
las normas de nuestras leyes de enjuicia-
miento sobre esta materia han quedado sin 
vigencia como consecuencia de la firma 
del Concordato, anotando tan sólo diferen-
cias de matiz en orden a los fundamentos 
en que se apoyan, se encuentra Beitia 123: 
sostiene que el reconocimiento explícito del 
ámbito criminal de la jurisdicción eclesiás-
tica, hecho en el párrafo 4.° del art. XVI 
del Concordato, es un golpe dado, sobre 
todo, a los llamados recursos de fuerza en 
conocer, de tan triste historia, tanto en lo 
civil como en lo criminal. En el mismo sen-
tido se expresan Oliet y Serena 124 y Martín 
Seminario 125. -
Isidoro Martín 126 estima que, si bien es 
cierto que la disposición del Concordato 
no resulta suficientemente explícita y com-
pleta, parece indudable que, al negar el re-
curso -en el párrafo 3.° del arto XVI-, 
ante los Tribunales civiles, contra las sen-
Español de 1953, págs. 159 y ss. Ed. Sal Terrae, San-
tander, 1961. 
122. ROMANO, S., L'Ordinamento giurídico, Pi-
sa, 1917. 
123. Cfr. BEITIA, E., Los clérigos ante los tribu-
nales del Estado, en «Ecclesia», n.O 642, Madrid, 31 
de octubre, 1953, pág. 27. 
124. OLIET, G. Y SERENA, C., Organización de los 
Tribunales españoles, 2." ed., Zaragoza, 1954, pág. 78. 
125. MARTÍN SEMINARIO, J., El fuero de los cléri-
gos en el Concordato Español, en «Revista Española 
de Derecho Canónico», vol. IX, pág. 389. 
126. MARTÍN, l., Notas a la obra de lung El De-
recho Público de la Iglesia en sus relaciones con los 
Estados, Madrid, 1957, pág. 88. 
EL RECURSO DE FUERZA EN ESPAÑA 
tencias de los eclesiásticos, «haya querido 
referirse a los recursos de fuerza». No obs-
tante, a nosotros nos parece que esta mis-
ma norma puede dar base a la conclusión 
contraria, o sea, que no se puede recurrir 
contra las sentencias dictadas por los Tri-
bunales eclesiásticos sobre las materias a 
que se refiere el apartado 3.° del arto XVI, 
pero queda abierto un campo de posibili-
dad al recurso cuando las sentencias re-
caigan sobre cualesquiera de los otros mu-
chos asuntos sobre los que dichos tribuna-
les pueden fallar. 
Fenech afirma que «aunque el Tít. 111 
del Lib. I de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
no ha sido derogado de un modo expreso y 
formal, la aplicación de sus preceptos es 
incompatible con el Concordato entre Es-
paña y la Santa Sede y con los demás con-
venios y disposiciones de Derecho Concor-
datario, singularmente con el Motu Proprio, 
de Pío XII, Apostolico Hispaniarum Nun-
tio, de 7 de abril de 1947, ratificado por De-
creto Ley de 1 de mayo del mismo año, por 
el que se establece el Tribunal de la Rota 
en España» 127. 
En el mismo sentido se expresa Gordi-
llo cuando escribe: «En nuestra opinión, 
con la firma del Concordato han sido dero-
gadas y son hoy inaplicables las normas de 
nuestras leyes de Enjuiciamiento Civil y 
Criminal relativas a los posibles conflictos 
entre los órganos judiciales de la Iglesia y 
el Estado» 128. A continuación, y apoyándo-
se en el art. XXXV, n.O 1 del Concordato, 
concluye Gordillo que esa necesidad de 
«común acuerdo», en la resolución de las 
127. FENECH, M., Doctrina procesal Oivil del 
Tribunal Supremo, II, Madrid, 1956, pág. 2.454. , 
128. GORDILLO, M., Los conflictos ... , op. cit., 
págs. 62-64. 
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dudas o dificultades que puedan surgir en 
la aplicación» de las cláusulas del Concor-
dato,. implica también una clara deroga-
ción de esas normas. 
Pero acaso haya sido Maldonado el au-
tor que ha estudiado con mayor detalle el 
origen, evolución y vicisitudes de esta ins-
titución jurídica en España, por lo que su 
opinión es muy digna de ser tenida en 
cuenta. Como una de las conclusiones de 
su trabajo, sostiene que «en la actualidad 
hay que reconocer que continúan sin dero-
gar, dentro del ordenamiento legal español, 
los preceptos de los arts. 125 y siguientes, 
estudiados más arriba, que los redactores 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil vigente 
dedicaron a los recursos de fuerza en cono-
cer» 129. 
Siete años más tarde el mismo autor 
dirá que, del reconocimiento expreso que 
hace el Estado español en el n.O 1 del art. 
11 del Concordato vigente del carácter de 
sociedad perfecta de la Iglesia, deriva ne-
cesariamente el reconocimiento a su vez de 
las potestades legislativa y jurisdiccional 
que en el propio artículo garantiza y dis-
ciplina. En su virtud da por derogados los 
recursos de fuerza en conocer, y, en caso 
de conflicto en materias concretas -di-
ce-, mientras esta cuestión no se halle dis-
ciplinada de modo conveniente y acorda-
da, ha de acudirse al n.O 1 del arto XXXV, es 
decir, al convenio en cada caso 130. 
En posteriores aportaciones, Maldona-
do encontró otros argumentos para su-
poner derogados los arts. 112, 113 y 125 a 
152 de la Ley de Enjuiciamiento Civil vi-
129. MALDONADO, J., Los recursos ... , op. cit., 
pág. 99. 
100. Cfr. MALDONADO, J., Otros tres años de vi-
gencia del Ooncordato de 1953, pág. 278. 
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gente desde 1881 131 • Y concluye pronun-
ciándose por la sumisión del ordenamiento 
jurídico civil español al Derecho Natural, 
según la interpretación que de él haga la 
Iglesia. Con lo que la derogación de las 
normas referentes al recurso de fuerza en 
conocer sería una consecuencia de la efec-
tividad práctica de tal sumisión. No obs-
tante, también Maldonado echa de menos 
una derogación formal de las normas que, 
paradójicamente, subsisten en el Derecho 
positivo estatal. 
Para Prieto Castro 132, el Estado Espa-
ñol, desde tiempo inmemorial, ha reconoci-
do la potestad jurisdiccional de la Iglesia 
Católica. Distinta cosa es -dice- que 
siempre la haya respetado. Con la firma 
del Concordato concertado con la Santa 
Sede, el propio gobierno estimó que se im-
ponía una concreción definitiva y suficien-
te para que las dos potestades ejerzan las 
atribuciones que les corresponden, elimi-
nando unos resíduos que ya en su origen 
podían calificarse de anacrónicos e inne-
cesarios como son los que subsisten en 
los arts. 112, 113 y 125 a 152 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil -reproducción de los 
arts. 390, 391 y 399 a 425 de la Ley Orgáni-
ca-, asimismo los arts. 48 y 49 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal y la correspon-
diente sanción exigida y fijada en el arto 381 
del Código Penal impuesta a los jueces 
eclesiásticos en los supuestos que contem-
pla. 
131. MAWONADO, J ., Las nuevas orientaciones so-
bre los conflictos de ia competencia canónico-civil, 
en «Homenaje al Profesor Giménez-Fernández», Vol. 
1, pág. 92. Facultad de Derecho, Sevilla, 1967. 
132. Introducción al «Proyecto de Ley para 
arreglar la8 cue8tione8 de competencia entre Jueces 
y Tribunales civiles y Jueces y Tribunales eclesiásti-
cos», redactado y presentado a la Comisión de Con-
cordato del Ministerio de Justicia y que el autor tu-
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No ya sólo por imperativo de la actual 
legislación concordataria -sigue diciendo 
Prieto Castro- sino también por la necesi-
dad de sincerarse con la milenaria tradi-
ción católica del pueblo español, se exigen 
nuevas normas que respondan al verdadero 
estado de las relaciones entre ambas po-
testades, basadas en el reconocimiento de! 
poder jurisdiccional de la Iglesia procla-
mado en los arts. 11, XVI, XXIV Y XXV 
del Concordato. 
Sin embargo el mismo hecho de que, 
en su «Proyecto», proponga normas para 
modificar y derogar artículos vigentes en 
la legislación civil, hace suponer que no 
los considera formalmente derogados. 
En la misma línea se expresa Cabreros 
de Anta: «prácticamente -re refiere a los 
recursos de fuerza- hace ya tiempo que 
han caído en desuso y ahora a nadie se le 
ocurriría aplicarlos. Mas por todo ello es 
imperiosa y urgente su formal abrogación, 
conforme están pidiendo nuestros más in-
signes civilistas». Más adelante, y sobre la 
misma materia, manifiesta hasta qué pun-
to se hallan en desacuerdo «con los princi-
pios jurídicos sobre la naturaleza y jerar-
quía de las dos sociedades» 133. 
Monserrat 134 se formula la pregunta: 
¿procederá después del actual Concordato 
el recurso de fuerza en conocer? Y se con-
testa: «No obstante la humillación que su-
ponen para la Iglesia la índole de estos re-
cursos y su tramitación, entendemos que 
vo a bien facilitarnos en fotocopia de texto mecano-
grafiado para la realización de este trabajo. 
133. CABREROS DE ANTA, M., Estudios Oanónicos, 
Madrid, 1956, pág. 129. 
134. MONSERRAT, Fr. V ., O. P., El arUculo 16 
del nuevo Ooncordato Español, en «Revista General 
de Legislación y Jurisprudencia», XXVIII (1954), 
pág. 276. 
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sí, mientras no se modifiquen nuestras le-
yes de Enjuiciamiento Civil y Criminal». 
Lo mismo opina Guasp 135. Ante la cues-
tión: ¿están suprimidos los recursos de 
fuerza en conocer?, responde: «en mi opi-
nión, no. Quiero decir que con el Concor-
dato a la vista continúan vigentes en el De-
recho español». Y echa de menos, entre las 
normas del Concordato, un artículo especí-
fico que dijese simplemente: «Quedan su-
primidos los recursos de fuerza en conocer 
en todas sus manifestaciones». 
Más aún; vemos que se ha llegado a 
legislar partiendo de la base de la vigencia 
de estos recursos. Así, en la reforma de 
Aranceles judiciales, efectuada por Decre-
to de 19 de febrero de 1954 (B.O.E., de 21 
de marzo y 6 de abril), al modificar el arto 
41 del Arancel de derechos de los Oficiales 
de la Sala del Tribunal Supremo, en mate-
ria civil, se siguieron teniendo en cuenta 
«1os recursos de fuerza en conocer que se 
interpongan contra el Tribunal de la Rota 
de la Nunciatura y Tribunales Superiores 
Eclesiásticos de Madrid». Una menClOn 
análoga se hizo en el Decreto de 18 de ju-
nio de 1959 (B.O.E. de 22 de junio) por el 
que se convalidó y reguló la exacción de 
tasas judiciales, concretamente en el art. 
14 de su Tarifa cuarta relativa al Tribunal 
Supremo. Todo lo cual hace presumir que 
el legislador da por subsistentes en la ac-
tualidad los expresados recursos. 
135. GUASP, J., El Concordato y el Derecho pro-
cesal del Estado, en «El Concordato de 1953». Fa-
cultad de Derecho de Madrid, Madrid 1956, págs. 
261-263. 
136. GoRDILLO, M., Los conflictos .. . , op. cit., 
pág. 64. . 
137. DE DIEGO-LoRA, C., Ambito de las jurisdic-
ciones eclesiást.icas y civil en el Concordato español, 
en «Ius Canonicum», lIT, Pamplona, 1963, págs. 509-
510. «Pocos puntos más sensibles al monopolio de los 
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Tal vez -dice Gordillo 136, al enjUIcIar 
este hecho- no se haya previamente refle-
xionado, al dictar las referidas disposicio-
nes, sobre la vigencia de dichos recursos. 
En todo caso se trata -sigue el cÍt.ado 
autor- de simples decretos que no pueden 
alterar lo establecido en el Concordato, con-
forme a lo conceptuado en los arts. XXVI 
y XXVIII del texto refundido de la Ley de 
Régimen Jurídico de la Administración del 
Estado de 20 de julio de 1957 aprobado por 
Decreto de la Presidencia del Gobierno del 
día 26 del mismo mes y año (B.O.E., n.O 
195). 
En la «Exposición de motivos» al Pro-
yecto de Ley, al que hemos hecho referen-
cia antes, Prieto Castro, refiriéndose a la 
supresión del recurso de fuerza en conocer, 
entiende que, más que de una cuestión téc-
nico-jurídica, se trata de que se resuelva un 
problema de puesta al día y coherencia en-
tre un sentir general y una letra que, por lo 
demás, permanece muerta. 
De todo esto se deduce una actitud ab-
sorbente y exclusivista por parte de la le-
gislación civil que no puede ni mucho me-
nos -hoy por hoy- considerarse supera-
da. Es la prepotencia de la jurisdicción es-
tatal sobre cualquier otra situación ac-
tual, y con tendencia, al parecer, a acen-
tuarse. Una explicación nos esboza DE DIE-
GO-LORA 137. 
Podemos concluir que al manifestar su 
Est ados, que el de reservar exclusivamente a sus 
propios órganos jurisdiccionales, la función de ad-
ministrar justicia dentro de sus límites territoria-
les ( ... ). La razón de esta negativa a admitir el 
ejercicio de jurisdicciones ajenas o extrañas a la 
nacionalidad del propio territorio, reside en ver en 
el ejercicio del poder de Jurisdicción, la nota más 
esencial de la soberanía de un Estado sobre el terri-
torio que domina». 
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opimon sobre la vigencia o no, del recurso 
de fuerza en conocer en nuestra legislación, 
la mayoría de los autores que la expresan 
en fechas anteriores al Concilio Vaticano 
11 y bajo el efecto eufórico de la firma del 
Concordato del 53, se muestran desagrada-
blemente sorprendidos por la vigencia, en 
un Estado tradicionalmente católico como 
el nuestro, de una institución que es ana-
crónica y vejatoria para la Iglesia. Extra-
ñeza que no deja tampoco de sorprender, 
pues, si hacemos memoria, vemos que fue 
en la época de los catolicísimos príncipes 
de la Casa de Austria, Carlos V y Felipe 11, 
que se autodenominaban obedientes y su-
misos protectores de la Iglesia, cuando 
apareció la verdaderamente primera disci-
plina jurídica del recurso a la autoridad 
civil frente a los abusos de la eclesiástica. 
Concretamente la retención de bulas, esta-
blecida por Carlos V en dos leyes promul-
gadas en 1525 y 1543, así como el recrude-
cimiento de lo legislado sobre recurso de 
fuerza por parte de Felipe 11 según la ley 
de 1593, cuyo enérgico texto hemos trans-
crito y puede comprobarse en Novss. Re-
cop., Lib. 11, Tít. V, ley XXXVII. 
En todo caso, una cosa es que los prin-
cipios que informan el Concordato, o e] cli-
ma en que éste fue suscrito -cJima que sin 
duda se ha enrarecido-, exijan la aboli-
138. DE DIEGO-LoRA, C., ib., pág. 545. Dice: «De 
todas formas, hay que reconocer con satisfacción 
que, a la sombra del Concordato de 1953 estos con-
flictos, en la práctica, no se han planteado. 
Quizás en ello pudiera haber influido esa situa-
ción de duda legislativa, esa falta de certeza, o 
esa absoluta ausencia del instrumento procesal que 
resolviera tales conflictos, o también la armonia de 
hecho existente entre ambos poderes, que lleva a 
los propios órganos en concreto a conducirse de tal 
modo que permite siempre, ante situaciones de po-
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clOn del recurso de fuerza y otra que for-
malmente haya sido derogado 138 • . 
En el sentido de su derogación, por últi-
mo, se pronuncia la reforma preconizada 
por los profesores de Derecho Procesal 139 • . 
Coloca el tema de la jurisdicción de la Igle-
sia en el título 11, dentro del apartado más 
general sobre «Jurisdicción y competen-
cia». Se dedica a tal jurisdicdón un sólo 
artículo, el 67, redactado en los siguientes 
términos: «Las decisiones de la jurisdic-
ción eclesiástica producirán en España los 
efectos civiles que les reconozcan las leyes 
del Estado y las normas concordadas con 
la Iglesia». 
En la «Exposición de motivos», al refe-
rirse a dicho artículo se dice que: «Una vez 
regulados los ámbitos de la jurisdicción 
en su proyección interna y en la interna-
cional, el Proyecto ha creído necesario alu-
dir a una jurisdicción, la eclesiástica, que se 
ejerce en España, y dado el estado en que 
nos hallamos hoy, se ha estima.do que no 
cabía una disposición actualizadora distinta 
de la que contiene el artículo 67, por lo de-
más, muy expresiva. No hay que decir que 
en el Proyecto se prescinde de tomar en 
consideración los artículos 113 y 125 a 152 
actuales, en cuanto sean opuestos al Con-
cordato vigente» 140. 
«El Proyecto, queriendo llegar a ser un 
sibIe conflicto, encontrar en el mutuo entendimien-
to, la solución conveniente. No en balde una buena 
legislación de índole material hace disminuir el nú-
mero de conflictos procesales, y en igual medida un 
buen Concordato, con claros criterios de delimita-
ción de ámbitos, puede llegar hasta eliminar los con-
flictos». 
139. Corrección y Actualización de la Ley de 
Enjuiciamiento CiviZ, por Profesores de Derecho Pro-
cesal, Madrid, 1972. 
14-0. Ibid., n.O 46, pág. 65. 
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texto legal secular se plantea el problema 
de la trascendencia de las decisiones juris-
diccionales de la Iglesia dentro del campo 
civil ( ... ). Se reconoce la jurisdicción de la 
Iglesia, lo que implícitamente lleva consigo 
el reconocimiento de su condición de socie-
dad jurídicamente perfecta en su pla-
no ( ... ). Se suprime todo recurso frente a 
las decisiones netamente eclesiales. Se 
abren cauces a una colaboración entre am-
bas potestades cuando se afirma la posi-
bilidad de una eficacia y trascendencia de 
tales decisiones en el ámbito civil. Se seña-
lan .o apuntan dos posibles caminos para 
la determinación de la eficacia» 141. 
Ante la variedad de opiniones sustenta-
141. PANIZO, S., Un tema jurídico ante eZ Con-
cordato: «EZ recurso de fuerza en conocer», en «Re-
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das, y tratando de ofrecer una conclusión 
que exprese nuestro parecer, creemos que, 
«de iure» la institución sigue vigente en 
nuestra legislación y que puede ser aplicada 
en cualquier momento. Por esto considera-
mos llegada la hora en que la Santa Sede 
y el Estado Español deroguen formalmen-
te -y después regulen con el tecnicismo 
propio de nuestra época y a base de buen 
entendimiento y armonía entre ambas po-
testades- lo que exige una concreción de-
finitiva y suficiente para que dichas Socie-
dades ejerzan sus respectivas atribuciones 
en beneficio de los súbditos que les están 
sujetos y en la respectiva medida en que 
esta sumisión se dá. 
vista de Derecho Procesal Ibero-americana», n.O IV, 
octubre-diciembre, 1973, pág. 869. 

